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Señores 

Juzgado 17 administrativo oral de la seccion segunda de bogota-  

 JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO 

 E.S.D. 

RAD. No.:      1100133350172018-000465   
DEMANDANTE:      SANDRA ROSMIRA URREA PEÑA 
DEMANDADO:                  NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN  
MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
ASUNTO:    CONTESTACIÓN DE DEMANDA  

 
ERICK BLUHUM MONROY, identificado con cedula de ciudadanía No. 80.871.367 de Bogotá, abogado 
en ejercicio y portadora de la Tarjeta Profesional No. 219.167 del Consejo Superior de la Judicatura, 
domiciliada en la ciudad de Bogotá D.C., en calidad de apoderada judicial de la entidad demandada, la 
FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, conforme poder otorgado por el Doctor CARLOS ALBERTO 
SABOYA GONZÁLEZ, en su calidad de Director Estratégico II de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la 
Entidad Demandada, el cual adjunto a la presente, estando dentro del término legal correspondiente 
contemplado en los Arts. 172 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo – CPACA –, por medio del presente escrito me permito dar CONTESTACIÓN A LA 
DEMANDA de la referencia, conforme los siguientes:  
 
 FRENTE AL CAPÍTULO DE LOS HECHOS: 
 
Conforme a los hechos de la demanda me permito dar respuesta y replicar a los mismos de la siguiente 
manera:  
 
AL HECHO  1: Hasta donde me consta el demandante se encuentra vinculado a la entidad.  
 
DEL HECHO 2: Me atengo a lo probado dentro del proceso. 
 
AL HECHO 3: Me atengo a lo probado dentro del proceso.  
 
 
 

FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 
 
Me opongo a todas y cada una de las pretensiones, teniendo en cuenta que carecen de fundamentos 
facticos y jurídicos, por cuanto los actos demandados se limitaron a señalar el cumplimiento de un 
deber legal que le impuso el legislador a la Fiscalía General de la Nación a través del Decreto 0382 de 
2013, el cual cuenta con plena vigencia y validez jurídica, al ceñirse a la Constitución y la Ley, como se 
entrará a demostrar en los capítulos siguientes de esta contestación.  
 
Respecto a las costas y agencias en derecho me opongo, en principio bajo el entendido que en el 
presente caso no procede el reconocimiento y pago de lo pretendido en esta demanda. Igualmente es 
oportuno precisar que las costas corren a cargo de la parte vencida en el proceso y solo habrá lugar al 
pago de las mismas cuando en el expediente aparezca que las mismas se causaron y que estén 
plenamente comprobadas, como así lo estipuló el Consejo de Estado, mediante la siguiente sentencia:  
 

“Como se advierte, la citada norma no impone al funcionario judicial la obligación de condenar en 
costas, solo le da la posibilidad de “disponer”, esto es, no impone la condena de manera 
automática frente a aquel que resulte vencido en el litigio, pues debe entenderse que tal condena 
es el resultado de observar una serie de factores, tales como, la temeridad, la mala fe y la 
existencia de pruebas en el proceso sobre la causación de gastos y costas en el curso de la 
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actuación, en donde el juez ponderando tales circunstancias, debe pronunciarse sustentando su 
decisión de procedencia.” (Negrilla fuera del texto).1 

 
EXCEPCIONES 

 
 

1. CONSTITUCIONALIDAD DE LA RESTRICCIÓN DEL CARÁCTER SALARIAL.  
 
La regulación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de acuerdo con la 
Constitución Política Art. 150, numerales 19, literales e y f, y el Art. 12 de la Ley 4ª de 1992, es 
competencia del Congreso de la República y del Gobierno Nacional, siendo titulares de esta facultad 
de manera complementaria y cooperativa, siendo este último el preferente para establecer esta 
regulación siempre sujeto por los criterios y objetivos establecidos por el Legislador previstos en la Ley 
4ª de 1992.  
 
En virtud de lo anterior, es claro que la creación, modificación o extinción de retribuciones salariales, 
prestacionales y de otra índole, en el sector público siempre deberán estar contenidas en leyes, 
decretos o demás normativa procedente para el caso; contrario al caso del sector privado que solo se 
tiene en cuenta la autonomía de la voluntad de las partes del contrato laboral.  
 
Por lo tanto, es pertinente en esta instancia dilucidar que si bien un pago laboral que percibe un 
trabajador público eventualmente puede categorizarse como “salario”, no necesariamente dicho 
emolumento automáticamente debe estar inmerso en la base de liquidación de las prestaciones 
sociales u otras retribuciones laborales que esté perciba, pues pueden darse una restricción legal y 
constitucional al carácter salarial de cada rubro; es por ello que para estudiar dicha dicotomía, se hace 
necesario analizar el alcance del concepto de “salario” en nuestro ordenamiento jurídico, para luego 
estudiar las diferentes posiciones jurisprudenciales respecto del reconocimiento de un rubro laboral 
como base de liquidación de otros montos.  
 
En el ámbito internacional, la Organización Internacional del Trabajo – OIT a través del Convenio 095 
de 1949 sobre la protección del salario, ha establecido diferentes mecanismos a efectos de asegurar el 
pago efectivo de una remuneración indistintamente de su denominación, así como de proteger el 
salario ante eventuales descuentos o embargos que afecten arbitrariamente la retribución del 
trabajador, no obstante es de tenerse en cuenta que la definición de “salario” de dicho convenio, es 
adoptada únicamente para determinar el alcance de las disposiciones de ese mismo convenio, por lo 
cual no es dable otorgarle un alcance mayor.  
 
Así lo ha entendido la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, en sentencia del 15 de marzo 
del 2017, identificada con radicación No. 480012, en la cual indica:  
 

“Es pertinente precisar por la Sala que el sentido amplio del vocablo “salario” contenido en el 
artículo 1º del Convenio 95 únicamente aplica dentro del alcance del mismo convenio, es decir para 
asegurar la protección del pago efectivo de la remuneración o ganancia, sea cual fuere su 
denominación o método de cálculo, debida por un empleador a un trabajador en virtud de un 
contrato de trabajo, ya sea escrito o verbal, por el trabajo que este último haya efectuado o deba 
efectuar, o por servicios que haya prestado o deba prestar, más no tiene aplicación cuando se trata 
de definir el carácter salarial para efectos de liquidar prestaciones, pues clara y expresamente la 
definición convencional internacional limita su ámbito material de aplicación “a los efectos del 
presente Convenio”, esto es para proteger su pago efectivo, lo cual significa que no son contrarios 
al convenio los artículos 127 y 128 del CST que definen cuáles devengados tienen o no naturaleza 

 
1 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION SEGUNDA, SUBSECCION “A”, 
Consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ (E), Bogotá, D.C., dieciséis  (16) de julio dos mil quince (2015), 
Radicación número: 25000-23-42-000-2013-00455-01(4044-13).  
2 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Laboral. SL3711-2017 Radicación n.°48001, Magistrado ponente: Jorge Mauricio Burgos Ruiz, 
Acta 09, Bogotá, D. C., quince (15) de marzo de dos mil diecisiete (2017).  
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salarial, pues la intención de estos preceptos es definir los factores salariales a tener en cuenta 
para liquidar una prestación o un beneficio determinado, como también sirven para  garantizar el 
salario mínimo.” (Negrilla fuera del texto) 

 
A la par, en esta misma jurisprudencia, la Corte Suprema de Justicia acoge el pronunciamiento de la 
Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT dado en el Estudio 
General de 20033,  y analiza lo siguiente:  
 

“En este mismo sentido se ha pronunciado la CEACR, en el párrafo 47 en el estudio general de 2003 
precitado, como se puede ver enseguida: 
 

47. (…) Al adoptar las conclusiones del Comité tripartito establecido para examinar esta 
reclamación, el Consejo de Administración consideró que el hecho de que una prestación 
salarial, cualquiera sea su denominación, no se integre en la definición de salario recogida en 
la legislación nacional no constituye automáticamente una violación del Convenio, siempre 
que la remuneración o ganancia debida, cualquiera que sea su denominación, gocen de la 
cobertura proporcionada por las disposiciones de los artículos 3 a 15 del Convenio4.” 

 
En otras palabras, en los términos del Convenio 95 de la OIT, fundamento constitucional del artículo 
65 del CST, el concepto amplio del término “salario” en él contenido no se ve afectado de forma 
inmediata por la naturaleza salarial o no que le sea otorgada por el derecho de origen interno a 
un pago realizado por el empleador al trabajador, si la remuneración o ganancia debida, cualquiera 
que sea su denominación, gocen de la protección del convenio proporcionada por las disposiciones 
de los artículos 3 al 15 del instrumento; por la misma razón, determina la Sala, la definición del tan 
mentando artículo 1º tampoco puede ir más allá de su alcance.” (Negrilla fuera del texto) 

 
Ahora bien, en el plano nacional, la definición de “salario” se delimita en los Arts. 127 y 128 del Código 
Sustantivo del Trabajo – C.S.T. -, de los cuales la Corte Constitucional en sentencia C-521 de 19955 realizó 
un amplio estudio de su constitucionalidad, concluyendo que:  
 

“Teniendo en cuenta las reformas hechas por la Ley 50 de 1990 a los arts. 127, 128, 129, 130 y 132 del 
C.S.T., la regla general es que constituye salario no sólo la remuneración ordinaria, fija o variable 
sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en especie como contraprestación o retribución 
directa y onerosa del servicio, y que ingresan real y efectivamente a su patrimonio, es decir, no a 
título gratuito o por mera liberalidad del empleador,  ni lo que recibe en dinero en especie no para 
su beneficio ni para enriquecer su patrimonio, sino para desempeñar a cabalidad sus funciones, ni 
las prestaciones sociales, ni los pagos o suministros en especie, conforme lo acuerden las partes, ni 
los pagos que según su naturaleza y por disposición legal no tienen carácter salarial, o lo tienen 
en alguna medida para ciertos efectos, ni los beneficios o auxilios habituales u ocasionales, 
acordados convencional o contractualmente u otorgados en forma extralegal por el empleador, 
cuando por disposición expresa de las partes no tienen el carácter de salario, con efectos en la 
liquidación de prestaciones sociales. 

 
La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 12 de febrero de 1993 
(radicación 5481. Acta número 7, Sección Segunda M.P. Hugo Suescún Pujols), al referirse a la 
interpretación de los arts. 127 y 128 del Código Sustantivo del Trabajo, en vigencia de la ley 50 de 
1990,  expuso lo siguiente: 

 
3 CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO, 91ª reunión 2003, informe III (Parte 1B), Tercer punto del orden del día: Informes y memorias 
sobre la aplicación de convenios y recomendaciones, Estudio General de las memorias relativas al Convenio (num. 95) y a la Recomendación (núm. 
85) sobre la protección del salario, 1949, Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y  Recomendaciones (artículos 19, 22 y 
35 de la Constitución). ISBN 92-2-312874-9. ISSN 0251-3226. Primera Edición 2003. Párrafo 47.   
4 Véase el informe del Comité encargado de examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por Venezuela del Convenio núm. 95, 
presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT por varias organizaciones de trabajadores, documento GB.268/14/9, párrafos 21-
22, págs. 7 y 8. 
5 CORTE CONSTITUCIONAL, C-521 - 1995 - Expediente NO. D-902 - Demanda de Inconstitucionalidad contra un segmento de los artículos 15 y 16 
de la Ley 50 de 1990 - Magistrado Ponente: Dr. Antonio Barrera Carbonell. Bogotá, D.C., Diez y seis (16) de noviembre de mil novecientos noventa 
y cinco de 1995. 
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"(…) Lo que verdaderamente quiere decir la última parte del artículo 15 de la ley 50 de 
1990, aunque debe reconocerse que su redacción no es la más afortunada, es que a partir 
de su vigencia pagos que son "salario" pueden no obstante excluirse de la base de 
cómputo para la liquidación de otros beneficios laborales (prestaciones sociales, 
indemnizaciones, etc)". 

 
"Este entendimiento de la norma es el único que racionalmente cabe hacer, ya que aún 
cuando habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular las 
prestaciones sociales y las indemnizaciones que legalmente se establecen en favor del 
trabajador, no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que rigen 
la materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que una determinada 
prestación social o indemnización se liquide sin consideración al monto total del salario 
del trabajador, esto es, que se excluyan determinados factores no obstante su 
naturaleza salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter. El Legislador puede entonces 
también -y es estrictamente lo que ha hecho- autorizar a las partes celebrantes un contrato 
individual de trabajo, o de una convención colectiva de trabajo o de un pacto colectivo, 
para disponer expresamente que determinado beneficio o auxilio extralegal, a pesar de 
su carácter retributivo del trabajo, no tenga incidencia en la liquidación y pago de otras 
prestaciones o indemnizaciones. (…)". 

 
(…) 

 
Estima la Sala que es de la competencia del legislador, dentro de la libertad que tiene como 
conformador de la norma jurídica, determinar los elementos de la retribución directa del servicio 
dentro de la relación laboral subordinada, esto es, lo que constituye salario, con arreglo a los 
criterios y principios ya mencionados, lo cual le impide desconocer la primacía de la realidad sobre 
la forma y mudar arbitrariamente la naturaleza de las cosas, como sería quitarle la naturaleza de 
salario a lo que realmente tiene este carácter. 

 
Igualmente, dicha competencia se extiende a la determinación expresa, respetando los referidos 
criterios y principios, o deferida a la voluntad de las partes, de los pagos o remuneraciones que no 
constituyen salario para los efectos de la liquidación de prestaciones sociales. Esto último es 
particularmente admisible, dado que la existencia del contrato y de los acuerdos y convenios de 
trabajo como reguladores de las relaciones de trabajo es reconocida por la propia Constitución 
(art. 53), en cuanto no menoscaben la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los 
trabajadores.” (Negrilla fuera del texto) 

 
Con lo anterior se destaca que si bien un pago laboral puede incluirse dentro de la definición de 
“salario” que prevé tanto la disposición internacional como la norma nacional, ello no implica que a 
dichos valores se les deba otorgar un reconocimiento automático de ser base de liquidación de 
prestaciones sociales y demás emolumentos laborales que percibe un empelado, pues tanto en la 
norma como en la jurisprudencia se observa la facultad del legislador para determinar cuál pago se 
incluye o no, dentro de las bases de liquidación de otros factores.  
 
Resaltando, que tanto en el Art. 128 del C.S.T. como en la jurisprudencia citada y demás expedida por 
la Corte Suprema de Justicia6, es procedente establecer rubros que no constituyen salario, como 
beneficios habituales establecidos en acuerdos y/o convenios colectivos, como en efecto ocurre con el 
Decreto 0382 de 2013, siendo producto de un acuerdo colectivo, logrado en virtud de las negociaciones 
del 2012, que no solo se concretan en el firma del acuerdo del 06 de noviembre de 2012, sino que se 
complementan con las 26 actas de la mesa técnica paritaria establecida para plasmar lo acordado en la 
norma que se debe expedir para tal efecto, cumpliendo así el trámite de acuerdos colectivos en el 
sector público.  

 
6 Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, SL63988, 2018. 
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Es así como a efectos de analizar la posibilidad de la restricción del carácter salarial de un emolumento 
laboral, se deben de tener en cuenta las siguientes providencias emanadas de los altos tribunales 
judiciales del país, en las cuales se indica: 
 

I. CORTE CONSTITUCIONAL, C-521-19957: Los apartes de esta sentencia ya fueron citados con 
anterioridad, y refiere que el legislador es quien puede definir que emolumento corresponde a 
salario y cual no, con efectos en la liquidación de prestaciones sociales.  
 

II. CORTE CONSTITUCIONAL, C-279-19968: 
En esta ocasión la Corte Constitucional estudia si los apartes de los artículos 14 y 15 de la ley 4 
de 1992, que establecen a favor de ciertos funcionarios del Estado una prima técnica y una 
prima especial, que no constituye factor salarial, constituye una violación a la especial 
protección de que goza el derecho al trabajo, y un menoscabo a los derechos de los 
trabajadores. 

  
Para la resolución de dicho problema jurídico, la Corte Constitucional cita la sentencia de la 
Corte Suprema de Justicia del 12 de febrero de 1993, exp. No. 5481 y concluye que las normas 
demandadas con exequibles, así: 

 
“Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido que "el legislador conserva una cierta libertad 
para establecer, que componentes constituyen, o no salario, así como la de definir y desarrollar el 
concepto de salario, pues es de su competencia desarrollar la Constitución. 
  
Las definiciones de convenios  internacionales que transcribe la actora no significan que el legislador 
nacional haya perdido la facultad de tomar o no en cuenta una parte de la remuneración que perciben 
los trabajadores para definir las bases sobre las cuales han de hacérseles otros pagos. 
  
Así pues, el considerar que los pagos por primas técnicas  y especiales no sean factor salarial, no 
lesiona los derechos  de los trabajadores, y no implica una omisión o un incorrecto desarrollo del 
especial deber de protección que el Estado colombiano tiene en relación con el derecho al trabajo, 
ni se aparta de los deberes que Colombia ha adquirido ante la comunidad internacional.” (Negrilla 
fuera del texto) 

 
Se resalta que la Corte Constitucional mediante providencia C-052 de 1999, resolvió estarse a lo 
dispuesto en la sentencia C-279 de 1996 que se cita.  

 
III. CORTE CONSTITUCIONAL, C-681-20039: 

En esta oportunidad la Corte Constitucional estudia demanda de inconstitucionalidad contra el 
artículo 15 parcial de la ley 4ª de 1992, por el cargo principal de violación del principio 
constitucional a la igualdad, en atención a que con la expedición de la Ley 332 de 1992 se eliminó 
el carácter no salarial de la prima reconocida a los funcionarios de que trata el artículo 14 de la 
Ley 4ª de 1992, y en consecuencia solo se otorgó dicho carácter salarial para pensión.  
 
Ante este caso el alto tribunal realizó un análisis de la sentencia C-279 de 1996 en la que se 
declaró la exequibilidad de la norma cuestionada, no obstante advirtió que al realizarse un 
cambio al Art. 14 de la Ley 4ª de 1992 por vía de la Ley 332 de 1992 que modificó el carácter 
salarial de la prima se servicios, se debía estudiar la posible vulneración del derecho a la 
igualdad de los beneficiarios del Art. 15 de la Ley 4ª de 1992.  

 
7 Expediente NO. D-902 - Demanda de Inconstitucionalidad contra un segmento de los artículos 15 y 16 de la Ley 50 
de 1990. Magistrado Ponente: DR. Antonio Barrera Carbonell - Bogotá, D.C., Diez y seis (16) de noviembre de mil 
novecientos noventa y cinco de 1995. 
8 Expediente: D-002, acumulados D-204 y D-817. Conjuez Ponente: Dr. Hugo Palacios Mejía - Bogotá D.C., del 
veinticuatro (24) de junio de mil novecientos noventa  y seis (1996). 
9 Expediente D-4170. Conjuez Ponente: Dra. Ligia Galvis Ortiz - Bogotá D. C., seis (6) de agosto de dos mil tres (2003). 
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Con ello, la Corte estudió el caso y concluyó que con la entrada en vigencia de la Ley 332 de 
1992 que elimina la restricción total del carácter salarial de la prima establecida en el Art. 14 de 
la Ley 4ª de 1992, y solo reconoce tal carácter para la cotización y liquidación de la pensión, se 
configura una desigualdad de trato con los empleados beneficiarios de la prima establecida en 
el Art. 15 de la Ley 4ª de 1992, por lo cual finalmente la Corte resuelve declarar inexequible la 
expresión “sin carácter salarial” del artículo 15 de la Ley 4ª de 1992, y aclara que la prima especial 
de servicios en comento constituirá factor salarial solo para cotización y liquidación de la 
pensión de jubilación, respetando así lo determinado por la Corte Constitucional en sentencia 
C-279 de 1996 frente a la discrecionalidad del legislador y el principio de solidaridad del sistema 
pensional. 

 
IV. CORTE CONSTITUCIONAL, C-244-1310: 

En el caso en específico de la providencia referida, la Corte Constitucional estudia la demanda 
de inconstitucionalidad contra el artículo 15 (parcial) de la Ley 4a de 1992, e indica que:  

 
“Para sentar su posición, la Corte arranca desde premisas opuestas a las plasmadas por la 
demanda ciudadana de inconstitucionalidad: según la Corte, existe "el contrasentido evidente de 
las afirmaciones que censuran la creación de primas, en favor de ciertos trabajadores, por 
oponerse, presuntamente, a las reglas constitucionales que protegen el trabajo. Ninguna norma 
que tenga como efecto principal aumentar el ingreso disponible de un trabajador puede lesionar 
las reglas sobre protección especial al trabajo.” La Corte acepta que el tratamiento ordinario del 
derecho laboral ha llevado a tratar las remuneraciones habituales como parte del salario. Pero 
señala que ello no necesariamente debe ser así, sino que tal decisión no es constitucionalmente 
imperativa sino que cae dentro de la órbita de libertad de configuración del legislador: 
 
"(…)En varias ocasiones, la Jurisprudencia constitucional del país, expresada por la Corte 
Suprema de Justicia antes de 1991, y luego por la Corte Constitucional, ha manifestado que no 
existe derecho adquirido a la estabilidad de un régimen legal. Las normas legales acusadas bien 
podrían entonces disponer que no se consideran parte del salario, para efecto de liquidar 
prestaciones sociales, ciertas remuneraciones que, a la luz de' criterios tradicionales, deberían 
haberse tenido como parte de aquél." 
 
Para fortalecer esta conclusión, se cita la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 12 de febrero 
de 1993, en ejercicio de funciones de control de constitucionalidad, en la que se afirma que a partir 
de la vigencia de la Ley 50 de 1990 hay pagos que son "salario" pero que pueden, no obstante, 
"excluirse de la base de cómputo para la liquidación de otros beneficios laborales (prestaciones 
sociales, indemnizaciones, etc.)." 
 
(…) 
 
De esta forma la Corte rechaza el argumento según el cual el concepto de "salario" estaría 
fuertemente constitucionalizado y llevaría al reconocimiento automático de que cualquier pago 
realizado por el empleador tiene que ser considerado como base salarial para el cálculo de 
prestaciones sociales. Con este reconocimiento, la Corte permite el establecimiento de bonos, 
primas o beneficios que ciertamente tienen el potencial de variar la base mensual de ingresos 
habituales de los trabajadores, pero negándole al mismo tiempo un impacto necesario sobre la 
carga prestacional. 
 
(…) 
 

 
10 Expediente D-8121. Conjuez Sustanciador: Diego E. López Medina - Bogotá D.C., veintidós (22) de abril de dos mil 
trece (2013). 
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Una nueva variación de la jurisprudencia en este sentido traería consecuencias altamente 
desfavorables para la estabilidad jurídica y podría llegar a afectar, una vez más, la liquidación de 
prestaciones sociales (incluso con efectos retroactivos), generando así una nueva ola de litigios y 
de incertidumbre en un área del derecho laboral administrativo que ya ha contado con una 
excesiva fragmentación normativa y jurisprudencial que las salas de conjueces han advertido en 
diversas ocasiones.  

 
Estos argumentos son suficientes para desestimar las pretensiones de la demanda por puras 
consideraciones basadas en la certeza jurídica que la cosa juzgada constitucional busca proteger.” 
(Negrilla fuera del texto) 
 
Con los argumentos citados la Corte Constitucional finalmente decide estarse a lo resuelto en 
la sentencia C-681 de 2003.  

 
V. CORTE CONSTITUCIONAL, SU – 395 – 201711: 

Esta jurisprudencia se produce ante el estudio de la posibilidad de la bonificación especial o 
quinquenio como factor salarial para funcionarios de la Contraloría General de la República 
como computo en su totalidad o de forma proporcional como base integrante del monto 
pensional, para tal efecto la Corte estableció:  

 
“De modo que considerar que los pagos por primas técnicas y especiales no sean factor salarial, 
no lesiona los derechos de los trabajadores y tampoco implica una omisión o un incorrecto 
desarrollo del especial deber de protección que el Estado colombiano tiene en relación con el 
derecho al trabajo, ni se aparta de los deberes que el Estado colombiano ha adquirido ante la 
comunidad internacional. 
 
De ahí que admitida la exclusión de la prima como factor salarial, a pesar de tener los elementos 
para ser considerada como salario, se haya optado por la declaratoria de exequibilidad de las 
disposiciones legales que prescinden del carácter salarial de las primas técnicas y especiales en 
el ámbito de le Ley 60  de 1990 y 4 de 1992.” 

 
VI. CONSEJO DE ESTADO, Radicación interna - 0867-0612: 

En este caso el actor solicitó la declaración de nulidad de los artículos 1° -parcial- y 2° del Decreto 
3131 del 05 de septiembre de 2005, “Por el cual se establece una bonificación de actividad 
judicial para jueces y fiscales”, en esta ocasión el Consejo de Estado determinó: 

 
“En vigencia de la Constitución de 1886 era función del Congreso definir las escalas salariales de las 
distintas categorías de empleos en el nivel nacional; a partir de la expedición de la Constitución 
de 1991 tal facultad fue trasladada al Gobierno Nacional sujeto a los objetivos y criterios 
establecidos por el Congreso (C.P. art. 150 # 19) 
 
En ejercicio de dicha potestad, el Congreso Nacional expidió la Ley 4ª de 1992 como norma de 
carácter general y así el Gobierno quedó facultado para fijar el régimen salarial y prestacional de 
los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública. 
(…) 
 

 
11 Expedientes T-3.358.903, T-3.358.979,     T-3.364.831, T-3.364.917 y T-3.428.879 (Acumulados), Magistrado 
Ponente: LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ, Bogotá D.C., veintidós (22) de junio de dos mil diecisiete (2017). 
12 Sala De Lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Radicación número: 11001-03-25-000-2006-00043-
00(0867-06). Consejero ponente: JAIME MORENO GARCIA - Bogotá, D.C., diecinueve (19) de junio de dos mil ocho 
(2008). 
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Por su parte, la Corte Constitucional al resolver la demanda de inconstitucionalidad contra los 
artículos 15 y apartes del 14 de la Ley 4ª de 1992, en cuanto allí se contemplaba que la prima especial 
de servicios no tiene carácter salarial, en sentencia del C-279/96 del 24 de junio de 1996, afirmó: 
 

“En varias ocasiones, la jurisprudencia constitucional del país, expresada por la Corte 
Suprema de Justicia antes de 1991, y luego por la Corte Constitucional, ha manifestado 
que no existe derecho adquirido a la estabilidad de un régimen legal. Las normas legales 
acusadas bien podían entonces disponer que no se consideraran parte del salario, para 
efecto de liquidar prestaciones sociales, ciertas remuneraciones que, a la luz de criterios 
tradicionales, deberían haberse tenido como parte de aquel...” 

 
De igual manera, ya la Corte Suprema de Justicia, había fijado su posición con relación a la 
discrecionalidad del legislador para determinar qué constituye parte del salario, al pronunciarse 
sobre la constitucionalidad del artículo 15 de la Ley 50 de 1990, (…) 
 
Conforme a lo expuesto, considera la Sala que las normas acusadas, al señalar que la bonificación 
de actividad judicial no tendría carácter salarial ni prestacional, no desconocieron ningún 
derecho adquirido ni violaron las disposiciones legales y constitucionales citadas en la demanda. 

 
Para la Sala no es de recibo tal razonamiento porque, contrario a lo afirmado por el actor, la 
bonificación de actividad judicial fue creada precisamente para mejorar el salario, es decir se 
trata de una suma adicional a la asignación básica, constituida, desde un principio, sin carácter 
salarial. Por ello resulta desacertado que se alegue una desmejora del mismo, y no puede 
concebirse que una disposición que tiene como finalidad mejorar las condiciones económicas de 
un trabajador pueda lesionar y desmejorar el derecho al trabajo. 
 
Así las cosas, no existe una situación jurídica consolidada, por cuanto la bonificación especial no 
existía con anterioridad a la Ley 4ª de 1992, y además, porque las normas acusadas fueron 
expedidas dentro de las facultades del Gobierno, de acuerdo con los artículos 14 y 15 de la Ley 4a. 
de 1992, declarados exequibles por la Corte Constitucional.” (Negrilla fuera del texto) 
 
El Consejo de Estado concluyó que las normas acusadas no son objeto de declaración de 
nulidad en atención a que es posible que el legislador determine que sumas laborales son 
consideradas como salario y cuáles no, con efectos en liquidación de prestaciones sociales; 
considerando además que al ser la bonificación de actividad judicial un emolumento que desde 
el principio se concibió sin carácter salarial, no es posible que después se predique que existiere 
una desmejora de los derechos del trabajador, y al ser su creación posterior a la Ley 4ª de 1992 
tampoco se puede predicar que existiere una situación jurídica consolidada que deba quedar 
incólume.  

 
VII. CONSEJO DE ESTADO, Radicación interna - 0984-0613: 

Por medio del caso en mención se le solicita a la Corporación la nulidad de los artículos 1° y 2° 
del Decreto No. 3131 de 8 de septiembre y 1° del Decreto 3382 de 23 de septiembre de 2005, 
expedidos por el Gobierno Nacional, por el cual se establece una bonificación de actividad 
judicial para jueces y fiscales, al respecto el Consejo de Estado reitera lo indicado en la sentencia 
antes citada.  

 
VIII. CONSEJO DE ESTADO, Radicación interna - 0845-1514: 

En la citada sentencia de unificación se analiza la posibilidad de otorgar el reconocimiento de 
efectos salariales a la Prima Especial de Servicios para liquidación de prestaciones sociales, para 

 
13 Sala De Lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Radicación No. 11001-03-25-000-2006-00047-00(0984-
06). Consejera Ponente: Bertha Lucia Ramírez De Páez - Bogotá, D.C., diecisiete (17) de febrero de dos mil once (2011) 
14 Sala De Lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda Sala De Conjueces – Sentencia De Unificación - Radicación 
número: 25000-23-25-000-2010-00246-02(0845-15). Consejero Ponente: Jorge Iván Acuña Arrieta – Conjuez - Bogotá 
D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil dieciséis (2016). 
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lo cual el Consejo de Estado, cita y ratifica la posición de la Corte Constitucional dictada en la 
sentencia C-681 de 2003, frente a la posibilidad constitucional de que un emolumento cuente 
con un carácter salarial limitado.  

 
 

IX. CONSEJO DE ESTADO, Radicación interna - 3458-1415: 
En el caso en especie, se le solicitó al Consejo de Estado a título de restablecimiento el derecho: 
i) que la parte demandada reliquide la pensión de jubilación del demandante teniendo en 
cuenta la Bonificación por actividad judicial D3131/2005; para lo cual la Corporación negó las 
pretensiones de la demanda indicando:  

 
“Ahora bien, mediante sentencia de 19 de junio de 2008, la Sección Segunda del Consejo de Estado, 
con ponencia del doctor Jaime Moreno García manifestó que la bonificación por actividad 
judicial no tiene naturaleza salarial, la cual es recalcada en el artículo 1º del Decreto 3131 de 2005, 
sino que se trata de una suma adicional a la asignación básica, (…) 
 
A idénticas conclusiones arribó la misma subsección mediante sentencia de 27 de febrero de 2011, 
con ponencia de la doctora Bertha Lucía Ramírez De Páez, en la cual manifestó que la bonificación 
por actividad judicial no se aplica como factor salarial o prestacional antes del 01 de enero de 
2009, fecha a partir de la cual entró en vigencia el Decreto 3900 de 2008, como lo señalo así: 
 

“El carácter de bonificación por actividad judicial cambió a partir del 1 de enero de 2009, 
por expresa disposición del Decreto 3900 de octubre de 2008, según el cual constituye 
factor para determinar las cotizaciones al Sistema de Seguridad Social en salud y pensión. 
Al existir pronunciamiento judicial respecto a la legalidad del carácter “no salarial” de la 
bonificación por actividad judicial en vigencia del Decreto 3131 de 2005, no es viable su 
inclusión como factor salarial o prestacional antes del 1 de enero de 2009, fecha a partir de 
la cual el Gobierno Nacional le confirió tal connotación. Así pues, la bonificación por 
actividad judicial que devengó la demandante en el año 2007, no constituye factor 
salarial para determinar el ingreso base de liquidación pensional porque el artículo 1 del 
Decreto 3131 de 2005, que esta Corporación encontró ajustado a la ley por los cargos 
analizados, no le otorgó ese carácter. Sólo constituye factor salarial y prestacional a 
partir del 1 de enero de 2009 por expresa disposición legal”. (Negrilla fuera del texto) 

 
X. CONSEJO DE ESTADO – Radicación interna - 3568-1516: 

A la par en este caso, el Consejo de Estado estudio la solicitud realizada a título de 
restablecimiento del derecho, de: i) Reliquidar la pensión con la asignación mensual más 
elevada devengada en su último año de servicio, incluyendo la bonificación por actividad 
judicial. Se resalta que igualmente en este caso el Consejo de Estado retoma lo indicado en la 
sentencia antes reseñada en cuanto al carácter salarial restringido de la bonificación por 
actividad judicial.  

 
XI. CONSEJO DE ESTADO – Radicación interna - 2107-201517: 

Frente a este análisis, el Consejo de Estado se ciñe a la normativa que establece la Bonificación 
por compensación solo como factor salarial para determinar pensiones de vejez, invalidez y 

 
15 Sala De Lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Subsección B - Radicación número: 41001-23-33-000-
2012-00187-01(3458-14). Consejera Ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez - Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de 
dos mil diecisiete (2017) 
16 Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Subsección B - Radicación número: 50001-23-31-000-
2012-00260-01(3568-15). Consejera Ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez - Bogotá D. C., dos (2) de febrero de dos 
mil diecisiete (2017). 
17 SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - SECCIÓN SEGUNDA - CONJUEZ PONENTE: JORGE IVÁN ACUÑA 
ARRIETA - REFERENCIA: 47001233100020110007202 (2107-2015) - Bogotá D.C., Dieciocho (18) de julio de dos mil 
dieciocho (2018). 
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sobrevivientes, sin que sobre ello se presente controversia, pues respeta la literalidad de la 
norma, como libertad de configuración del Gobierno Nacional.  

 
XII. CONSEJO DE ESTADO – Sentencia de Unificación 28 de agosto de 201818: 

En este caso, la demandante solicita por medio de nulidad y restablecimiento del derecho que 
se le reliquide el monto de la pensión con inclusión de todos los factores salariales percibidos 
en el último año de vinculación laboral, para lo cual el Consejo de Estado dicto sentencia de 
unificación en la que indica:  
 

“(…) La inclusión de todos los factores devengados por el servidor durante el último año 
de servicios fue una tesis que adoptó la Sección Segunda a partir del sentido y alcance de 
las expresiones “salario” y “factor salarial”, bajo el entendido que “constituyen salario 
todas las sumas que habitual y periodicamente recibe el empleado como retribución por 
sus servicios” con fundamento, además, en los principios de favorabilidad en materia 
laboral y progresividad; sin embargo, para esta Sala, dicho criterio interpretativo 
traspasa la voluntad del legislador, el que, por virtud de su libertad de configuración 
enlistó los factores que conforman la base de liquidación pensional y a ellos es que se 
debe limitar dicha base.” (Negrilla fuera del texto) 

  

Con este análisis, se puede observar que si bien existen posturas en las que se defina que todo 
lo que un trabajador reciba de forma habitual y periódica es salario, esto no implica per se, que 
todos estos rubros deban ser incluidos dentro de la base de liquidación de prestaciones sociales 
u otras retribuciones laborales que reciba un trabajador, pues como bien lo unifica el Consejo 
de Estado en esta sentencia, dicha apreciación vulnera directamente la voluntad del legislador, 
pues dentro de su libertad de configuración puede determinar qué factores hace base de 
liquidación para calcular otros emolumentos.  

 
En resumen se cuenta con 6 sentencias de constitucionalidad emitidas por la Corte Constitucional en 
la que se ratifica que el legislador o quien haga sus veces, cuenta con la discrecionalidad de determinar 
qué factores salariales deben ser tenidos en cuenta como bases para la liquidación de prestaciones 
sociales o demás conceptos laborales; así mismo se identifican 7 sentencias emanadas por el Consejo 
de Estado en la cual se adoptan las disposiciones establecidas por la Corte Constitucional, Corte 
Suprema de Justicia, así como otras sentencias del Consejo de Estado, en las que se estudia que el 
legislador o el Gobierno Nacional tiene la facultad de restringir los efectos salariales de un emolumento 
laboral, sin que ello signifique una extralimitación del Gobierno Nacional o una afectación a 
disposiciones constitucionales o convenciones internacionales.  
 
Contrario sensu, la Corte Constitucional adoptando una decisión de la Corte Suprema de Justicia, 
considera que no existe disposición constitucional alguna que imponga al legislador la obligación de 
que cuando crea una retribución laboral, la misma deba ser incluida como base de liquidación para 
otras prestacionales sociales u pagos salariales.  
 
Es decir que en la norma internacional y nacional, se analiza que si bien existen retribuciones que se 
denominen “salario”, esto no es óbice para que automáticamente se concluya que dichos rubros 
constituyen base para la liquidación de las prestaciones sociales y demás emolumentos salariales que 
devengue un trabajador, pues el legislador y el Gobierno Nacional, este último conforme a las 
potestades otorgadas en la Ley 4ª de 1992, puede a su libre discrecionalidad establecer si un rubro será 
parte o no de la base de liquidación de las prestaciones sociales o de los demás rubros salariales que 
devenga un empleado, sin que ello constituya una afectación a los derechos laborales de los 
funcionarios o estando en contravía de la Constitución, ni mucho menos que con esta limitación se 
altere, se afecte o se vulnere el carácter salarial que tenga el emolumento laboral.  

 
18 Sala Plena de lo Contencioso Administrativo -  SENTENCIA DE UNIFICACIÓN, Radicación: 52001-23-33-000-2012-
00143-01 - Consejero Ponente: César Palomino Cortés - Bogotá D.C., agosto veintiocho (28) de dos mil dieciocho 
(2018). 
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En síntesis son dos líneas diferentes, por un lado se tiene la naturaleza propia del concepto de salario 
de rubros con pago habitual y periódico, y por otro lado se tiene la característica que cada rubro posea 
particularmente, ya sea por disposición legal o acuerdo colectivo, en cuanto pueda servir o no como 
base para liquidar prestaciones sociales u otros rubros salariales, sin que ninguna de las líneas se crucen 
en algún punto o que se deban afectar por intervención de la otra, pues son aspectos independientes.  
 
Siendo además claro, que el Código Sustantivo del Trabajo que contiene el concepto de salario a nivel 
nacional permite que por acuerdo entre las partes, o como lo analiza la Corte Constitucional que por 
su simple naturaleza y/o por disposición legal, se puede regular que un rubro no posea carácter salarial, 
sin que esa restricción sea ilegal, inconstitucional o ilegitima de algún modo.  
 
Concluyendo en lo especifico, la disposición contenida en el Decreto 0382 de 2013 artículo 1° que 
determina que la bonificación judicial “constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización 
al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud”, es totalmente 
legitima, legal y constitucional, en atención a que el legislador o el Gobierno Nacional pueden 
discrecionalmente especificar qué rubro constituye factor salarial con implicaciones en la base de 
liquidación de las prestaciones sociales o demás emolumentos salariales, facultad está que es avalada 
con el estudio de constitucionalidad realizado por la Corte Constitucional, que a su vez en varias 
ocasiones ha sido retomado por el Consejo de Estado, y por lo tanto no se puede predicar la 
inconstitucionalidad de dicha expresión.  
 
Siendo así no es posible asegurar que los actos administrativos emitidos por esta Entidad, en los que 
se niega la solicitud de otorgar naturaleza salarial distinta a la contemplada en la normatividad, a 
efectos de que la bonificación judicial haga parte de la base de liquidación para computo de todas las 
prestaciones sociales, sean nulos, toda vez que dichos actos se ciñen estrictamente a lo contemplado 
en el Decreto 0382 de 2013, el cual como se analizó en este acápite es plenamente constitucional y 
legal.  
 
Por último se precisa que como se analiza de las sentencias citadas, la restricción del carácter salarial 
de la bonificación judicial no expone de ningún modo una desmejora en los derechos del trabajador, 
puesto que la misma fue concebida desde su creación solo con efectos salariales sobre los aportes en 
seguridad social en salud y pensión, sin que con esto se hubieren desarrollados derechos adquiridos 
respecto de otros emolumentos, de interpretarse de otra manera se rebasaría la finalidad del legislador 
para estos casos, desconocería la libertad de configuración del determinador de la norma y desbordaría 
la competencia interpretativa del juez. 
 
 

2. APLICACIÓN DEL MANDATO DE SOSTENIBILIDAD FISCAL EN EL DECRETO 0382 DE 2013 
 
En la actual Constitución Política de Colombia en el Art. 334, modificado por el Art. 1 del Acto Legislativo 
3 de 2011, se contempla el mandato constitucional de la Sostenibilidad Fiscal, y advierte que el mismo 
debe ser atendido por todas las ramas y órganos del poder público. 
 
Para un mejor análisis de este mandato es procedente revisar la sentencia de importancia jurídica 
proferida por el Consejo de Estado el pasado 25 de noviembre de 2014, con  
Magistrado Ponente el Dr. Enrique Gil Botero19, mediante la cual se observa el alcance que debe 
otorgársele, así:  
 

“Y pese a que ni la Constitución ni la ley establecen una noción clara y concreta de sostenibilidad 
fiscal –incluso la literatura económica ofrece una variedad amplia de conceptos-, es claro que, por 

 
19 CONSEJO DE ESTADO, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Radicación número: 25000-23-26-000-1999-
00002-05(IJ), Consejero Ponente: Enrique Gil Botero, Bogotá, D.C., noviembre veinticinco (25) de dos mil catorce 
(2014).  
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lo menos, alude al equilibrio que debe existir entre la disponibilidad de recursos para atender las 
necesidades públicas y los gastos que se pueden atender con ellos, para no incurrir en déficits que 
produzcan crisis fiscales que no atienden la prioridad de gasto con los recursos escasos. Por esto, 
elevar a rango constitucional la sostenibilidad fiscal, en el contexto indicado, ayuda a construir 
políticas públicas serias y maduras que atiendan la necesidad de prevenir esas crisis. 
 
(…) 
En esta medida, la sostenibilidad fiscal “orienta” -como lo expresa el art. 334 de la Constitución 
Política- las actuaciones de todas las ramas y órganos del Estado, de manera que inspira una 
especie de línea conductora de gestión de los recursos públicos, y de los proyectos asociados a su 
inversión, sometiendo al sentido que infunde la adopción de decisiones económicas.” (Negrilla 
fuera del texto) 

 
Aclarado el alcance del mandato de la sostenibilidad fiscal, es preciso observar que dentro del Acta de 
Acuerdo del 6 de noviembre de 2012 suscrita entre el Gobierno Nacional y los Representantes de los 
Funcionarios y Empleados de la Rama Judicial y  de la Fiscalía General de la Nación, la cual es base para 
la creación de la Bonificación Judicial, se determinó que:  
 

“ACUERDAN: 
(…) 
2.-       Para los efectos a que se refiere el numeral anterior,  el Gobierno Nacional dispondrá de la 
suma de UN BILLÓN DOSCIENTOS VEINTE MIL MILLONES ($1.220.000.000.000) DE PESOS Mcte, cifra 
que se distribuirá en los presupuestos anuales, iniciando en la vigencia fiscal de 2013, y culminando 
en la vigencia Fiscal  de 2018. 
            A partir del año 2014, se dispondrá de una suma de DOSCIENTOS MIL MILLONES DE PESOS 
($200.000.000.000) anuales, de los cuales, CIENTO VEINTE MIL MILLONES ($120.000.000.000), serán 
aportados por el Gobierno Nacional y los restantes OCHENTA MIL MILLONES ($80.000.000.000) de 
los presupuestos de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación.” (Negrilla fuera del texto) 

 
Conforme la transcripción se observa que el Gobierno Nacional adoptó una decisión que tiene 
influencia directa en el presupuesto nacional, disponiendo de una suma fija de recursos a efectos de 
cubrir lo acordado en la negociación colectiva, es por ello que al otorgársele carácter salarial pleno a la 
bonificación judicial con incidencia en la base de liquidación de prestacionales sociales y demás pagos 
laborales, además que va en contravía de una decisión discrecional del Gobierno Nacional plenamente 
constitucional, también se está afectando directamente el mandato de sostenibilidad fiscal, en razón a 
que el Gobierno Nacional eventualmente deberá disponer de recursos públicos  no previstos para 
solventar unos gastos que, como emisor de la normatividad, en ningún momento concibió, puesto que 
precisamente se limitó el carácter salarial de la bonificación judicial conforme los recursos disponibles, 
por lo tanto, con esta ampliación del carácter salarial claramente se rompería el equilibrio entre 
recursos disponibles y gastos de la Nación, produciendo una crisis fiscal. 
 
En igual sentido, la Ley 4ª de 1992, en el artículo 2°, literales h e i, establece: “Para la fijación del régimen 
salarial y prestacional de los servidores enumerados en el artículo anterior, el Gobierno Nacional tendrá en 
cuenta los siguientes objetivos y criterios: (…)h) La sujeción al marco general de la política 
macroeconómica y fiscal; i) La racionalización de los recursos públicos y su disponibilidad, esto es, las 
limitaciones presupuestales para cada organismo o entidad. (…)”, con lo que se puede evidenciar que 
se le impone directamente al Gobierno Nacional la obligación de tener en cuenta las limitaciones 
presupuestales para la fijación del régimen salarial y prestacional de los servidores. 
 
Con esto, es claro que el Gobierno Nacional al disponer de cierta cantidad de recursos y limitar el 
alcance salarial de la Bonificación Judicial, demuestra el estricto cumplimiento del mandato superior 
de sostenibilidad fiscal, al presupuesto nacional previsto y a la obligación que le impone la misma Ley 
4ª de 1992.  
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Adicionalmente, se debe tener en cuenta que el Decreto 0382 de 2013, prevé que la bonificación judicial 
sirva como base de liquidación para el sistema pensional, lo que a su vez protege el mandato de 
sostenibilidad financiera en el sistema pensional previsto en el art. 48 de la Constitución Política, 
situación que igualmente se apareja con los fines esenciales del Estado Colombiano, el intereses 
general y el principio de solidaridad establecidos en los arts. 1 y 2 de la C.P., cumpliendo así tanto los 
parámetros constitucionales20 como los objetivos y criterios establecidos en el Ley 4ª de 1992.  
 
En suma, es claro que no es posible otorgarle un alcance superior al Decreto 0382 de 2013 del que fue 
dispuesto por el Gobierno Nacional, pues ello provocaría que se ordenará la disposición de recursos 
públicos adicionales para sufragar necesidades no proyectadas con anterioridad, desbordando el 
presupuesto destinado para solventar este emolumento adicional, lo que fracturaría el mandato de la 
sostenibilidad fiscal.  
 

3. LEGALIDAD DEL FUNDAMENTO NORMATIVO PARTICULAR  
 
En este punto es válido recordar que de acuerdo con la normativa nacional es el legislador y/o Gobierno 
Nacional, según sea el caso, quien está facultado para regular el régimen salarial y prestacional de los 
servidores públicos, siendo así, tanto la creación, como la modificación o eliminación de cualquier 
emolumento laboral debe estar dispuesto en normas, ya sea denominadas Leyes o Decretos, en las 
cuales se discrimina de forma particular para cada factor salarial o prestacional: i) el periodo de 
liquidación, ii) el modo de liquidación, iii) el momento en que debe realizarse su pago, y iv) la base de 
liquidación de cada rubro.  
 
En la actualidad se observa que dentro de dicha normatividad particular no se evidencia que se incluya 
la bonificación judicial establecida en el Decreto 0382 de 2013 como base de liquidación de las 
prestaciones sociales o emolumentos laborales que reciben los funcionarios de la Fiscalía General de la 
Nación, por lo que de ampliarse el carácter salarial de la bonificación judicial a la liquidación de todas 
las prestaciones sociales, como lo pretende la parte actora, no solo se estaría afectando directamente 
el Decreto 0382 de 2013, sino que también se modifica la norma particular que regula cada factor 
laboral, sin que en su contra se haya dictado norma posterior que la derogue o sentencia que declare 
su inconstitucionalidad o ilegalidad.  
 
De modo que, en el hipotético caso en el que se ordene la inclusión de la bonificación judicial como 
factor salarial haciendo base de liquidación para prestaciones sociales y emolumentos salariales 
devengados por los funcionarios, no solo reflejaría una intervención directa en la facultad discrecional 
del legislador y del Gobierno Nacional al inaplicar lo dispuesto en el Decreto 0382 de 2013, sino que 
además se afectaría las normas particulares que regulan los diferentes factores percibidos por los 
servidores públicos, que igualmente son constitucional y legalmente válidas.  
 
 

4. CUMPLIMIENTO DE UN DEBER LEGAL  
 
La Fiscalía General de la Nación ha adelantado todas sus actuaciones en cumplimiento de un deber 
legal, pues como bien lo ha establecido la Constitución Política de Colombia las autoridades 
administrativas deben cumplir a cabalidad la ley; en el mismo sentido lo ha establecido la Ley 1437 de 
2011 – CPACA – en su artículo 10, así:  
 

“ARTÍCULO 10. DEBER DE APLICACIÓN UNIFORME DE LAS NORMAS Y LA JURISPRUDENCIA. Al 
resolver los asuntos de su competencia, las autoridades aplicarán las disposiciones 
constitucionales, legales y reglamentarias de manera uniforme a situaciones que tengan los 
mismos supuestos fácticos y jurídicos. (…)” (Negrilla fuera del texto) 

 

 
20 Corte Constitucional, C – 312 de 1997, Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, Santa Fe de Bogotá, 
D.C., junio veinticinco (25) de mil novecientos noventa y siete (1997). Aprobado por Acta No. 25 
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En complemento, el Consejo de Estado ha determinado que la proposición de “cumplimiento de un 
deber legal”, comprende:  
 

“Como se sabe, el estricto cumplimiento de un deber legal es una permisión con la que se declara 
ajustada al derecho la realización de ciertas conductas típicas llevadas a cabo por un agente en 
cumplimiento de lo dispuesto por el mismo ordenamiento jurídico.” (Negrilla y subrayado fuera 
del texto) 

 
Siendo así, es claro que la Entidad debe dar cumplimiento cabal de la ley y las normas que la regulen; 
para este caso en específico es de anotar que la Fiscalía General de la Nación actuó en cumplimiento 
del deber que se le impone, puesto que la promulgación del Decreto 0382 de 2013 obedece a la función 
que prevé la Constitución Política de que el Congreso debe “Dictar las normas generales, y señalar en 
ellas los objetivos y criterios a los cuales debe sujetarse el Gobierno para los siguientes efectos: (…)e) Fijar 
el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y la 
Fuerza Pública”21, en virtud de lo cual el Congreso de la República procedió a dictar la Ley 4ª de 1992 en 
la que se determinan las diferentes normas, principios, criterios y objetivos a los que se debe ceñir el 
Gobierno Nacional a la hora de regular el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, en 
este caso los de la Fiscalía General de la Nación, con lo que se evidencia claramente la concreción del 
deber de colaboración y complementación entre las ramas del poder público establecido en el art. 113 
de la C.P., pues el legislador conserva su facultad de regular las normas básicas, y mediante el Gobierno 
Nacional responder inmediatamente a los hechos o situaciones que se presenten en el ámbito laboral 
público22.  
 
Para el particular, luego de una serie de negociaciones entre el Gobierno Nacional y los representantes 
de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, se llegó al acuerdo final de que el Gobierno 
Nacional, en virtud de sus facultades y en cumplimiento de los criterios establecidos en la Ley 4ª de 
1992, crearía una bonificación judicial con un carácter salarial restringido que solo tendría 
repercusiones en la liquidación de las cotizaciones al Sistema de Seguridad Social en Salud y al Sistema 
General de Pensiones, situación que se concretó con la promulgación del Decreto 0382 de 2013 que 
regula la materia, y en lo sucesivo, con las actualizaciones año tras año de los valores por parte del 
Gobierno Nacional en cumplimiento de la Ley 4ª de 1992. 
 
Por lo tanto, al ser el Decreto 0382 de 2013 una norma claramente constitucional, legal y legítima, no 
solo en cuanto a la forma en la que se promulgó, pues obedece a las facultades que desde la misma 
Constitución se le otorgó al Gobierno Nacional, reguladas por los criterios señalados por el Congreso 
de la República; sino que también al mismo tiempo es producto de la facultad discrecional del 
legislador, en este caso del Gobierno Nacional, de limitar o restringir el carácter salarial de una 
retribución reconocida a un servidor.  
 
En conclusión, la Fiscalía General de la Nación, está en la obligación constitucional y legal de dar 
cumplimiento estricto a las normas que se han promulgado, como las que regulan la bonificación 
judicial reconocida a los funcionarios de esta Entidad, siendo claro que es una norma que goza de plena 
validez jurídica y presunción de legalidad, tanto por la forma como por el contenido de la misma, sin 
que sobre ella pese ninguna decisión de inconstitucionalidad, ilegalidad, o derogación.  
 
Bajo este entendido, es lógico y claro que la Entidad demandada emita actos administrativos en 
cumplimiento de este deber legal, sin que se le sea dado modificar de alguna forma la norma, la 
interpretación o la aplicación de la misma, y es por ello que si en efecto la norma principal – Decreto 
0382 de 2013 – goza de legalidad, pues los actos administrativos objeto de esta demanda al ceñirse 
estrictamente a lo contemplado en este decreto,  también son plenamente validos sin que se pueda 
declarar la nulidad sobre ellos.  
 

 
21 Constitución Política de Colombia, Art. 150, numeral 19, literales e) y f).  
22 Corte Constitucional, C – 312 de 1997, Ibidem, 
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5. COBRO DE LO NO DEBIDO:  
 

Como ya se indicó, el Decreto No. 0382 de 2013, que contempla que la bonificación judicial, es 
plenamente legal, por lo tanto dicha circunstancia permite afirmar que a la totalidad de los 
funcionarios de la Entidad, se les han venido cancelando, conforme a las normas que los regulan, todos 
sus salarios y prestaciones, que se desprenden de la relación legal y reglamentaria sostenida con la 
Entidad, por lo que resulta claro que no hay suma adicional alguna a la que tengan derecho y que se 
les deba cancelar.  
 
Se  concluye entonces que la Fiscalía General de la Nación dio aplicación a lo que en materia salarial y 
prestacional debe seguirse para los servidores de la Fiscalía General de la Nación, de acuerdo con el 
régimen vigente, y en consecuencia a la Entidad que represento no le es dable entrar a reconocer lo 
que la ley no le concede.  
 
 

6. PRESCRIPCIÓN DE LOS DERECHOS LABORALES. 
 
Es de analizarse, sin que ello signifique aceptar derecho alguno, que en el caso hipotético en el que el 
Despacho considere procedente las pretensión de inaplicar el Decreto 0382 de 2013 bajo el entendido 
que la bonificación judicial constituya base para liquidar todas las prestaciones sociales y salariales, y 
acceda a la consecuente reliquidación y pago de ciertos derechos laborales, a la par esté debe analizar 
que a la fecha parte de dichos derechos se encuentran a todas luces prescritos en virtud de lo dispuesto 
en las siguientes normas:  
 

• Art. 102 del Decreto 1848 de 1969 
• Art. 151 del Código Procesal del Trabajo  
• Art. 488 del Código Sustantivo del Trabajo 

 
Por lo anterior en el presente caso se aplica la prescripción, al considerarse que el ejercicio de un 
derecho se extingue con el solo transcurso del tiempo de acuerdo con las condiciones descritas en las 
normas que para cada situación se dicten; en particular para el caso de derechos laborales la norma 
prevé que el plazo máximo para solicitar el reconocimiento de dichos derechos es de 3 años contados 
desde su exigibilidad.  
 
Además de lo anterior se observa que la norma permite interrumpir este término de prescripción 
extintiva con el simple reclamo del trabajador al empleador, sin embargo, esta interrupción solo se 
dará por una sola vez y por un término igual, como lo prevé el Art. 94 del Código General del Proceso. 
 
En virtud de la normativa citada y para el sub lite, se debe tener en cuenta que la parte demandante 
solicito mediante derecho de petición, las pretensiones que en la presente se incoan y es solo desde 
mentada fecha de la reclamación administrativa que se deberá analizar la interrupción de la 
prescripción de los derechos laborales, es decir que solo estarán vigentes a la fecha los derechos 
laborales que se hayan causado y sean exigibles desde 3 años atrás, puesto que todo lo causado y 
exigible con anterioridad se encuentra prescrito de pleno derecho en cumplimiento de la normativa 
laboral y ante la omisión de presentación de reclamación con anterioridad.  
 
En consecuencia, es procedente que el Despacho, en el eventual caso en que considere que es legítima 
la reclamación de la parte actora, declare prescritos los derechos que se hayan causado y se hayan 
hecho exigibles con anterioridad al derecho de petición, pues la interrupción de la prescripción dada 
por la presentación de la reclamación administrativa solo operó para mantener vigentes los derechos 
de la parte demandante desde dicha fecha.  
 

7. BUENA FE.  
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Sin que implique reconocimiento de derecho alguno en favor de la parte demandante, esta excepción 
se propone en razón a que la Fiscalía General de la Nación ha actuado siempre de buena fe, teniendo 
en cuenta las normas legales vigentes, los principios aceptados por la Doctrina y la Jurisprudencia, por 
lo tanto solicito se exonere de cualquier condena. 
 

8. LA GENÉRICA 
 
Solicito a su Señoría que, en el evento de encontrarse acreditado cualquier hecho en el proceso que 
enerve las pretensiones del demandante, sea declarada la excepción correspondiente. 
 
 
 

PRUEBAS 
 
 
Solicito al Despacho que se tengan en cuenta las pruebas aportadas por la parte demandante, teniendo 
en cuenta que son los mismos antecedentes administrativos que reposan en la Entidad. Lo anterior, a 
efectos de que se dé por cumplido lo dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, 
y con el objetivo de cumplir con la política de Cero Papel implementada por la Entidad, como un 
compromiso con el medio ambiente y el desarrollo sostenible del país.  
 
No obstante lo anterior, me permito informar que esta apoderada remitió solicitudes formales de 
manera interna al Departamento de Personal de la Fiscalía General de la Nación con el propósito de 
que se aporten las documentales que sean diferentes a las ya allegadas por la parte demandante.  
 
Por otro lado, de manera más respetuosa, le solicito que si considera que se deben aportar los mismos 
antecedentes administrativos que ya fueran aportados por el demandante u otros documentos 
diferentes, de forma inmediata esta defensa estará presta a atender su solicitud.  
 
Respetuosamente solicito al Despacho, se ordene oficiar al Departamento de Personal de la Fiscalía 
General de la Nación, para que certifique la fecha de ingreso, cargo, asignación básica y ubicación 
actual, valores pagados por todo concepto; así como el régimen salarial que rige al demandante. 
 

FUNDAMENTACIÓN FÁCTICA Y JURÍDICA DE LA DEFENSA 
 

• DE LA APLICACIÓN DEL DECRETO 0382 DE 2013 Y RESPECTO DE LA NIVELACIÓN 
 
Sea lo primero advertir que la aplicación del Decreto 0382 de 2013 tiene como requisitos que: i) el 
régimen salarial y prestacional de  los funcionarios sea el dispuesto en el Decreto 53 de 1993, y que 
vienen rigiéndose por el Decreto 875 de 2012, es decir que se ciñan por la normatividad dispuesta luego 
de la expedición de la Constitución de 1991 y la creación de la Fiscalía General de la Nación, siendo claro 
que no se aplicará la bonificación judicial a quienes aún se encuentran con la escala salarial establecida 
con anterioridad; y ii) Que el funcionario permanezca en el servicio.  
 
Siendo así, es viable aclarar que si bien la nivelación salarial ordenada en el parágrafo del artículo 14 de 
la Ley 4ª de 1992 no estaba sujeta a ningún referente porcentual para la nivelación y ajuste de las 
asignaciones salariales de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de 
la Nación, lo cierto es que el Gobierno Nacional, al dictar en el año 1993 los decretos que desarrollaron 
dicha disposición, otorgó incrementos que superaron en muchos casos el 100% del salario que 
devengaban tales servidores en el año inmediatamente anterior.  
 
De igual manera, debe anotarse que con la expedición de estos regímenes se eliminaron las 
dispersiones de ingreso salarial mensual preexistentes en estos organismos al amparo del anterior 
régimen; con lo que se acató plenamente la disposición contenida en la Ley 4ª de 1992 respecto del 

http://www.fiscalia.gov.co/


RAD. No   1100133350172018-000465 

 

 
 

 
DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS 
AVENIDA CALLE 24 No.52-01 EDIFICIO GUSTAVO DE GREIFF PISO 3, BOGOTÁ D.C. CÓDIGO POSTAL 111321 
CONMUTADOR: 5702000-4149000 EXTS. 11456-11434 
www.fiscalia.gov.co 
 

estudio de nivelación de las remuneraciones mensuales correspondientes a empleos de igual 
naturaleza y complejidad funcional. 
 

• DE LAS NEGOCIACIONES COLECTIVAS Y LOS ACUERDOS QUE GENERARON LA BONIFICACIÓN 
JUDICIAL  

 
Es necesario resaltar que el Decreto 382 de 2013, tuvo su origen en un acuerdo de voluntades, fruto de 
las negociaciones del Gobierno Nacional con las asociaciones sindicales de la Rama Judicial y de la 
Fiscalía General de la Nación, las cuales, fueron integral y ampliamente debatidas por las distintas 
partes, como lo demuestran las más de 26 actas de las reuniones de negociación celebradas para el 
efecto, dando lugar finalmente a la expedición del Decreto debatido. 
 
En torno a la viabilidad de la negociación colectiva entre el Estado y las asociaciones sindicales de 
empleados públicos, resultan reveladores los siguientes apartes de la Sentencia C-1234 de 2005, M.P: 
Dr. Alfredo Beltrán Sierra, veamos:  

 
“De conformidad con lo expuesto, a modo de resumen se tiene: (…) (iv) los empleados públicos si 
bien no gozan de los plenos derechos de asociación y convención colectiva,  como ocurre con los 
trabajadores oficiales, la Constitución y los Convenios sí les permiten participar en la 
determinación de sus condiciones de empleo, siempre y cuando se entienda que en última 
instancia, la decisión final corresponde al Congreso de la República y al Presidente, en el plano 
nacional, y a las asambleas, concejos, gobernadores y alcaldes, en el plano territorial; (v) que los 
objetivos de la negociación colectiva se centran en la concertación voluntaria y libre de las 
condiciones de trabajo, en la necesidad del diálogo encaminado a afianzar el clima de tranquilidad 
social, en la participación de todos en las decisiones que los afectan, en la defensa de los intereses 
comunes, en la garantía de ser oídos y atendidos los  representantes de las partes; (vi) que el 
concepto de empleados públicos excluidos del derecho de sindicalizarse es restringido.” (Negrilla 
fuera del texto). 
 

Con lo anterior es preciso concertar dos reflexiones, así: i) La negociación colectiva, ya sea en el plano 
privado o el público, tiene como objetivo único el de acordar mejoras en las condiciones de empleo de 
los trabajadores, por lo tanto los únicos limites a dicha negociación resultan ser los mínimos o máximos 
legales establecidos, como horas máximo de trabajo o el salario mínimo legal mensual vigente, lo que 
implica que de dicho límite en adelante se podrá pactar por las partes en conflicto lo que consideren 
prudente y de la forma en que así lo convengan, pues la negociación colectiva tiene como principio 
fundante la libertad de que cada parte exprese su voluntad y finalmente llegar a un acuerdo que 
satisfaga las dos partes; y ii) igualmente, en el ámbito exclusivo del sector público, si bien se reconoce 
el derecho a los empleados públicos de negociar colectivamente, esto no es óbice para que los mismos 
puedan afectar el funcionamiento de una entidad pública y perturbar el interés general, pues finalmente 
quien tiene la facultad de adoptar la decisión que se concerté es el legislador o el creador de la norma, 
atendiendo criterios de sostenibilidad fiscal.  
 
En este sentido, se considera importante acudir a los criterios expuestos por la OIT en el documento 
“La negociación colectiva en la administración pública, un camino a seguir”, Conferencia Internacional 
del Trabajo, 102ª, reunión, 2013, en el cual consideró el organismo internacional que:  
 

“(…) 228. La legitimidad de la negociación colectiva queda reforzada además en la medida en que 
aquellos que deben soportar las consecuencias negativas de ciertas cláusulas de los acuerdos 
colectivos las han aceptado (a través de sus representantes) en el marco de un proceso de 
concesiones recíprocas entre las partes. Al mismo tiempo, los funcionarios públicos ocupan una 
posición especial y única en la elaboración del presupuesto dado la parte importante de las finanzas 
públicas que se les destina. Además, afrontan desafíos inusuales en la formación de coaliciones 
políticas debiendo protegerse de las presiones que resultan de imperativos económicos reales o 
supuestos. Estos factores refuerzan la opinión según la cual los funcionarios públicos deben tener 
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acceso a mecanismos de negociación colectiva en base a su estatuto principal de empleados y a su 
estatuto de ciudadano o votante. 
(…) 

 
- El gasto público — incluidas las remuneraciones de los funcionarios — requiere la aprobación 

previa de las secciones correspondientes del presupuesto del Estado (y de los Estados federales) 
por la asamblea legislativa; los presupuestos de los entes territoriales también son aprobados 
por órganos públicos. Por otra parte, el gasto público es controlado por órganos especiales de 
supervisión del Estado, que en caso de infracción pueden promover procedimientos 
sancionatorios. En este sentido, la negociación colectiva en la administración pública está 
condicionada por diferentes motivos por los procesos presupuestarios y su lógica. (…) 

 
- Debido al impacto de las remuneraciones de los empleados públicos en el nivel de la deuda 

pública (por ejemplo, en 2011, en los países de la Unión Europea, las remuneraciones del sector 
público equivalían al 22,1 por ciento del gasto público total), durante el proceso de negociación 
de las remuneraciones de los funcionarios públicos, las autoridades exponen los lineamientos 
de la política económica del Gobierno y los retos macroeconómicos, en vista de que los 
ingresos del Estado no dependen principalmente de los beneficios económicos y de las 
ganancias — como en el caso de las empresas — sino de los impuestos, y de que las 
autoridades deben rendir cuentas de su gestión ante los ciudadanos.” (Negrilla fuera del texto) 

 
Comprendida la naturaleza de la negociación colectiva y sus límites, debe  ser claro que en el presente 
caso la bonificación judicial establecida en el Decreto 382 de 2013, norma que se solicita inaplicar, 
responde a un proceso de negociación colectiva adelantado entre el Gobierno Nacional, como 
“empleador” o “regulador del régimen salarial y prestacional de los servidores públicos”, y los 
representantes de las agremiaciones sindicales de la Fiscalía General de la Nación y la Rama Judicial, 
quienes durante el proceso de negociación colectiva y en el acuerdo final estuvieron plenamente de 
acuerdo con que la naturaleza de la bonificación judicial como factor salarial únicamente aplicara para 
la “base de cotización al sistema general de pensiones y al sistema general de seguridad social en salud”, y 
por lo tanto no es plausible que luego de llegar a la concertación final y del transcurso de algunos años 
de su aplicación se desconozcan los acuerdos logrados y se pretenda modificar por otras vías 
administrativas o judiciales un acuerdo que cuenta con plena validez legal.  
 
Es tanto así que la voluntad de los propios funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía 
General de la Nación designados para participar en la referida negociación, se plasmó en el Acta de 
Acuerdo del 6 de Noviembre de 2012, continuada mediante el Acta No. 25 del 8 de enero de 2013, 
determinando que la distribución realizada el Decreto 382 de 2013 garantizó los criterios de equidad, 
gradualidad y proporcionalidad de los ingresos totales de sus respectivos servidores, así como la 
jerarquía y complejidad funcional de los empleos. 
 
Pues se observa que a lo largo de las reuniones de la Mesa Técnica Paritaria instituida para dar 
cumplimiento al Acuerdo del 6 de noviembre de 2012, se consideraron dos alternativas a efectos de 
aplicar la nivelación salarial, así:  
 

“1. Una primera propuesta presentada, parte de la estimación los valores de ingreso adicional 
anual para cada denominación de empleos de Rama Judicial y Fiscalía General de la Nación, de 
conformidad con los parámetros genérales inicialmente previstos y tal  valor se asigna así: (…); y 
ii) a los empleados de Rama Judicial y Fiscalía General de la Nación se aplica a la asignación 
básica. Esta alternativa plantea la afectación de los recursos globales con el costo derivado de 
prestaciones y demás gastos asociados a la nómina. 
 
2. Una segunda propuesta surge como alternativa a la inicial, en la que se estiman los valores de 
ingreso adicional anual por empleo y el valor total se agrega a título complemento a todos los 
servidores de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación; esto es, funcionarios y empleados. 
Tal beneficio o complemento que aumenta el ingreso total debe ser de pago mensualizado, 
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considerarse como ingreso mensual del servidor para efectos tributarios y tener efecto salarial 
para la cotización en salud y pensiones, a semejanza del beneficio otorgado a los Magistrados de 
Tribunal en relación con la bonificación de compensación.23” (Negrilla fuera del texto) 

 
Opciones que finalmente luego de la correspondiente concertación de la Mesa Técnica paritaria  se 
estableció en el Acta No. 25 del 8 de enero de 2013, lo siguiente: 

 
“Esta revisión definición de valores de ingresos adicional por año, corresponde a los criterios de 
equidad, gradualidad, proporcionalidad de los ingresos totales de los servidores, la jerarquía y 
complejidad funcional de los empleos. 
 
Igualmente, se preserva que el incremento del ingreso anual de los funcionarios y empleados se 
determinará en un monto de reconocimiento adicionado anualmente progresivo durante seis (6) 
años, a título de complemento (o denominación que determinen las autoridades competentes) el 
cual tendrá un reconocimiento de carácter mensual y el cual tendrá carácter salarial sólo para 
efectos de contribución de pensiones y salud, tal como se viene aplicando a la prima especial de 
servicios para Magistrados de las Altas Cortes  y a la bonificación por compensación para 
Magistrados de Tribunal.” (Negrilla fuera del texto). 

 
Entonces, es claro que: i)  la bonificación judicial creada mediante el Decreto 0382 de 2013 es producto 
de un Acuerdo logrado mediante negociación colectiva que desarrolla los Convenios de la OIT y la 
jurisprudencia constitucional que reconoce la posibilidad de que los servidores públicos intervengan 
en la definición de sus “condiciones de empleo”, sin que se alteren los mínimos legales, pues en este 
caso lo que ocurrió fue la concesión de una retribución adicional que antes no existía; y ii) que dicha 
bonificación adicional a su vez se creó sobre la base de unos recursos específicos que destino el 
Gobierno Nacional para cubrir los efectos de dicha concertación, atendiendo el mandato constitucional 
de sostenibilidad fiscal.  
 
Por lo que se concluye que en conjunto, las autoridades y los propios representantes sindicales 
negociaron, concertaron y aprobaron la fórmula salarial finalmente plasmada en el Decreto 382 de 
2013, así como el establecimiento de que la bonificación judicial solo constituiría factor salarial para la 
“base de cotización al sistema general de pensiones y al sistema general de seguridad social en salud”, 
asegurando con ello la concertación de lo pretendido por ambas partes del conflicto laboral, por lo que 
no resulta plausible ni leal, que con el paso de los años se pretenda desconocer los acuerdos alcanzados 
en virtud de la negociación colectiva, más aún que están plasmados en una norma legal y con plena 
vigencia en la actualidad. 
 
Ahora bien, si la parte demandante considera que los negociadores designados por la Rama Judicial y 
la Fiscalía General de la Nación no cumplieron a cabalidad con sus compromisos, no es precisamente la 
acción de simple nulidad (art. 137 Ley 1437/11) o de nulidad y restablecimiento del derecho (art. 138 Ley 
1437/11) el escenario propicio o adecuado para descalificarlos, ni tampoco para pretender desconocer 
los acuerdos finalmente alcanzados, sino por el contrario se debió demandar la legalidad y 
constitucionalidad del Decreto No. 382 de 2013 mediante una Acción de Inconstitucionalidad. 
 
 
 

• EN CUANTO A LA EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
 
Para el caso del Decreto 0382 de 2013, que contiene y crea la bonificación judicial, se ha observado que 
cumple con todos los parámetros necesarios para determinar que es plenamente constitucional tanto 
el plano formal como material o sustantivo, es decir en la forma en la que fue promulgado, como en su 
contenido.  

 
23 Mesa Técnica Paritaria para cumplimiento del Acuerdo suscrito el día 6 de noviembre de 2012, Acta No 22 de 
2012, 20 de diciembre de 2012.  

http://www.fiscalia.gov.co/


RAD. No   1100133350172018-000465 

 

 
 

 
DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS 
AVENIDA CALLE 24 No.52-01 EDIFICIO GUSTAVO DE GREIFF PISO 3, BOGOTÁ D.C. CÓDIGO POSTAL 111321 
CONMUTADOR: 5702000-4149000 EXTS. 11456-11434 
www.fiscalia.gov.co 
 

 
Por lo tanto, es importante precisar que:  
 

• Sobre el Decreto 0382 de 2013 hasta la fecha no ha sido sujeto de ningún tipo de declaratoria 
de ilegalidad, de inconstitucionalidad o en el que anule su ejecutoriedad, por lo que la norma 
en mención es completamente legal y goza de plenos efectos jurídicos. Igualmente la norma, 
es totalmente clara en cuanto prevé un ámbito de acción determinado, los funcionarios que 
beneficia, los valores que deberán ser cancelados y la restricción del carácter salarial 
constitucional, con lo que se evidencia que no se contienen vacíos jurídicos.  
 

• La norma estudiada atiende totalmente los parámetros constitucionales así: i) sostenibilidad 
fiscal Art. 334 de la C.P.; ii) sostenibilidad del sistema financiero Art. 48 de la C.P.; iii) contiene 
el análisis de la política económica del país; iv) responde a la prevalencia del intereses general 
del Art. 1 de la C.P.; v) al cumplimiento de los fines esenciales del Estado Art. 2 de la C.P.; y vi) 
atiende los criterios y objetivos de la Ley 4ª de 1992. Siendo así el Decreto 0382 de 2013 una 
norma ajustada  la visión general e integral de la Constitución.  

 
En conclusión tanto con las anteriores precisiones como con todos los fundamentos antes 
desarrollados y señalados, se observa que de ningún modo se puede categorizar al Decreto 0382 de 
2013 como una norma inconstitucional o ilegal, por lo que no es factible que el juzgador aplique la 
excepción de inconstitucionalidad, a toda luces improcedente. 
 
En este orden, teniendo en cuenta todos los argumentos esbozados en esta contestación, esta Entidad 
considera que las pretensiones planteadas por la parte demandante están llamadas a fracasar. 
 

ANEXOS 

Acompaño esta contestación con los documentos que se señalan a continuación:  
1.- Poder debidamente conferido.  
2.- Documentos que soportan la representación legal de la Entidad. 

NOTIFICACIONES 

Las recibiré en la Diagonal 22 B No. 52 - 01, Bloque C – Piso 3, Bogotá, Oficina Jurídica de la Fiscalía 
General de la Nación o en el siguiente correo electrónico jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co; 
erick.bluhum@fiscalia.gov.co 
 
Cordialmente,  
 

 
  
ERICK BLUHUM MONROY 
C.C. No. 80.871.367 de Bogotá  
T.P. No. 219.167 del C. S de la J.  
 

http://www.fiscalia.gov.co/
mailto:jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co
mailto:erick.bluhum@fiscalia.gov.co


Consejo Superior de la Judicatura 
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

Calle 72 No. 7 - 96   Conmutador – 3127011  www.ramajudicial.gov.co 
 

SC5780-4 

DEAJALO21-7672 
Bogotá D. C., miércoles, 13 de octubre de 2021 

 
Doctor 
Juez 17 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 
germancontrerashernandez10@yahoo.com.ar   
Ciudad  
  
 
Referencia:     Expediente: 11001333501720190049900 

Naturaleza: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante: MANUEL MARTÍN DE LA HOZ DOMÍNGUEZ 
Demandado: NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE  
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL   

 
ANGÉLICA PAOLA ARÉVALO CORONEL, mayor de edad, identificada civil y 
profesionalmente como aparece al pie de mi firma, en mi condición de apoderada de la 
NACIÓN - RAMA JUDICIAL en el proceso de la referencia, de conformidad con el poder 
conferido por la Directora de la División de Procesos de la Unidad de Asistencia Legal de 
la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, quien tiene delegada la función de 
representación judicial y extrajudicial de la entidad, la cual fue otorgada mediante 
Resolución No. 5393 del 16 de agosto de 2017, de manera respetuosa me permito 
presentar, dentro del término legal establecido, CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, bajo 
los argumentos que se pasan a exponer: 
  

I.A LAS PRETENSIONES  
  

Me opongo a todas las declaraciones y condenas solicitadas en el líbelo de la demanda, y 
solicito se absuelva de las mismas a la Entidad que represento, declarando probadas las 
excepciones que se proponen en el acápite correspondiente.  
  

II.A LOS HECHOS  
  
En relación con los hechos, la entidad demandada únicamente acepta los relativos a los 
cargos desempeñados por la parte actora en la Rama Judicial, así como los extremos 
temporales que se encuentren debidamente soportados documentalmente.   
  
Así mismo, se aceptan los relacionados con la presentación de la petición en sede 
administrativa, la expedición del acto que hoy emerge como acusado, y el trámite de 
conciliación prejudicial, adelantado ante la Procuraduría General de la Nación.  
  
Frente a los demás hechos presentados en la demanda, es pertinente advertir al Despacho 
que se tratan de enunciaciones normativas, jurisprudenciales y apreciaciones subjetivas de 
la parte actora.  
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III.RAZONES DE LA DEFENSA  
  
1. RESUMEN DEL CASO 
 
En la demanda la parte actora solicita se ordene a la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial reliquidar y pagar de manera retroactiva, indexada y con los respectivos intereses 
moratorios y sanciones por la mora en el pago, el reajuste de la asignación mensual y de 
todas las prestaciones sociales recibidas desde el año 2013 hasta que se haga el reajuste 
y en adelante, en virtud de la bonificación judicial mensual reconocida mediante el Decreto 
No. 0383 de 6 de marzo de 2013, como remuneración con carácter salarial, con las 
consecuencias prestacionales incluidas las cesantías e intereses a las cesantías de esta 
bonificación mensual como salario.  
  
2. FUNDAMENTO LEGAL 
  
De acuerdo con lo consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la 
Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial y 
prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la 
fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores 
oficiales.  
  
En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 
mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional, sin restricción alguna, para fijar el régimen 
salarial y prestacional de los del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y para la fijación 
de las prestaciones empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial, la Fiscalía 
General de la Nación, los miembros sociales de los Trabajadores Oficiales, para lo cual 
debe tener en cuenta, entre otros, los siguientes objetivos y criterios: El respeto de los 
derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los especiales; La sujeción al 
marco general de la política macro económica y fiscal; La racionalización de los recursos 
público y su disponibilidad; El nivel de los cargos en cuanto a la naturaleza de las funciones, 
sus responsabilidades y las calidades exigidas para su desempeño.    
  
De manera que es en virtud de la Constitución Política de 1991 y lo establecido en la citada 
Ley que la potestad para fijar los estipendios salariales y prestacionales de los servidores 
públicos radica única y exclusivamente en el Gobierno Nacional.  
  
Así pues, nace el Decreto 0383 del 6 de marzo de 2012, “Por el cual se crea una 
bonificación judicial para los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal 
Militar y se dictan otras disposiciones”, normativa que estableció lo siguiente:  
  

“…ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar 
a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos 57 y 
110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de 2012 
y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual se 
reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de 
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social 
en Salud.”(Se destaca)  
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En iguales términos fue regulado por el Decreto 384 de 2013 “por el cual se crea una 
bonificación judicial para los servidores públicos de la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial y se dictan otras 
disposiciones”, y por los Decretos 1269 de 2015 y 246 de 2016. 
 
 
La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá 
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio.  
  
Los Decretos 383 de 2013, 384 de 2013, 1269 de 2015 y 246 de 2016 instituyeron también, 
cada uno en su respectivo artículo 3º, la siguiente previsión legal:  
  

“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o 
prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo 
establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición en contrario 
carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. …” (Subrayas propias).  

  
 
Consecuencia de las normas precitadas, es que por expreso mandato legal la Bonificación 
Judicial constituye  factor  salarial  únicamente  para  efectos  de  constituir  la  base de 
cotización 
al  Sistema  General  de  Pensiones  y  al  Sistema  General  de  Seguridad  Social  en 
Salud, a lo que se agrega que la modificación, ajuste o variación de las normas que 
consagran  dicho concepto es de la exclusiva competencia de Gobierno Nacional, como lo 
evidencian los decretos expedidos por el Ejecutivo para ajustar el monto de la referida 
Bonificación en las vigencias 2015 y 2016, quedando por lo tanto resuelta de plano la 
pretensión del interesado concerniente a “…ajustes equivalentes al IPC del 02%…”.   
  
3. PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES DE LEGALIDAD Y DE 
CONSTITUCIONALIDAD QUE AVALAN EMOLUMENTOS LABORALES SIN 
CARÁCTER SALARIAL 
 
El Consejo de Estado en sentencia del 19 de  junio de 2008, Radicación número: 11001-
03-25-000-2006-00043-00 (0867-06), Actor: PABLO J. CACERES CORRALES, Consejero 
ponente: Dr. JAIME MORENO GARCIA, ratificó el carácter NO SALARIAL de la 
Bonificación de Actividad Judicial creada por el Decreto No. 3131 del 08 de septiembre de 
2005, para Jueces de la República y otros funcionarios, providencia en la que se indicó que 
las normas que fueron acusadas en el momento en que señalaron que dicha bonificación 
al señalar que no tendría carácter salarial ni prestacional, no desconocieron ningún derecho 
adquirido ni violaron las disposiciones constitucionales y legales, que sustentó el 
demandante en la demanda, ya que precisamente fue creada como una suma adicional al 
salario, por lo que en ningún momento existió una desmejora del mismo. 
  
Es así que, el legislador está facultado por la propia Constitución para fijar los estipendios 
salariales y prestacionales de los servidores públicos, puesto que tiene libertad para 
disponer qué determinados emolumentos se liquiden sin consideración al monto total del 
salario del servidor judicial, es decir, que cierta parte del salario no constituya factor para 
liquidar algunos conceptos de salario, resultando en consecuencia que bajo ese 
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presupuesto el ordenamiento que instituyó la Bonificación Judicial de ninguna manera 
podría considerarse como inconstitucional, ilegal o violatorio de pactos internacionales.  
  
Por su parte, La Corte Constitucional, máximo intérprete de la Constitución en sentencia 
C-279 de 1996 declaró exequible el artículo 14 de la Ley 4° de 1992 en su redacción 
original, que determinaba que la prima especial allí creada no tendría carácter salarial para 
ningún efecto, en razón de la libertad de configuración del legislador. Para el efecto tuvo 
en cuenta la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 12 de febrero de 1993 
(radicación 5481), cuando al referirse a la interpretación de los arts. 127 y 128 del Código 
Sustantivo del Trabajo, en vigencia de la Ley 50 de 1990, expuso que aun cuando 
habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular prestaciones e 
indemnizaciones, ello no impide que el legislador disponga que alguna prestación social o 
indemnización se liquide sin el monto total del salario del trabajador, es decir, que se 
incluyan ciertos factores. Y, concluyó en la providencia que el legislador al determinar que 
algunas primas no tengan carácter salarial, en ningún momento lesiona los derechos del 
trabajador. 
  
Al año siguiente, en la sentencia C-444 de 1997 la Corte Constitucional declaró exequible 
que la Ley 332 de 1996 al modificar el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, le diera efecto a 
dicha prima exclusivamente para liquidar la pensión y que se excluyera a quienes ya 
estaban pensionados.  
  
Seis años después, en la sentencia C-681 de 2003 la Corte Constitucional declaró 
inexequible la expresión "sin carácter salarial" del artículo 15 de la Ley 4 de 1992, por 
violación del principio de igualdad de los funcionarios del artículo 15 con los funcionarios 
del artículo 14, a quienes se les tiene en cuenta para cotizaciones y liquidación de la 
pensión por la modificación que en tal sentido introdujo la Ley 332 de 1996 al artículo 
14, pero de ningún modo porque se haya considerado que existe el derecho 
constitucional a que todo pago salarial sea base de liquidación de prestaciones.  
 

Igualmente, y más recientemente, la Corte Constitucional en sentencia SU-395 de 2017, 
reiteró: “…no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que 
rigen la materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que 
determinada prestación social o indemnización se liquide sin consideración al monto 
total del salario del trabajador, esto es, que se excluyan determinados factores no 
obstante su naturaleza salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter… Igualmente, la 
Corte Constitucional, ha sostenido que “el legislador conserva una cierta libertad para 
establecer, que componentes constituyen, o no salario, así como la de definir y desarrollar 
el concepto de salario, pues es de su competencia desarrollar la Constitución.” 

Igualmente y en lo relacionado a la vulneración de los derechos adquiridos, la Corte 
Constitucional en la sentencia No. C-410-97 del 28 de agosto de 1997, Magistrado 
Ponente, doctor HERNANDO HERRERA VERGARA, expresó, entre otros que los 
derechos adquiridos son aquellas situaciones individuales y subjetivas que se han 
consolidado y definido bajo la vigencia de la ley, por lo tanto, se encuentran garantizados, 
de tal manera que no pueden ser desconocidos por situaciones futuras; sin embargo, las 
simples expectativas son diferentes al derecho adquirido, ya que se tratan de aquellas 
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probabilidades o esperanza de obtener algún día un derecho, por lo que pueden ser 
modificadas por el legislador.  
   
Así las cosas y teniendo en cuenta lo expresado por la H. Corte Constitucional en la 
sentencia citada en precedencia, y la filosofía del legislador con la expedición de los 
Decretos 383 y 384 del 6 de marzo de 2013, claramente expuesta por el Alto Tribunal 
Constitucional, se tiene que a la parte demandante no se le ha vulnerado derecho adquirido 
alguno, en consideración a que el derecho que reclama, ha sido creado por el Gobierno 
Nacional hasta en los Decretos en cita, razón por la que no hacía parte de su patrimonio 
antes de la expedición del mismo, por lo tanto, no le ha sido arrebatado o vulnerado, pues 
es a partir de la creación de este concepto salarial y seguidos los lineamientos del ejecutivo 
como órgano competente en su expedición, que se entró a liquidar y a devengar este 
concepto. Hasta allí era una expectativa y empezó a formar parte de su patrimonio como 
lo previó el legislador, sin carácter de factor de salario para liquidar sus prestaciones 
sociales, así nació y así lo concertaron las partes, Rama Judicial, ASONAL y el ejecutivo, 
luego entonces, no se violó algún derecho adquirido y no hay lugar a cancelar diferencia 
prestacional alguna a título de Bonificación Judicial al funcionario judicial.  
  
Es por ello que el Gobierno Nacional no desconoce o lesiona los derechos reclamados, 
pues los derechos adquiridos son intangibles, y para el caso en estudio, la Bonificación 
Judicial creada en los Decretos 383 y 384 de 2013, fue el producto de una reclamación 
salarial a través del paro judicial, que hasta ese momento, era una mera expectativa o 
esperanza de obtener un derecho, susceptible de ser modificada discrecionalmente por el 
Gobierno Nacional y que a la postre, se configuró con la expedición de la norma 
precitada.    
  
4. DE LA EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD  
  
La parte actora en la demanda, solicita sea declarada la excepción de inconstitucionalidad, 
la cual, constituye un mecanismo otorgado a los funcionarios públicos y a la jurisdicción, 
para amparar tanto a la Constitución como a los particulares, cuando se ven 
comprometidos sus derechos fundamentales o constitucionales por la aplicabilidad de una 
norma legal vigente, pero como la norma no señala cual es el juez competente para 
conocer de los procesos en los que se propone dicha excepción. 
 
La Corte Constitucional en la Sentencia de tutela T-006 del 17 de enero de 1994, 
Expediente No. T-20850, Magistrado Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA, frente a la 
excepción de inconstitucionalidad expresó que, si el Juez encuentra fundada “la demanda 
de inconstitucionalidad, dejará de aplicar la ley, pero únicamente para quien lo solicitó.  Al 
contrario de lo que sucede en la acción de inconstitucionalidad, la ley conserva su eficacia jurídica, 
es decir, no se anula, y por consiguiente podrá ser aplicada posteriormente, 
siempre  que  no  se  le  oponga  la  excepción  de  inconstitucionalidad. El  objeto  de  la excepción 
no es pues la anulación,  sino la no aplicación de la ley en el proceso establecido.” Y, agregó: la 
excepción sólo puede  imponerla la parte interesada dentro del litigio, y no produce efectos sino 
respecto de ella, es decir, individuales. Por otra parte, a diferencia de la acción, la excepción de 
inconstitucionalidad no requiere de tribunales especiales, sino que puede ser conocida por los 
tribunales ordinarios.”   
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Esta posición jurisprudencial la reafirmó la Corte Constitucional en la sentencia de tutela T-
150 de 19951.  
En consecuencia, se deduce, que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y sus 
Seccionales, como autoridades administrativas, agentes del Estado y garantes del principio 
de legalidad, están sometidas al imperio de la ley y obligadas a aplicar el derecho vigente al 
tenor literal de su redacción, dándole estricto cumplimiento, pues no tiene facultad para 
interpretar las leyes e inaplicarlas, en razón a que son los Jueces en sus respectivos fueros, 
a través de sus sentencias, los que tienen esa potestad.   
  
Corolario de lo anterior y teniendo en cuenta lo preceptuado por el Art. 3° del Decreto 383 
de 2013, por medio de la cual se adujo:  
  

“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o 
prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo 
establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición en contrario 
carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. …” (Subrayas propias).  

 
En los mismos términos está regulado en el artículo 2 del Decreto 384 de 2013. 
 
Tampoco le es dable a la Administración acceder a la inaplicación por inconstitucionalidad, 
pues al realizarlo se modificaría  el régimen salarial y prestacional de los servidores 
beneficiarios del Decreto 0383 de 2013 o del Decreto 0384 de 2013, competencia atribuible 
única y exclusivamente al Gobierno Nacional.  
 
Sumado a lo anterior, no se avizora vicio de constitucionalidad alguno en la disposición en 
cita que regula la Bonificación Judicial, toca vez que, como se indicó en el acápite anterior, 
variada y reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional ha admitido que resulta 
ajustado a la Constitución Nacional el que el Gobierno Nacional establezca que ciertos 
emolumentos salariales no tengan carácter salarial, pues ello es válido dentro de su libertad 
de configuración, máxime porque las condiciones en que fue creada tal Bonificación 
surgieron a partir de un acuerdo colectivo que el Gobierno hizo con las organizaciones 
sindicales de la Rama Judicial. 
  
De manera que no hay lugar a inaplicar por inconstitucional la expresión “constituirá 
únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud.", contenida en el artículo primero de los 
Decretos N° 0383 y 0384 de 2013, en el entendido de que la bonificación judicial debe 
constituirse en factor salarial para todas las consecuencias legales que comporte, se debe 
destacar que la Administración Judicial ha venido aplicando correctamente el contenido del 
Decreto 383 de 2013 y del Decreto 384 de 2013, en cumplimiento además de la formalidad 
consagrada en su artículo 3º y 2º, respectivamente, citado textualmente en párrafos 
                                                           
1  “…La Corte ha tenido oportunidad de referirse al tema y sobre el particular, ha manifestado:   
"El artículo 4º de la Constitución consagra, con mayor amplitud que el derogado artículo 215 de la codificación 
anterior, la aplicación preferente de las reglas constitucionales sobre cualquier otra norma jurídica. Ello tiene 
lugar en casos concretos y con efectos únicamente referidos a éstos, cuando quiera que se establezca la 
incompatibilidad entre la norma de que se trata y la preceptiva constitucional. Aquí no está de por medio la 
definición por vía general acerca del ajuste de un precepto a la Constitución -lo cual es propio de la 
providencia que adopte el tribunal competente al decidir sobre el proceso iniciado como consecuencia de 
acción pública- sino la aplicación de una norma legal o de otro orden a un caso singular.” 
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anteriores, razón por la que solicito señor Conjuez, niegue las pretensiones de la demanda 
y confirme la legalidad de los actos administrativos enjuiciados, proferidos por la Dirección 
Seccional de Bogotá y Ejecutiva de Administración Judicial, de lo contrario estaría 
desacatando el ordenamiento legal vigente.  
  
Por otra parte, en la sentencia SU-132 de 2013, la Corte Constitucional señaló que la 
inaplicación por inconstitucionalidad es una herramienta se usa con el fin de proteger, en 
un caso concreto y con efecto ínter partes, los derechos fundamentales que se vean en 
riesgo por la aplicación de una norma de inferior jerarquía que, de forma clara y evidente, 
contraría las normas contenidas dentro de la Constitución Política.   
  
Por tanto, la única posibilidad que tiene la administración de apartarse de las normas es 
cuando no son claras y abiertamente inconstitucionales, situación que no ocurre en 
el presente caso, como quiera que los Decretos 383 y 384 de 2013, que crearon la 
Bonificación Judicial y regulan su liquidación están vigentes, y es en virtud del principio de 
legalidad contemplado en el artículo 6 de la Carta Política, que como autoridad 
debe acatarlos y cumplirlos, hasta tanto no haya sido anulada o suspendida estas normas 
en sus efectos por la Jurisdicción en lo Contencioso Administrativo, máxime cuando de su 
lectura no se genera duda con respecto a la interpretación y alcance del mismo.     
  
En tal virtud, solicito no acceder a  las pretensiones de la demanda en el sentido de incluir 
en la liquidación de las prestaciones sociales de los beneficiarios de la Bonificación Judicial 
el valor por ésta reconocido como factor de salario (y la cual sólo se debe tomar para los 
aportes a los sistemas de salud y pensión) y que hoy surgen de la interpretación errada 
que el servidor judicial tiene de la norma, pues como autoridad administrativa y guardadora 
del principio de legalidad, a la Administración Judicial le corresponde acatar estrictamente 
el ordenamiento legal vigente, sin que le sea posible interpretarlo o inaplicarlo, en razón a 
que son los Jueces en sus respectivos fueros a través de sus sentencias los que tienen tal 
potestad  
  
Por lo anterior, no hay lugar a acceder a las pretensiones formuladas por la parte 
demandante, toda vez que al hacerlo, comportaría la modificación del régimen salarial ya 
establecido en la ley por la autoridad competente, facultad que no nos está dada.  
  

IV. EXCEPCIONES  
  

1. DE LA VIOLACIÓN DE NORMAS PRESUPUESTALES DE RECONOCERSE LAS 
PRETENSIONES DE LA PARTE DEMANDANTE - BONIFICACIÓN JUDICIAL DECRETO 
383 DE 2013 
  
Es menester indicar que la Bonificación Judicial fue regulada sin carácter salarial para 
efectos prestacionales y que a la fecha los decretos que la reglamentan no han sido 
declarados nulos, es decir, siguen gozando de presunción de legalidad, por lo tanto es 
deber de la Dirección Ejecutiva y sus Direcciones Seccionales acatar sus regulaciones, 
pues, de llegar a reconocerse su carácter salarial para todos los efectos, como lo pretende 
la parte actora, no solo se desconocerían tales decretos, sino que también se iría en directa 
contravía de las disposiciones de presupuesto, especialmente, de la prohibición contenida 
en el artículo 71 del Decreto 111 de 19961, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, 
que prevé:  
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“ARTICULO 71. Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones 
presupuestales deberán contar con certificados de disponibilidad previos que 
garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos.   
  
Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los 
recursos con él financiados no sean desviados a ningún otro fin.   
  
En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que 
haya lugar. Esta operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos 
administrativos.   
  
En consecuencia, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones 
inexistentes, o en exceso del saldo disponible, o sin la autorización previa del Confis o 
por quien éste delegue, para comprometer vigencias futuras y la adquisición de 
compromisos con cargo a los recursos del crédito autorizados.   
  
Para las modificaciones a las plantas de personal de los órganos que conforman el 
Presupuesto General de la Nación, que impliquen incremento en los costos actuales, será 
requisito esencial y previo la obtención de un certificado de viabilidad presupuestal, expedido 
por la Dirección General del Presupuesto Nacional en que se garantice la posibilidad de 
atender estas modificaciones.   
  
Cualquier compromiso que se adquiera con violación de estos preceptos creará 
responsabilidad personal y pecuniaria a cargo de quien asuma estas obligaciones (Ley 
38/89, artículo 86, Ley 179/94, artículo 49).”  (Se resalta)  

  
Igualmente, podría desconocerse lo previsto en el Decreto 1068 de 20152, en su artículo 
2.8.3.2.1. que establece:  
  

“Artículo 2.8.3.2.1. Disponibilidad y Registro Presupuestal Todos los actos administrativos 
que afecten las apropiaciones presupuestales, deberán contar con los certificados de 
disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente para 
atender estos gastos.  
  
Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los 
recursos no sean desviados a ningún otro fin. En este registro se deberá indicar claramente el 
valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar. Esta operación es un requisito de 
perfeccionamiento de estos actos administrativos.  
  
En consecuencia, no se podrán contraer obligaciones sobre apropiaciones 
inexistentes, o en exceso del saldo disponible, con anticipación a la apertura del crédito 
adicional correspondiente. o con cargo a recursos del crédito cuyos contratos no se encuentren 
perfeccionados, o sin que cuenten con el concepto de la Dirección General de Crédito Público 
y Tesoro Nacional para comprometerlos antes de su perfeccionamiento, o sin la autorización 
para comprometer vigencias futuras por el Consejo Superior de Política Fiscal, CONFIS o 
quien éste delegue. El funcionario que lo haga responderá personal y pecuniariamente 
de las obligaciones que se originen.” (se destaca)  

 
Lo anterior por cuanto no están incluidos en el presupuesto de la Rama Judicial los dineros 
que se requerirían para el pago de lo pretendido por la parte actora, lo cual obedece a que 
el rubro de gastos de personal está planeado y calculado, teniendo en cuenta las 
regulaciones vigentes que regulan los salarios, prestaciones y acreencias laborales de los 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0179_1994.html#49
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empleados de la Rama Judicial, por lo que de ninguna manera pueden incluirse allí 
mayores costos para reconocer lo pretendido por la parte actora, en tanto, no resulta acorde 
con las previsiones de los Decretos 383 y 384 de 2013, que establecieron el carácter 
salarial de la Bonificación Judicial únicamente para efectos de aportes de Seguridad Social 
en pensiones y salud. 
  
Al respecto, la Corte Constitucional con ponencia del Magistrado Dr. Vladimiro Naranjo 
Mesa, en la sentencia C-337 de agosto 19 de 1993, sostuvo que: “las normas orgánicas del 
presupuesto regulan y limitan la actividad de las diferentes entidades y órganos del Estado, tanto en 
los actos que pueden realizar en el ejercicio de sus funciones que conllevan ejecución presupuestal, 
como en las formalidades y requisitos que deben cumplir. De tal suerte que todos los 
actos  administrativos que afecten el presupuesto respectivo, tendrán que contar con el certificado 
de disponibilidad presupuestal en los términos de la Ley 38 de 1989 y 179 de 1994 orgánicas de 
presupuesto.” (Subrayas fuera de texto).  
  
Adicionalmente, reconocer las pretensiones que reclama la parte actora sin la autorización 
presupuestal requerida, implicaría que el ordenador del gasto estuviera inmerso en 
actuaciones de tipo disciplinario como las consagradas en la Ley 734 de febrero 5 de 2002, 
que en sus artículos 22 y 232.  
 
2. INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO NECESARIO  
  
El Artículo 61 del C.G.P. determina:   
  

“... Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio. Cuando el proceso verse sobre 
relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, haya de 
resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la comparecencia de las personas 
que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse 
por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la demanda, ordenará 
notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la forma y con el término 
de comparecencia dispuestos para el demandado.  
 En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la citación de 
las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya dictado sentencia de 
primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso se 
suspenderá durante dicho término.  
   
Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá sobre ellas 
y si las decreta fijará audiencia para practicarlas.  
  
Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás. Sin embargo, 
los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia si emanan de todos.  
  
Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la demanda, podrá pedirse 
su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio.”  

                                                           
2“ARTÍCULO 22. GARANTÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. El sujeto disciplinable, para salvaguardar la moralidad pública, 
transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, eficacia 
y eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o función, ejercerá los derechos, cumplirá los deberes, respetará las 
prohibiciones y estará sometido al régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, establecidos en 
la Constitución Política y en las leyes.    
ARTÍCULO 23. LA FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la sanción 
correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en este código que conlleve incumplimiento de 
deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de exclusión de 
responsabilidad contempladas en el artículo 28 del presente ordenamiento (…)”.  
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2002/ley_0734_2002.html#28
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Concordante con lo anterior, es necesario anotar, que en materia de competencia, 
conforme está consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la Constitución 
Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial y prestacional 
de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la fuerza pública 
y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores oficiales.  
  
En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992, 
mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional 
de los empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial. 
  
De manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley, que la potestad para fijar 
los estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y 
exclusivamente en el Gobierno Nacional, es decir que es éste, basado en la Constitución 
y la Ley, es quien determina dichas asignaciones, sin que la Rama Judicial tome parte 
funcional en este proceso y sobre cuya expedición no tiene injerencia la Rama Judicial del 
Poder Público -  Consejo Superior de la Judicatura, pues solo cumple sobre estos actos 
administrativos una vez expedidos por la autoridad competente, una función ejecutora, de 
acatamiento y de aplicación frente a los servidores judiciales destinatarios de los pagos 
de salarios y prestaciones sociales en los términos y valores establecidos de manera anual 
en cada tabla de salarios.  Por lo dicho se estima que la defensa de legalidad de estos 
actos hoy demandados está en cabeza del ejecutivo.  
  
Adicional a lo anterior, cabe destacar que a pesar de que no se demandan los Decretos 
que regularon la Bonificación Judicial y que de plano el Conjuez podría negar la vinculación 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y las demás entidades mencionadas, debido 
a que los actos sobre los cuales se va a ejercer control de legalidad fueron expedidos por 
la Dirección Ejecutiva o Dirección Seccional de Administración Judicial, en caso de una 
eventual condena, se debe tener en cuenta la imposibilidad material de la Nación – Rama 
Judicial de reconocer los derechos ahora reclamados, como se indicó en el anterior 
numeral, pues debe considerarse que en atención a lo dispuesto por el artículo 71 del 
Decreto 111 de 1996, compilatorio del artículo 86 de la Ley 38 de 1989, ninguna autoridad 
podrá contraer obligaciones atribuibles al presupuesto de gasto sobre apropiaciones 
inexistentes, lo que significa que en el caso de acceder a las pretensiones de la demanda 
si está vinculada la Nación – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de paso se daría la 
orden a dicha cartera para que se hiciera la apropiación a favor de la Rama Judicial y así 
pagar la condena correspondiente sin que a futuro se puedan iniciar procesos ejecutivos 
por la falta de pago debido a que dicho Ministerio no hace el giro de los dineros suficientes 
para el rubro de sentencias y de gastos de personal. 
 
Adicionalmente, resulta necesario tener en cuenta el auto proferido por el Tribunal 
Administrativo de Nariño – Sala de Conjueces, Exp. 2016-00375, Dte: Leonel Díaz Mora, 
en audiencia inicial celebrada el 27 de julio de 2018, en el cual aceptó el llamamiento en 
garantía de la Nación – Presidencia de la República, Nación – Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público y el Departamento Administrativo de la Función Pública, bajo el argumento 
que estas entidades podrían eventualmente verse perjudicadas o beneficiadas con la 
decisión que se tomara en el caso correspondiente a las reclamaciones salariales allí 
pretendidas.  
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Así las cosas, nótese señor Conjuez la necesidad de vincular a las entidades solicitadas.  
  
Por ende, de manera cordial, le solicito a su señoría se sirva llamar como LITIS 
CONSORTE NECESARIO a la NACIÓN - PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA, 
representada por el Dr. IVAN DUQUE MÁRQUEZ, a la NACIÓN - MINISTRO DE 
HACIENDA, representada por el doctor ALBERTO CARRASQUILLA y al 
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, representado por el 
doctor FERNANDO ANTONIO GRILLO RUBIANO, Director.  
  
3. AUSENCIA DE CAUSA PETENDI.  
  
Por mandato expreso de los Decretos 383 y 384 de 2013, la bonificación judicial no tiene 
carácter salarial para efectos prestacionales, sino únicamente para Seguridad Social en 
salud y pensiones, lo que significa que dicho emolumento no constituye factor de salario 
para la liquidación y pago de las primas de servicios, navidad, vacaciones, auxilio de 
cesantía y bonificación por servicios prestados, y en ese sentido, a la actora no le asiste 
causa para reclamar por vía judicial las declaraciones planteadas en el libelo introductorio.  
  
La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial se encuentra ceñida al ordenamiento 
jurídico y viene dando estricto cumplimiento a las normas que rigen al interior del Régimen 
Salarial y prestacional de los servidores públicos, con el único propósito de generar certeza 
y seguridad jurídica dentro del sistema normativo, por tanto, no es posible producir efectos 
jurídicos de carácter particular contrariando disposiciones vigentes que regulan la materia 
objeto de controversia.  
 
4. PRESCRIPCIÓN  
  
En relación con la prescripción de los derechos prestacionales, el artículo 41 del Decreto 
3135 de 1968, dispone: “Las prestaciones que emanen de los derechos consagrados en 
este decreto prescribirán en tres años contados desde que la respectiva obligación se haya 
hecho exigible. El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad 
competente sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la 
prescripción, pero solo por un lapso igual.”  
  
En el presente caso ha operado la prescripción trienal de los derechos laborales 
pretendidos por la parte actora, que no fueron reclamados oportunamente, para tal efecto 
debe tenerse en cuenta que la parte demandante radicó la petición ante la entidad el 23 DE 
FEBRERO DE 2016, razón por la cual, las sumas reclamadas con anterioridad al 23 DE 
FEBRERO DE 2013, se encuentran prescritas.  
  
Se debe indicar que se debe aplicar la prescripción trienal sobre las sumas de dinero que 
reclama la parte actora, pues se tratan de sumas de dinero que se causan sucesivamente, 
situación que por la inactividad de la parte demandante no deba afectar a la Rama Judicial, 
sino que por el contrario se sanciona haber dejado transcurrir dicho tiempo no solo de la 
petición del pago de la prima especial como factor salarial, sino de la presentación de la 
demanda. Por lo tanto, solicito honorable Juez declare probada esta excepción.    
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5. INNOMINADA: Prevista en el inciso segundo del artículo 187 del C.P.A.C.A., esto es, 
“sobre cualquiera otra que el fallador encuentra probada”.  
  

V. PRUEBAS 
  

Comedidamente solicito al Honorable Conjuez, decretar las pruebas de oficio que 
considere pertinentes y útiles en el proceso y tener en cuenta los antecedentes 
administrativos adjuntos con el escrito demandatorio, que son: copia del derecho de 
petición, el acto administrativo enjuiciado, la constancia que incluye los tiempos de servicios 
de la parte demandante; razón por la cual, considero no es necesario allegarlos 
nuevamente, sin que se imponga sanción alguna, toda vez que lo que se pretende a través 
de lo allí dispuesto es la incorporación del expediente administrativo a fin de que el Juez 
de conocimiento, pueda examinar la génesis de la actuación administrativa impugnada.  
  
Adicionalmente, resulta necesario indicar que los antecedentes administrativos ya obran 
dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, se reitera, fueron allegados 
por la parte actora con la demanda y, por lo tanto, se solicita que en el momento procesal 
oportuno se le otorgue el valor probatorio correspondiente conforme a la ley, sin que se 
considere que existe una desatención a lo ordenado en el admisorio de la demanda.  
 

VI. NOTIFICACIONES 
  

1. Las recibiré en la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de Administración 
Judicial, Calle 72 No.7-96, piso 8, Tel 5553939 Ext. 1078, celular 3163981547 e-mails: 
aarevalc@deaj.ramajudicial.gov.co deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co  
 
2. Al Litis consorcio necesario, NACIÓN - PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA en la 
CARRERA 7 No. 6 – 54 de Bogotá, notificacionesjudiciales@presidencia.gov.co  
  
3. Al Litis consorcio necesario, NACIÓN - MINISTERIO DE HACIENDA, en la carrera 8 
No.  6 – 64 de Bogotá, notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co  
  
4. Al Litis consorcio necesario, DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN 
PÚBLICA, en la Carrera 6 # 12-62 en Bogotá, notificacionesjudiciales@mininterior.gov.co   
Del señor Juez, cordialmente,  
  

  
ANGÉLICA PAOLA ARÉVALO CORONEL 
C.C. 1.018.406.144 de Bogotá 
T.P. 192.088 del C. S. de la J.    
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Señores 

JUZGADO DIECISIETE ADMINISTRATIVO ORAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA 

 JUZGADO PRIMERO (1) ADMINISTRATIVO TRANSITORIO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA 

SECCIÓN SEGUNDA 

 E.S.D. 

RAD. No.:    11001333501720190054400   
DEMANDANTE:   GERONIMO COVALEDA ABRIL 
DEMANDADO:                  NACIÓN – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN  
MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
ASUNTO:    CONTESTACIÓN DE DEMANDA  

 
ERICK BLUHUM MONROY, identificado con cedula de ciudadanía No. 80.871.367 de Bogotá, abogado 
en ejercicio y portadora de la Tarjeta Profesional No. 219.167 del Consejo Superior de la Judicatura, 
domiciliada en la ciudad de Bogotá D.C., en calidad de apoderada judicial de la entidad demandada, la 
FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, conforme poder otorgado por el Doctor CARLOS ALBERTO 
SABOYA GONZÁLEZ, en su calidad de Director Estratégico II de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la 
Entidad Demandada, el cual adjunto a la presente, estando dentro del término legal correspondiente 
contemplado en los Arts. 172 y 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo – CPACA –, por medio del presente escrito me permito dar CONTESTACIÓN A LA 
DEMANDA de la referencia, conforme los siguientes:  
 
 FRENTE AL CAPÍTULO DE LOS HECHOS: 
 
Conforme a los hechos de la demanda me permito dar respuesta y replicar a los mismos de la 
siguiente manera:  
  
DEL HECHO PRIMERO AL TERCERO: Es cierto, el demandante actualmente ocupa el cargo de 
PROFESIONAL DE GESTION III.  
  
En lo demás no me consta.   
  
AL HECHO CUARTO: No es cierto en dicha forma. La Fiscalía General de la Nación ha dado estricto 
cumplimiento a lo establecido por el Gobierno Nacional en el Decreto 0382 de 2013, esto es que la 
Bonificación Judicial constituye “únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema 
General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud”, por lo cual la Entidad demanda 
no posee la facultad de modificar, interpretar o cambiar algo que se señale en la norma que es 
expedida por el Gobierno Nacional, pues es precisamente éste el facultado para regular el régimen 
salarial y prestacional de los funcionarios públicos de la Fiscalía General de la Nación, conforme lo 
dispuesto en la Constitución Nacional, teniendo en cuenta las directrices dispuestas por el Legislador 
en la Ley 4ª de 1992.   
  
AL HECHO QUINTO: No es cierto en dicha forma. Si bien el concepto de “salario” se ha ampliado a 
varias orbitas, esto no es óbice para que automáticamente se le otorguen efectos sobre las bases de 
liquidación de prestaciones sociales o salariales, es de resaltar que así se ha establecido en la Corte 
Constitucional, Corte Suprema de Justicia, sentido acogido por el Consejo de Estado, así:   
   

“De igual manera, ya la Corte Suprema de Justicia, había fijado su posición con relación a la 
discrecionalidad del legislador para determinar qué constituye parte del salario, al 
pronunciarse sobre la constitucionalidad del artículo 15 de la Ley 50 de 1990, en la que expresó:  
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“...no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que rigen la 
materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que determinada 
prestación social o indemnización se liquide sin consideración al monto total de 
salario del trabajador, esto es que se excluyan determinados factores no obstante su 
naturaleza salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter...”.  

  
Conforme a lo expuesto, considera la Sala que las normas acusadas, al señalar que la 
bonificación de actividad judicial no tendría carácter salarial ni prestacional, no desconocieron 
ningún derecho adquirido ni violaron las disposiciones legales y constitucionales citadas en la 
demanda.” (Negrilla fuera del texto).1  

  
Así mismo debe tenerse en cuenta que en reciente fallo de unificación del Consejo de Estado, se ha 
determinado que:   
  

 “(…) La inclusión de todos los factores devengados por el servidor durante el último año de 
servicios fue una tesis que adoptó la Sección Segunda a partir del sentido y alcance de las 
expresiones “salario” y “factor salarial”, bajo el entendido que “constituyen salario todas las 
sumas que habitual y periodicamente recibe el empleado como retribución por sus servicios” con 
fundamento, además, en los principios de favorabilidad en materia laboral y progresividad; sin 
embargo, para esta Sala, dicho criterio interpretativo traspasa la voluntad del legislador, el 
que, por virtud de su libertad de configuración enlistó los factores que conforman la base de 
liquidación pensional y a ellos es que se debe limitar dicha base.” (Negrilla fuera del texto)2  

  
Por lo tanto, se observa que no todo lo que pueda ser considerado como salario, debe afectar la 
forma en la que el legislador dispuso la base de liquidación de las prestaciones sociales o salariales 
que devengue un trabajador, si por disposición expresa determinó que algún rubro tendría efectos 
salariales limitados o restringidos.   
  
AL HECHO SEXTO: Es parcialmente cierto. Me atengo a la literalidad del derecho de petición 
radicado por el demandante del 16 de noviembre de 2018.   
  
AL HECHO SEPTIMO: Es cierto. Me atengo a la literalidad del oficio emitido por la Entidad.   
  
AL HECHO OCTAVO: Es cierto. Me atengo a la literalidad del escrito presentado por la parte 
demandante mediante el cual interpuso recurso de apelación.  
  
AL HECHO NOVENO: Es cierto. Me atengo a la literalidad de la Resolución. 
  
AL HECHO DECIMO Y DECIMO PRIMERO: No es un hecho como tal, es una solicitud. No obstante, me 
pronuncio indicando que las sentencias que se emitan en otros despachos judiciales solo tienen 
efectos inter-partes, mas no pueden ser utilizados por fuera de su órbita de acción, pues así como 
existen fallos favorables para las pretensiones de la parte demandante, también se evidencian fallos 
que resuelven desfavorablemente las peticiones y no condenan a la Entidad, como sucede en algunos 
despachos judiciales de Bogotá.  
  
AL HECHO DECIMO SEGUNDO: Me atengo a lo probado dentro del proceso.   
  
  
 

FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 
 
Me opongo a todas y cada una de las pretensiones, teniendo en cuenta que carecen de fundamentos 
facticos y jurídicos, por cuanto los actos demandados se limitaron a señalar el cumplimiento de un 
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deber legal que le impuso el legislador a la Fiscalía General de la Nación a través del Decreto 0382 de 
2013, el cual cuenta con plena vigencia y validez jurídica, al ceñirse a la Constitución y la Ley, como se 
entrará a demostrar en los capítulos siguientes de esta contestación.  
 
Respecto a las costas y agencias en derecho me opongo, en principio bajo el entendido que en el 
presente caso no procede el reconocimiento y pago de lo pretendido en esta demanda. Igualmente 
es oportuno precisar que las costas corren a cargo de la parte vencida en el proceso y solo habrá 
lugar al pago de las mismas cuando en el expediente aparezca que las mismas se causaron y que 
estén plenamente comprobadas, como así lo estipuló el Consejo de Estado, mediante la siguiente 
sentencia:  
 

“Como se advierte, la citada norma no impone al funcionario judicial la obligación de condenar 
en costas, solo le da la posibilidad de “disponer”, esto es, no impone la condena de manera 
automática frente a aquel que resulte vencido en el litigio, pues debe entenderse que tal 
condena es el resultado de observar una serie de factores, tales como, la temeridad, la mala fe y 
la existencia de pruebas en el proceso sobre la causación de gastos y costas en el curso de la 
actuación, en donde el juez ponderando tales circunstancias, debe pronunciarse sustentando su 
decisión de procedencia.” (Negrilla fuera del texto).1 

 
EXCEPCIONES 

 
 

1. CONSTITUCIONALIDAD DE LA RESTRICCIÓN DEL CARÁCTER SALARIAL.  
 
La regulación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de acuerdo con la 
Constitución Política Art. 150, numerales 19, literales e y f, y el Art. 12 de la Ley 4ª de 1992, es 
competencia del Congreso de la República y del Gobierno Nacional, siendo titulares de esta facultad 
de manera complementaria y cooperativa, siendo este último el preferente para establecer esta 
regulación siempre sujeto por los criterios y objetivos establecidos por el Legislador previstos en la 
Ley 4ª de 1992.  
 
En virtud de lo anterior, es claro que la creación, modificación o extinción de retribuciones salariales, 
prestacionales y de otra índole, en el sector público siempre deberán estar contenidas en leyes, 
decretos o demás normativa procedente para el caso; contrario al caso del sector privado que solo se 
tiene en cuenta la autonomía de la voluntad de las partes del contrato laboral.  
 
Por lo tanto, es pertinente en esta instancia dilucidar que si bien un pago laboral que percibe un 
trabajador público eventualmente puede categorizarse como “salario”, no necesariamente dicho 
emolumento automáticamente debe estar inmerso en la base de liquidación de las prestaciones 
sociales u otras retribuciones laborales que esté perciba, pues pueden darse una restricción legal y 
constitucional al carácter salarial de cada rubro; es por ello que para estudiar dicha dicotomía, se hace 
necesario analizar el alcance del concepto de “salario” en nuestro ordenamiento jurídico, para luego 
estudiar las diferentes posiciones jurisprudenciales respecto del reconocimiento de un rubro laboral 
como base de liquidación de otros montos.  
 
En el ámbito internacional, la Organización Internacional del Trabajo – OIT a través del Convenio 095 
de 1949 sobre la protección del salario, ha establecido diferentes mecanismos a efectos de asegurar 
el pago efectivo de una remuneración indistintamente de su denominación, así como de proteger el 
salario ante eventuales descuentos o embargos que afecten arbitrariamente la retribución del 
trabajador, no obstante es de tenerse en cuenta que la definición de “salario” de dicho convenio, es 

 
1 CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION SEGUNDA, SUBSECCION “A”, 
Consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ (E), Bogotá, D.C., dieciséis  (16) de julio dos mil quince (2015), 
Radicación número: 25000-23-42-000-2013-00455-01(4044-13).  
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adoptada únicamente para determinar el alcance de las disposiciones de ese mismo convenio, por lo 
cual no es dable otorgarle un alcance mayor.  
 
Así lo ha entendido la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, en sentencia del 15 de 
marzo del 2017, identificada con radicación No. 480012, en la cual indica:  
 

“Es pertinente precisar por la Sala que el sentido amplio del vocablo “salario” contenido en el 
artículo 1º del Convenio 95 únicamente aplica dentro del alcance del mismo convenio, es decir 
para asegurar la protección del pago efectivo de la remuneración o ganancia, sea cual fuere su 
denominación o método de cálculo, debida por un empleador a un trabajador en virtud de un 
contrato de trabajo, ya sea escrito o verbal, por el trabajo que este último haya efectuado o deba 
efectuar, o por servicios que haya prestado o deba prestar, más no tiene aplicación cuando se 
trata de definir el carácter salarial para efectos de liquidar prestaciones, pues clara y 
expresamente la definición convencional internacional limita su ámbito material de aplicación 
“a los efectos del presente Convenio”, esto es para proteger su pago efectivo, lo cual significa 
que no son contrarios al convenio los artículos 127 y 128 del CST que definen cuáles devengados 
tienen o no naturaleza salarial, pues la intención de estos preceptos es definir los factores 
salariales a tener en cuenta para liquidar una prestación o un beneficio determinado, como 
también sirven para  garantizar el salario mínimo.” (Negrilla fuera del texto) 

 
A la par, en esta misma jurisprudencia, la Corte Suprema de Justicia acoge el pronunciamiento de la 
Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones de la OIT dado en el Estudio 
General de 20033,  y analiza lo siguiente:  
 

“En este mismo sentido se ha pronunciado la CEACR, en el párrafo 47 en el estudio general de 2003 
precitado, como se puede ver enseguida: 
 

47. (…) Al adoptar las conclusiones del Comité tripartito establecido para examinar esta 
reclamación, el Consejo de Administración consideró que el hecho de que una prestación 
salarial, cualquiera sea su denominación, no se integre en la definición de salario recogida 
en la legislación nacional no constituye automáticamente una violación del Convenio, 
siempre que la remuneración o ganancia debida, cualquiera que sea su denominación, gocen 
de la cobertura proporcionada por las disposiciones de los artículos 3 a 15 del Convenio4.” 

 
En otras palabras, en los términos del Convenio 95 de la OIT, fundamento constitucional del 
artículo 65 del CST, el concepto amplio del término “salario” en él contenido no se ve afectado de 
forma inmediata por la naturaleza salarial o no que le sea otorgada por el derecho de origen 
interno a un pago realizado por el empleador al trabajador, si la remuneración o ganancia debida, 
cualquiera que sea su denominación, gocen de la protección del convenio proporcionada por las 
disposiciones de los artículos 3 al 15 del instrumento; por la misma razón, determina la Sala, la 
definición del tan mentando artículo 1º tampoco puede ir más allá de su alcance.” (Negrilla fuera 
del texto) 

 

 
2 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sala de Casación Laboral. SL3711-2017 Radicación n.°48001, Magistrado ponente: Jorge Mauricio Burgos Ruiz, 
Acta 09, Bogotá, D. C., quince (15) de marzo de dos mil diecisiete (2017).  
3 CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO, 91ª reunión 2003, informe III (Parte 1B), Tercer punto del orden del día: Informes y memorias 
sobre la aplicación de convenios y recomendaciones, Estudio General de las memorias relativas al Convenio (num. 95) y a la Recomendación 
(núm. 85) sobre la protección del salario, 1949, Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y  Recomendaciones (artículos 
19, 22 y 35 de la Constitución). ISBN 92-2-312874-9. ISSN 0251-3226. Primera Edición 2003. Párrafo 47.   
4 Véase el informe del Comité encargado de examinar la reclamación en la que se alega el incumplimiento por Venezuela del Convenio núm. 95, 
presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT por varias organizaciones de trabajadores, documento GB.268/14/9, párrafos 
21-22, págs. 7 y 8. 
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Ahora bien, en el plano nacional, la definición de “salario” se delimita en los Arts. 127 y 128 del Código 
Sustantivo del Trabajo – C.S.T. -, de los cuales la Corte Constitucional en sentencia C-521 de 19955 
realizó un amplio estudio de su constitucionalidad, concluyendo que:  
 

“Teniendo en cuenta las reformas hechas por la Ley 50 de 1990 a los arts. 127, 128, 129, 130 y 132 del 
C.S.T., la regla general es que constituye salario no sólo la remuneración ordinaria, fija o variable 
sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en especie como contraprestación o retribución 
directa y onerosa del servicio, y que ingresan real y efectivamente a su patrimonio, es decir, no a 
título gratuito o por mera liberalidad del empleador,  ni lo que recibe en dinero en especie no para 
su beneficio ni para enriquecer su patrimonio, sino para desempeñar a cabalidad sus funciones, ni 
las prestaciones sociales, ni los pagos o suministros en especie, conforme lo acuerden las partes, ni 
los pagos que según su naturaleza y por disposición legal no tienen carácter salarial, o lo tienen 
en alguna medida para ciertos efectos, ni los beneficios o auxilios habituales u ocasionales, 
acordados convencional o contractualmente u otorgados en forma extralegal por el empleador, 
cuando por disposición expresa de las partes no tienen el carácter de salario, con efectos en la 
liquidación de prestaciones sociales. 

 
La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia del 12 de febrero de 1993 
(radicación 5481. Acta número 7, Sección Segunda M.P. Hugo Suescún Pujols), al referirse a la 
interpretación de los arts. 127 y 128 del Código Sustantivo del Trabajo, en vigencia de la ley 50 de 
1990,  expuso lo siguiente: 

 
"(…) Lo que verdaderamente quiere decir la última parte del artículo 15 de la ley 50 de 
1990, aunque debe reconocerse que su redacción no es la más afortunada, es que a 
partir de su vigencia pagos que son "salario" pueden no obstante excluirse de la base 
de cómputo para la liquidación de otros beneficios laborales (prestaciones sociales, 
indemnizaciones, etc)". 

 
"Este entendimiento de la norma es el único que racionalmente cabe hacer, ya que aún 
cuando habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular las 
prestaciones sociales y las indemnizaciones que legalmente se establecen en favor del 
trabajador, no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que 
rigen la materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que una 
determinada prestación social o indemnización se liquide sin consideración al monto 
total del salario del trabajador, esto es, que se excluyan determinados factores no 
obstante su naturaleza salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter. El Legislador 
puede entonces también -y es estrictamente lo que ha hecho- autorizar a las partes 
celebrantes un contrato individual de trabajo, o de una convención colectiva de trabajo 
o de un pacto colectivo, para disponer expresamente que determinado beneficio o 
auxilio extralegal, a pesar de su carácter retributivo del trabajo, no tenga incidencia en 
la liquidación y pago de otras prestaciones o indemnizaciones. (…)". 

 
(…) 

 
Estima la Sala que es de la competencia del legislador, dentro de la libertad que tiene como 
conformador de la norma jurídica, determinar los elementos de la retribución directa del servicio 
dentro de la relación laboral subordinada, esto es, lo que constituye salario, con arreglo a los 
criterios y principios ya mencionados, lo cual le impide desconocer la primacía de la realidad sobre 
la forma y mudar arbitrariamente la naturaleza de las cosas, como sería quitarle la naturaleza de 
salario a lo que realmente tiene este carácter. 

 

 
5 CORTE CONSTITUCIONAL, C-521 - 1995 - Expediente NO. D-902 - Demanda de Inconstitucionalidad contra un segmento de los artículos 15 y 16 
de la Ley 50 de 1990 - Magistrado Ponente: Dr. Antonio Barrera Carbonell. Bogotá, D.C., Diez y seis (16) de noviembre de mil novecientos 
noventa y cinco de 1995. 
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Igualmente, dicha competencia se extiende a la determinación expresa, respetando los referidos 
criterios y principios, o deferida a la voluntad de las partes, de los pagos o remuneraciones que 
no constituyen salario para los efectos de la liquidación de prestaciones sociales. Esto último es 
particularmente admisible, dado que la existencia del contrato y de los acuerdos y convenios de 
trabajo como reguladores de las relaciones de trabajo es reconocida por la propia Constitución 
(art. 53), en cuanto no menoscaben la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los 
trabajadores.” (Negrilla fuera del texto) 

 
Con lo anterior se destaca que si bien un pago laboral puede incluirse dentro de la definición de 
“salario” que prevé tanto la disposición internacional como la norma nacional, ello no implica que a 
dichos valores se les deba otorgar un reconocimiento automático de ser base de liquidación de 
prestaciones sociales y demás emolumentos laborales que percibe un empelado, pues tanto en la 
norma como en la jurisprudencia se observa la facultad del legislador para determinar cuál pago se 
incluye o no, dentro de las bases de liquidación de otros factores.  
 
Resaltando, que tanto en el Art. 128 del C.S.T. como en la jurisprudencia citada y demás expedida por 
la Corte Suprema de Justicia6, es procedente establecer rubros que no constituyen salario, como 
beneficios habituales establecidos en acuerdos y/o convenios colectivos, como en efecto ocurre con 
el Decreto 0382 de 2013, siendo producto de un acuerdo colectivo, logrado en virtud de las 
negociaciones del 2012, que no solo se concretan en el firma del acuerdo del 06 de noviembre de 
2012, sino que se complementan con las 26 actas de la mesa técnica paritaria establecida para plasmar 
lo acordado en la norma que se debe expedir para tal efecto, cumpliendo así el trámite de acuerdos 
colectivos en el sector público.  
 
Es así como a efectos de analizar la posibilidad de la restricción del carácter salarial de un 
emolumento laboral, se deben de tener en cuenta las siguientes providencias emanadas de los altos 
tribunales judiciales del país, en las cuales se indica: 
 

I. CORTE CONSTITUCIONAL, C-521-19957: Los apartes de esta sentencia ya fueron citados con 
anterioridad, y refiere que el legislador es quien puede definir que emolumento corresponde 
a salario y cual no, con efectos en la liquidación de prestaciones sociales.  
 

II. CORTE CONSTITUCIONAL, C-279-19968: 
En esta ocasión la Corte Constitucional estudia si los apartes de los artículos 14 y 15 de la ley 4 
de 1992, que establecen a favor de ciertos funcionarios del Estado una prima técnica y una 
prima especial, que no constituye factor salarial, constituye una violación a la especial 
protección de que goza el derecho al trabajo, y un menoscabo a los derechos de los 
trabajadores. 

  
Para la resolución de dicho problema jurídico, la Corte Constitucional cita la sentencia de la 
Corte Suprema de Justicia del 12 de febrero de 1993, exp. No. 5481 y concluye que las normas 
demandadas con exequibles, así: 

 
“Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido que "el legislador conserva una cierta libertad 
para establecer, que componentes constituyen, o no salario, así como la de definir y desarrollar el 
concepto de salario, pues es de su competencia desarrollar la Constitución. 
  

 
6 Corte Suprema de Justicia, Sala Laboral, SL63988, 2018. 
7 Expediente NO. D-902 - Demanda de Inconstitucionalidad contra un segmento de los artículos 15 y 16 de la Ley 50 
de 1990. Magistrado Ponente: DR. Antonio Barrera Carbonell - Bogotá, D.C., Diez y seis (16) de noviembre de mil 
novecientos noventa y cinco de 1995. 
8 Expediente: D-002, acumulados D-204 y D-817. Conjuez Ponente: Dr. Hugo Palacios Mejía - Bogotá D.C., del 
veinticuatro (24) de junio de mil novecientos noventa  y seis (1996). 
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Las definiciones de convenios  internacionales que transcribe la actora no significan que el 
legislador nacional haya perdido la facultad de tomar o no en cuenta una parte de la remuneración 
que perciben los trabajadores para definir las bases sobre las cuales han de hacérseles otros pagos. 
  
Así pues, el considerar que los pagos por primas técnicas  y especiales no sean factor salarial, no 
lesiona los derechos  de los trabajadores, y no implica una omisión o un incorrecto desarrollo del 
especial deber de protección que el Estado colombiano tiene en relación con el derecho al trabajo, 
ni se aparta de los deberes que Colombia ha adquirido ante la comunidad internacional.” (Negrilla 
fuera del texto) 

 
Se resalta que la Corte Constitucional mediante providencia C-052 de 1999, resolvió estarse a lo 
dispuesto en la sentencia C-279 de 1996 que se cita.  

 
III. CORTE CONSTITUCIONAL, C-681-20039: 

En esta oportunidad la Corte Constitucional estudia demanda de inconstitucionalidad contra 
el artículo 15 parcial de la ley 4ª de 1992, por el cargo principal de violación del principio 
constitucional a la igualdad, en atención a que con la expedición de la Ley 332 de 1992 se 
eliminó el carácter no salarial de la prima reconocida a los funcionarios de que trata el artículo 
14 de la Ley 4ª de 1992, y en consecuencia solo se otorgó dicho carácter salarial para pensión.  
 
Ante este caso el alto tribunal realizó un análisis de la sentencia C-279 de 1996 en la que se 
declaró la exequibilidad de la norma cuestionada, no obstante advirtió que al realizarse un 
cambio al Art. 14 de la Ley 4ª de 1992 por vía de la Ley 332 de 1992 que modificó el carácter 
salarial de la prima se servicios, se debía estudiar la posible vulneración del derecho a la 
igualdad de los beneficiarios del Art. 15 de la Ley 4ª de 1992.  
 
Con ello, la Corte estudió el caso y concluyó que con la entrada en vigencia de la Ley 332 de 
1992 que elimina la restricción total del carácter salarial de la prima establecida en el Art. 14 de 
la Ley 4ª de 1992, y solo reconoce tal carácter para la cotización y liquidación de la pensión, se 
configura una desigualdad de trato con los empleados beneficiarios de la prima establecida 
en el Art. 15 de la Ley 4ª de 1992, por lo cual finalmente la Corte resuelve declarar inexequible 
la expresión “sin carácter salarial” del artículo 15 de la Ley 4ª de 1992, y aclara que la prima 
especial de servicios en comento constituirá factor salarial solo para cotización y liquidación 
de la pensión de jubilación, respetando así lo determinado por la Corte Constitucional en 
sentencia C-279 de 1996 frente a la discrecionalidad del legislador y el principio de solidaridad 
del sistema pensional. 

 
IV. CORTE CONSTITUCIONAL, C-244-1310: 

En el caso en específico de la providencia referida, la Corte Constitucional estudia la demanda 
de inconstitucionalidad contra el artículo 15 (parcial) de la Ley 4a de 1992, e indica que:  

 
“Para sentar su posición, la Corte arranca desde premisas opuestas a las plasmadas por la 
demanda ciudadana de inconstitucionalidad: según la Corte, existe "el contrasentido evidente de 
las afirmaciones que censuran la creación de primas, en favor de ciertos trabajadores, por 
oponerse, presuntamente, a las reglas constitucionales que protegen el trabajo. Ninguna norma 
que tenga como efecto principal aumentar el ingreso disponible de un trabajador puede 
lesionar las reglas sobre protección especial al trabajo.” La Corte acepta que el tratamiento 
ordinario del derecho laboral ha llevado a tratar las remuneraciones habituales como parte del 
salario. Pero señala que ello no necesariamente debe ser así, sino que tal decisión no es 

 
9 Expediente D-4170. Conjuez Ponente: Dra. Ligia Galvis Ortiz - Bogotá D. C., seis (6) de agosto de dos mil tres 
(2003). 
10 Expediente D-8121. Conjuez Sustanciador: Diego E. López Medina - Bogotá D.C., veintidós (22) de abril de dos mil 
trece (2013). 
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constitucionalmente imperativa sino que cae dentro de la órbita de libertad de configuración 
del legislador: 
 
"(…)En varias ocasiones, la Jurisprudencia constitucional del país, expresada por la Corte 
Suprema de Justicia antes de 1991, y luego por la Corte Constitucional, ha manifestado que no 
existe derecho adquirido a la estabilidad de un régimen legal. Las normas legales acusadas bien 
podrían entonces disponer que no se consideran parte del salario, para efecto de liquidar 
prestaciones sociales, ciertas remuneraciones que, a la luz de' criterios tradicionales, deberían 
haberse tenido como parte de aquél." 
 
Para fortalecer esta conclusión, se cita la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 12 de 
febrero de 1993, en ejercicio de funciones de control de constitucionalidad, en la que se afirma 
que a partir de la vigencia de la Ley 50 de 1990 hay pagos que son "salario" pero que pueden, 
no obstante, "excluirse de la base de cómputo para la liquidación de otros beneficios laborales 
(prestaciones sociales, indemnizaciones, etc.)." 
 
(…) 
 
De esta forma la Corte rechaza el argumento según el cual el concepto de "salario" estaría 
fuertemente constitucionalizado y llevaría al reconocimiento automático de que cualquier 
pago realizado por el empleador tiene que ser considerado como base salarial para el cálculo 
de prestaciones sociales. Con este reconocimiento, la Corte permite el establecimiento de bonos, 
primas o beneficios que ciertamente tienen el potencial de variar la base mensual de ingresos 
habituales de los trabajadores, pero negándole al mismo tiempo un impacto necesario sobre la 
carga prestacional. 
 
(…) 
 
Una nueva variación de la jurisprudencia en este sentido traería consecuencias altamente 
desfavorables para la estabilidad jurídica y podría llegar a afectar, una vez más, la liquidación de 
prestaciones sociales (incluso con efectos retroactivos), generando así una nueva ola de litigios 
y de incertidumbre en un área del derecho laboral administrativo que ya ha contado con una 
excesiva fragmentación normativa y jurisprudencial que las salas de conjueces han advertido en 
diversas ocasiones.  

 
Estos argumentos son suficientes para desestimar las pretensiones de la demanda por puras 
consideraciones basadas en la certeza jurídica que la cosa juzgada constitucional busca 
proteger.” (Negrilla fuera del texto) 
 
Con los argumentos citados la Corte Constitucional finalmente decide estarse a lo resuelto en 
la sentencia C-681 de 2003.  

 
V. CORTE CONSTITUCIONAL, SU – 395 – 201711: 

Esta jurisprudencia se produce ante el estudio de la posibilidad de la bonificación especial o 
quinquenio como factor salarial para funcionarios de la Contraloría General de la República 
como computo en su totalidad o de forma proporcional como base integrante del monto 
pensional, para tal efecto la Corte estableció:  

 
“De modo que considerar que los pagos por primas técnicas y especiales no sean factor salarial, 
no lesiona los derechos de los trabajadores y tampoco implica una omisión o un incorrecto 
desarrollo del especial deber de protección que el Estado colombiano tiene en relación con el 

 
11 Expedientes T-3.358.903, T-3.358.979,     T-3.364.831, T-3.364.917 y T-3.428.879 (Acumulados), Magistrado 
Ponente: LUIS GUILLERMO GUERRERO PÉREZ, Bogotá D.C., veintidós (22) de junio de dos mil diecisiete (2017). 
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derecho al trabajo, ni se aparta de los deberes que el Estado colombiano ha adquirido ante la 
comunidad internacional. 
 
De ahí que admitida la exclusión de la prima como factor salarial, a pesar de tener los 
elementos para ser considerada como salario, se haya optado por la declaratoria de 
exequibilidad de las disposiciones legales que prescinden del carácter salarial de las primas 
técnicas y especiales en el ámbito de le Ley 60  de 1990 y 4 de 1992.” 

 
VI. CONSEJO DE ESTADO, Radicación interna - 0867-0612: 

En este caso el actor solicitó la declaración de nulidad de los artículos 1° -parcial- y 2° del 
Decreto 3131 del 05 de septiembre de 2005, “Por el cual se establece una bonificación de 
actividad judicial para jueces y fiscales”, en esta ocasión el Consejo de Estado determinó: 

 
“En vigencia de la Constitución de 1886 era función del Congreso definir las escalas salariales de 
las distintas categorías de empleos en el nivel nacional; a partir de la expedición de la 
Constitución de 1991 tal facultad fue trasladada al Gobierno Nacional sujeto a los objetivos y 
criterios establecidos por el Congreso (C.P. art. 150 # 19) 
 
En ejercicio de dicha potestad, el Congreso Nacional expidió la Ley 4ª de 1992 como norma de 
carácter general y así el Gobierno quedó facultado para fijar el régimen salarial y prestacional 
de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública. 
(…) 
 
Por su parte, la Corte Constitucional al resolver la demanda de inconstitucionalidad contra los 
artículos 15 y apartes del 14 de la Ley 4ª de 1992, en cuanto allí se contemplaba que la prima 
especial de servicios no tiene carácter salarial, en sentencia del C-279/96 del 24 de junio de 1996, 
afirmó: 
 

“En varias ocasiones, la jurisprudencia constitucional del país, expresada por la Corte 
Suprema de Justicia antes de 1991, y luego por la Corte Constitucional, ha manifestado 
que no existe derecho adquirido a la estabilidad de un régimen legal. Las normas 
legales acusadas bien podían entonces disponer que no se consideraran parte del 
salario, para efecto de liquidar prestaciones sociales, ciertas remuneraciones que, a la 
luz de criterios tradicionales, deberían haberse tenido como parte de aquel...” 

 
De igual manera, ya la Corte Suprema de Justicia, había fijado su posición con relación a la 
discrecionalidad del legislador para determinar qué constituye parte del salario, al 
pronunciarse sobre la constitucionalidad del artículo 15 de la Ley 50 de 1990, (…) 
 
Conforme a lo expuesto, considera la Sala que las normas acusadas, al señalar que la 
bonificación de actividad judicial no tendría carácter salarial ni prestacional, no desconocieron 
ningún derecho adquirido ni violaron las disposiciones legales y constitucionales citadas en la 
demanda. 

 
Para la Sala no es de recibo tal razonamiento porque, contrario a lo afirmado por el actor, la 
bonificación de actividad judicial fue creada precisamente para mejorar el salario, es decir se 
trata de una suma adicional a la asignación básica, constituida, desde un principio, sin carácter 
salarial. Por ello resulta desacertado que se alegue una desmejora del mismo, y no puede 
concebirse que una disposición que tiene como finalidad mejorar las condiciones económicas 
de un trabajador pueda lesionar y desmejorar el derecho al trabajo. 

 
12 Sala De Lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Radicación número: 11001-03-25-000-2006-00043-
00(0867-06). Consejero ponente: JAIME MORENO GARCIA - Bogotá, D.C., diecinueve (19) de junio de dos mil ocho 
(2008). 
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Así las cosas, no existe una situación jurídica consolidada, por cuanto la bonificación especial no 
existía con anterioridad a la Ley 4ª de 1992, y además, porque las normas acusadas fueron 
expedidas dentro de las facultades del Gobierno, de acuerdo con los artículos 14 y 15 de la Ley 4a. 
de 1992, declarados exequibles por la Corte Constitucional.” (Negrilla fuera del texto) 
 
El Consejo de Estado concluyó que las normas acusadas no son objeto de declaración de 
nulidad en atención a que es posible que el legislador determine que sumas laborales son 
consideradas como salario y cuáles no, con efectos en liquidación de prestaciones sociales; 
considerando además que al ser la bonificación de actividad judicial un emolumento que 
desde el principio se concibió sin carácter salarial, no es posible que después se predique que 
existiere una desmejora de los derechos del trabajador, y al ser su creación posterior a la Ley 
4ª de 1992 tampoco se puede predicar que existiere una situación jurídica consolidada que 
deba quedar incólume.  

 
VII. CONSEJO DE ESTADO, Radicación interna - 0984-0613: 

Por medio del caso en mención se le solicita a la Corporación la nulidad de los artículos 1° y 2° 
del Decreto No. 3131 de 8 de septiembre y 1° del Decreto 3382 de 23 de septiembre de 2005, 
expedidos por el Gobierno Nacional, por el cual se establece una bonificación de actividad 
judicial para jueces y fiscales, al respecto el Consejo de Estado reitera lo indicado en la 
sentencia antes citada.  

 
VIII. CONSEJO DE ESTADO, Radicación interna - 0845-1514: 

En la citada sentencia de unificación se analiza la posibilidad de otorgar el reconocimiento de 
efectos salariales a la Prima Especial de Servicios para liquidación de prestaciones sociales, 
para lo cual el Consejo de Estado, cita y ratifica la posición de la Corte Constitucional dictada 
en la sentencia C-681 de 2003, frente a la posibilidad constitucional de que un emolumento 
cuente con un carácter salarial limitado.  

 
 

IX. CONSEJO DE ESTADO, Radicación interna - 3458-1415: 
En el caso en especie, se le solicitó al Consejo de Estado a título de restablecimiento el 
derecho: i) que la parte demandada reliquide la pensión de jubilación del demandante 
teniendo en cuenta la Bonificación por actividad judicial D3131/2005; para lo cual la 
Corporación negó las pretensiones de la demanda indicando:  

 
“Ahora bien, mediante sentencia de 19 de junio de 2008, la Sección Segunda del Consejo de 
Estado, con ponencia del doctor Jaime Moreno García manifestó que la bonificación por 
actividad judicial no tiene naturaleza salarial, la cual es recalcada en el artículo 1º del Decreto 
3131 de 2005, sino que se trata de una suma adicional a la asignación básica, (…) 
 
A idénticas conclusiones arribó la misma subsección mediante sentencia de 27 de febrero de 2011, 
con ponencia de la doctora Bertha Lucía Ramírez De Páez, en la cual manifestó que la 
bonificación por actividad judicial no se aplica como factor salarial o prestacional antes del 01 

 
13 Sala De Lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Radicación No. 11001-03-25-000-2006-00047-
00(0984-06). Consejera Ponente: Bertha Lucia Ramírez De Páez - Bogotá, D.C., diecisiete (17) de febrero de dos mil 
once (2011) 
14 Sala De Lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda Sala De Conjueces – Sentencia De Unificación - 
Radicación número: 25000-23-25-000-2010-00246-02(0845-15). Consejero Ponente: Jorge Iván Acuña Arrieta – 
Conjuez - Bogotá D.C., dieciocho (18) de mayo de dos mil dieciséis (2016). 
15 Sala De Lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Subsección B - Radicación número: 41001-23-33-000-
2012-00187-01(3458-14). Consejera Ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez - Bogotá D.C., veintisiete (27) de enero de 
dos mil diecisiete (2017) 
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de enero de 2009, fecha a partir de la cual entró en vigencia el Decreto 3900 de 2008, como lo 
señalo así: 
 

“El carácter de bonificación por actividad judicial cambió a partir del 1 de enero de 2009, 
por expresa disposición del Decreto 3900 de octubre de 2008, según el cual constituye 
factor para determinar las cotizaciones al Sistema de Seguridad Social en salud y pensión. 
Al existir pronunciamiento judicial respecto a la legalidad del carácter “no salarial” de la 
bonificación por actividad judicial en vigencia del Decreto 3131 de 2005, no es viable su 
inclusión como factor salarial o prestacional antes del 1 de enero de 2009, fecha a partir 
de la cual el Gobierno Nacional le confirió tal connotación. Así pues, la bonificación por 
actividad judicial que devengó la demandante en el año 2007, no constituye factor 
salarial para determinar el ingreso base de liquidación pensional porque el artículo 1 
del Decreto 3131 de 2005, que esta Corporación encontró ajustado a la ley por los cargos 
analizados, no le otorgó ese carácter. Sólo constituye factor salarial y prestacional a 
partir del 1 de enero de 2009 por expresa disposición legal”. (Negrilla fuera del texto) 

 
X. CONSEJO DE ESTADO – Radicación interna - 3568-1516: 

A la par en este caso, el Consejo de Estado estudio la solicitud realizada a título de 
restablecimiento del derecho, de: i) Reliquidar la pensión con la asignación mensual más 
elevada devengada en su último año de servicio, incluyendo la bonificación por actividad 
judicial. Se resalta que igualmente en este caso el Consejo de Estado retoma lo indicado en la 
sentencia antes reseñada en cuanto al carácter salarial restringido de la bonificación por 
actividad judicial.  

 
XI. CONSEJO DE ESTADO – Radicación interna - 2107-201517: 

Frente a este análisis, el Consejo de Estado se ciñe a la normativa que establece la Bonificación 
por compensación solo como factor salarial para determinar pensiones de vejez, invalidez y 
sobrevivientes, sin que sobre ello se presente controversia, pues respeta la literalidad de la 
norma, como libertad de configuración del Gobierno Nacional.  

 
XII. CONSEJO DE ESTADO – Sentencia de Unificación 28 de agosto de 201818: 

En este caso, la demandante solicita por medio de nulidad y restablecimiento del derecho que 
se le reliquide el monto de la pensión con inclusión de todos los factores salariales percibidos 
en el último año de vinculación laboral, para lo cual el Consejo de Estado dicto sentencia de 
unificación en la que indica:  
 

“(…) La inclusión de todos los factores devengados por el servidor durante el último año 
de servicios fue una tesis que adoptó la Sección Segunda a partir del sentido y alcance de 
las expresiones “salario” y “factor salarial”, bajo el entendido que “constituyen salario 
todas las sumas que habitual y periodicamente recibe el empleado como retribución por 
sus servicios” con fundamento, además, en los principios de favorabilidad en materia 
laboral y progresividad; sin embargo, para esta Sala, dicho criterio interpretativo 
traspasa la voluntad del legislador, el que, por virtud de su libertad de configuración 
enlistó los factores que conforman la base de liquidación pensional y a ellos es que se 
debe limitar dicha base.” (Negrilla fuera del texto) 

 
16 Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Subsección B - Radicación número: 50001-23-31-000-
2012-00260-01(3568-15). Consejera Ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez - Bogotá D. C., dos (2) de febrero de dos 
mil diecisiete (2017). 
17 SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO - SECCIÓN SEGUNDA - CONJUEZ PONENTE: JORGE IVÁN ACUÑA 
ARRIETA - REFERENCIA: 47001233100020110007202 (2107-2015) - Bogotá D.C., Dieciocho (18) de julio de dos mil 
dieciocho (2018). 
18 Sala Plena de lo Contencioso Administrativo -  SENTENCIA DE UNIFICACIÓN, Radicación: 52001-23-33-000-2012-
00143-01 - Consejero Ponente: César Palomino Cortés - Bogotá D.C., agosto veintiocho (28) de dos mil dieciocho 
(2018). 
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Con este análisis, se puede observar que si bien existen posturas en las que se defina que 
todo lo que un trabajador reciba de forma habitual y periódica es salario, esto no implica per 
se, que todos estos rubros deban ser incluidos dentro de la base de liquidación de 
prestaciones sociales u otras retribuciones laborales que reciba un trabajador, pues como 
bien lo unifica el Consejo de Estado en esta sentencia, dicha apreciación vulnera directamente 
la voluntad del legislador, pues dentro de su libertad de configuración puede determinar qué 
factores hace base de liquidación para calcular otros emolumentos.  

 
En resumen se cuenta con 6 sentencias de constitucionalidad emitidas por la Corte Constitucional en 
la que se ratifica que el legislador o quien haga sus veces, cuenta con la discrecionalidad de 
determinar qué factores salariales deben ser tenidos en cuenta como bases para la liquidación de 
prestaciones sociales o demás conceptos laborales; así mismo se identifican 7 sentencias emanadas 
por el Consejo de Estado en la cual se adoptan las disposiciones establecidas por la Corte 
Constitucional, Corte Suprema de Justicia, así como otras sentencias del Consejo de Estado, en las 
que se estudia que el legislador o el Gobierno Nacional tiene la facultad de restringir los efectos 
salariales de un emolumento laboral, sin que ello signifique una extralimitación del Gobierno Nacional 
o una afectación a disposiciones constitucionales o convenciones internacionales.  
 
Contrario sensu, la Corte Constitucional adoptando una decisión de la Corte Suprema de Justicia, 
considera que no existe disposición constitucional alguna que imponga al legislador la obligación de 
que cuando crea una retribución laboral, la misma deba ser incluida como base de liquidación para 
otras prestacionales sociales u pagos salariales.  
 
Es decir que en la norma internacional y nacional, se analiza que si bien existen retribuciones que se 
denominen “salario”, esto no es óbice para que automáticamente se concluya que dichos rubros 
constituyen base para la liquidación de las prestaciones sociales y demás emolumentos salariales que 
devengue un trabajador, pues el legislador y el Gobierno Nacional, este último conforme a las 
potestades otorgadas en la Ley 4ª de 1992, puede a su libre discrecionalidad establecer si un rubro 
será parte o no de la base de liquidación de las prestaciones sociales o de los demás rubros salariales 
que devenga un empleado, sin que ello constituya una afectación a los derechos laborales de los 
funcionarios o estando en contravía de la Constitución, ni mucho menos que con esta limitación se 
altere, se afecte o se vulnere el carácter salarial que tenga el emolumento laboral.  
 
En síntesis son dos líneas diferentes, por un lado se tiene la naturaleza propia del concepto de salario 
de rubros con pago habitual y periódico, y por otro lado se tiene la característica que cada rubro 
posea particularmente, ya sea por disposición legal o acuerdo colectivo, en cuanto pueda servir o no 
como base para liquidar prestaciones sociales u otros rubros salariales, sin que ninguna de las líneas 
se crucen en algún punto o que se deban afectar por intervención de la otra, pues son aspectos 
independientes.  
 
Siendo además claro, que el Código Sustantivo del Trabajo que contiene el concepto de salario a nivel 
nacional permite que por acuerdo entre las partes, o como lo analiza la Corte Constitucional que por 
su simple naturaleza y/o por disposición legal, se puede regular que un rubro no posea carácter 
salarial, sin que esa restricción sea ilegal, inconstitucional o ilegitima de algún modo.  
 
Concluyendo en lo especifico, la disposición contenida en el Decreto 0382 de 2013 artículo 1° que 
determina que la bonificación judicial “constituirá únicamente factor salarial para la base de cotización 
al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad Social en Salud”, es totalmente 
legitima, legal y constitucional, en atención a que el legislador o el Gobierno Nacional pueden 
discrecionalmente especificar qué rubro constituye factor salarial con implicaciones en la base de 
liquidación de las prestaciones sociales o demás emolumentos salariales, facultad está que es avalada 
con el estudio de constitucionalidad realizado por la Corte Constitucional, que a su vez en varias 
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ocasiones ha sido retomado por el Consejo de Estado, y por lo tanto no se puede predicar la 
inconstitucionalidad de dicha expresión.  
 
Siendo así no es posible asegurar que los actos administrativos emitidos por esta Entidad, en los que 
se niega la solicitud de otorgar naturaleza salarial distinta a la contemplada en la normatividad, a 
efectos de que la bonificación judicial haga parte de la base de liquidación para computo de todas las 
prestaciones sociales, sean nulos, toda vez que dichos actos se ciñen estrictamente a lo contemplado 
en el Decreto 0382 de 2013, el cual como se analizó en este acápite es plenamente constitucional y 
legal.  
 
Por último se precisa que como se analiza de las sentencias citadas, la restricción del carácter salarial 
de la bonificación judicial no expone de ningún modo una desmejora en los derechos del trabajador, 
puesto que la misma fue concebida desde su creación solo con efectos salariales sobre los aportes en 
seguridad social en salud y pensión, sin que con esto se hubieren desarrollados derechos adquiridos 
respecto de otros emolumentos, de interpretarse de otra manera se rebasaría la finalidad del 
legislador para estos casos, desconocería la libertad de configuración del determinador de la norma y 
desbordaría la competencia interpretativa del juez. 
 
 

2. APLICACIÓN DEL MANDATO DE SOSTENIBILIDAD FISCAL EN EL DECRETO 0382 DE 2013 
 
En la actual Constitución Política de Colombia en el Art. 334, modificado por el Art. 1 del Acto 
Legislativo 3 de 2011, se contempla el mandato constitucional de la Sostenibilidad Fiscal, y advierte 
que el mismo debe ser atendido por todas las ramas y órganos del poder público. 
 
Para un mejor análisis de este mandato es procedente revisar la sentencia de importancia jurídica 
proferida por el Consejo de Estado el pasado 25 de noviembre de 2014, con  
Magistrado Ponente el Dr. Enrique Gil Botero19, mediante la cual se observa el alcance que debe 
otorgársele, así:  
 

“Y pese a que ni la Constitución ni la ley establecen una noción clara y concreta de sostenibilidad 
fiscal –incluso la literatura económica ofrece una variedad amplia de conceptos-, es claro que, por 
lo menos, alude al equilibrio que debe existir entre la disponibilidad de recursos para atender las 
necesidades públicas y los gastos que se pueden atender con ellos, para no incurrir en déficits 
que produzcan crisis fiscales que no atienden la prioridad de gasto con los recursos escasos. Por 
esto, elevar a rango constitucional la sostenibilidad fiscal, en el contexto indicado, ayuda a 
construir políticas públicas serias y maduras que atiendan la necesidad de prevenir esas crisis. 
 
(…) 
En esta medida, la sostenibilidad fiscal “orienta” -como lo expresa el art. 334 de la Constitución 
Política- las actuaciones de todas las ramas y órganos del Estado, de manera que inspira una 
especie de línea conductora de gestión de los recursos públicos, y de los proyectos asociados a su 
inversión, sometiendo al sentido que infunde la adopción de decisiones económicas.” (Negrilla 
fuera del texto) 

 
Aclarado el alcance del mandato de la sostenibilidad fiscal, es preciso observar que dentro del Acta de 
Acuerdo del 6 de noviembre de 2012 suscrita entre el Gobierno Nacional y los Representantes de los 
Funcionarios y Empleados de la Rama Judicial y  de la Fiscalía General de la Nación, la cual es base 
para la creación de la Bonificación Judicial, se determinó que:  
 

“ACUERDAN: 
 

19 CONSEJO DE ESTADO, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Radicación número: 25000-23-26-000-1999-
00002-05(IJ), Consejero Ponente: Enrique Gil Botero, Bogotá, D.C., noviembre veinticinco (25) de dos mil catorce 
(2014).  
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(…) 
2.-       Para los efectos a que se refiere el numeral anterior,  el Gobierno Nacional dispondrá de la 
suma de UN BILLÓN DOSCIENTOS VEINTE MIL MILLONES ($1.220.000.000.000) DE PESOS Mcte, cifra 
que se distribuirá en los presupuestos anuales, iniciando en la vigencia fiscal de 2013, y 
culminando en la vigencia Fiscal  de 2018. 
            A partir del año 2014, se dispondrá de una suma de DOSCIENTOS MIL MILLONES DE PESOS 
($200.000.000.000) anuales, de los cuales, CIENTO VEINTE MIL MILLONES ($120.000.000.000), 
serán aportados por el Gobierno Nacional y los restantes OCHENTA MIL MILLONES 
($80.000.000.000) de los presupuestos de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación.” 
(Negrilla fuera del texto) 

 
Conforme la transcripción se observa que el Gobierno Nacional adoptó una decisión que tiene 
influencia directa en el presupuesto nacional, disponiendo de una suma fija de recursos a efectos de 
cubrir lo acordado en la negociación colectiva, es por ello que al otorgársele carácter salarial pleno a 
la bonificación judicial con incidencia en la base de liquidación de prestacionales sociales y demás 
pagos laborales, además que va en contravía de una decisión discrecional del Gobierno Nacional 
plenamente constitucional, también se está afectando directamente el mandato de sostenibilidad 
fiscal, en razón a que el Gobierno Nacional eventualmente deberá disponer de recursos públicos  no 
previstos para solventar unos gastos que, como emisor de la normatividad, en ningún momento 
concibió, puesto que precisamente se limitó el carácter salarial de la bonificación judicial conforme 
los recursos disponibles, por lo tanto, con esta ampliación del carácter salarial claramente se 
rompería el equilibrio entre recursos disponibles y gastos de la Nación, produciendo una crisis fiscal. 
 
En igual sentido, la Ley 4ª de 1992, en el artículo 2°, literales h e i, establece: “Para la fijación del 
régimen salarial y prestacional de los servidores enumerados en el artículo anterior, el Gobierno Nacional 
tendrá en cuenta los siguientes objetivos y criterios: (…)h) La sujeción al marco general de la política 
macroeconómica y fiscal; i) La racionalización de los recursos públicos y su disponibilidad, esto es, las 
limitaciones presupuestales para cada organismo o entidad. (…)”, con lo que se puede evidenciar que 
se le impone directamente al Gobierno Nacional la obligación de tener en cuenta las limitaciones 
presupuestales para la fijación del régimen salarial y prestacional de los servidores. 
 
Con esto, es claro que el Gobierno Nacional al disponer de cierta cantidad de recursos y limitar el 
alcance salarial de la Bonificación Judicial, demuestra el estricto cumplimiento del mandato superior 
de sostenibilidad fiscal, al presupuesto nacional previsto y a la obligación que le impone la misma Ley 
4ª de 1992.  
 
Adicionalmente, se debe tener en cuenta que el Decreto 0382 de 2013, prevé que la bonificación 
judicial sirva como base de liquidación para el sistema pensional, lo que a su vez protege el mandato 
de sostenibilidad financiera en el sistema pensional previsto en el art. 48 de la Constitución Política, 
situación que igualmente se apareja con los fines esenciales del Estado Colombiano, el intereses 
general y el principio de solidaridad establecidos en los arts. 1 y 2 de la C.P., cumpliendo así tanto los 
parámetros constitucionales20 como los objetivos y criterios establecidos en el Ley 4ª de 1992.  
 
En suma, es claro que no es posible otorgarle un alcance superior al Decreto 0382 de 2013 del que fue 
dispuesto por el Gobierno Nacional, pues ello provocaría que se ordenará la disposición de recursos 
públicos adicionales para sufragar necesidades no proyectadas con anterioridad, desbordando el 
presupuesto destinado para solventar este emolumento adicional, lo que fracturaría el mandato de la 
sostenibilidad fiscal.  
 

3. LEGALIDAD DEL FUNDAMENTO NORMATIVO PARTICULAR  
 

 
20 Corte Constitucional, C – 312 de 1997, Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, Santa Fe de 
Bogotá, D.C., junio veinticinco (25) de mil novecientos noventa y siete (1997). Aprobado por Acta No. 25 
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En este punto es válido recordar que de acuerdo con la normativa nacional es el legislador y/o 
Gobierno Nacional, según sea el caso, quien está facultado para regular el régimen salarial y 
prestacional de los servidores públicos, siendo así, tanto la creación, como la modificación o 
eliminación de cualquier emolumento laboral debe estar dispuesto en normas, ya sea denominadas 
Leyes o Decretos, en las cuales se discrimina de forma particular para cada factor salarial o 
prestacional: i) el periodo de liquidación, ii) el modo de liquidación, iii) el momento en que debe 
realizarse su pago, y iv) la base de liquidación de cada rubro.  
 
En la actualidad se observa que dentro de dicha normatividad particular no se evidencia que se 
incluya la bonificación judicial establecida en el Decreto 0382 de 2013 como base de liquidación de las 
prestaciones sociales o emolumentos laborales que reciben los funcionarios de la Fiscalía General de 
la Nación, por lo que de ampliarse el carácter salarial de la bonificación judicial a la liquidación de 
todas las prestaciones sociales, como lo pretende la parte actora, no solo se estaría afectando 
directamente el Decreto 0382 de 2013, sino que también se modifica la norma particular que regula 
cada factor laboral, sin que en su contra se haya dictado norma posterior que la derogue o sentencia 
que declare su inconstitucionalidad o ilegalidad.  
 
De modo que, en el hipotético caso en el que se ordene la inclusión de la bonificación judicial como 
factor salarial haciendo base de liquidación para prestaciones sociales y emolumentos salariales 
devengados por los funcionarios, no solo reflejaría una intervención directa en la facultad discrecional 
del legislador y del Gobierno Nacional al inaplicar lo dispuesto en el Decreto 0382 de 2013, sino que 
además se afectaría las normas particulares que regulan los diferentes factores percibidos por los 
servidores públicos, que igualmente son constitucional y legalmente válidas.  
 
 

4. CUMPLIMIENTO DE UN DEBER LEGAL  
 
La Fiscalía General de la Nación ha adelantado todas sus actuaciones en cumplimiento de un deber 
legal, pues como bien lo ha establecido la Constitución Política de Colombia las autoridades 
administrativas deben cumplir a cabalidad la ley; en el mismo sentido lo ha establecido la Ley 1437 de 
2011 – CPACA – en su artículo 10, así:  
 

“ARTÍCULO 10. DEBER DE APLICACIÓN UNIFORME DE LAS NORMAS Y LA JURISPRUDENCIA. Al 
resolver los asuntos de su competencia, las autoridades aplicarán las disposiciones 
constitucionales, legales y reglamentarias de manera uniforme a situaciones que tengan los 
mismos supuestos fácticos y jurídicos. (…)” (Negrilla fuera del texto) 

 
En complemento, el Consejo de Estado ha determinado que la proposición de “cumplimiento de un 
deber legal”, comprende:  
 

“Como se sabe, el estricto cumplimiento de un deber legal es una permisión con la que se declara 
ajustada al derecho la realización de ciertas conductas típicas llevadas a cabo por un agente en 
cumplimiento de lo dispuesto por el mismo ordenamiento jurídico.” (Negrilla y subrayado fuera 
del texto) 

 
Siendo así, es claro que la Entidad debe dar cumplimiento cabal de la ley y las normas que la regulen; 
para este caso en específico es de anotar que la Fiscalía General de la Nación actuó en cumplimiento 
del deber que se le impone, puesto que la promulgación del Decreto 0382 de 2013 obedece a la 
función que prevé la Constitución Política de que el Congreso debe “Dictar las normas generales, y 
señalar en ellas los objetivos y criterios a los cuales debe sujetarse el Gobierno para los siguientes efectos: 
(…)e) Fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso 
Nacional y la Fuerza Pública”21, en virtud de lo cual el Congreso de la República procedió a dictar la Ley 

 
21 Constitución Política de Colombia, Art. 150, numeral 19, literales e) y f).  
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4ª de 1992 en la que se determinan las diferentes normas, principios, criterios y objetivos a los que se 
debe ceñir el Gobierno Nacional a la hora de regular el régimen salarial y prestacional de los 
empleados públicos, en este caso los de la Fiscalía General de la Nación, con lo que se evidencia 
claramente la concreción del deber de colaboración y complementación entre las ramas del poder 
público establecido en el art. 113 de la C.P., pues el legislador conserva su facultad de regular las 
normas básicas, y mediante el Gobierno Nacional responder inmediatamente a los hechos o 
situaciones que se presenten en el ámbito laboral público22.  
 
Para el particular, luego de una serie de negociaciones entre el Gobierno Nacional y los 
representantes de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, se llegó al acuerdo final de 
que el Gobierno Nacional, en virtud de sus facultades y en cumplimiento de los criterios establecidos 
en la Ley 4ª de 1992, crearía una bonificación judicial con un carácter salarial restringido que solo 
tendría repercusiones en la liquidación de las cotizaciones al Sistema de Seguridad Social en Salud y al 
Sistema General de Pensiones, situación que se concretó con la promulgación del Decreto 0382 de 
2013 que regula la materia, y en lo sucesivo, con las actualizaciones año tras año de los valores por 
parte del Gobierno Nacional en cumplimiento de la Ley 4ª de 1992. 
 
Por lo tanto, al ser el Decreto 0382 de 2013 una norma claramente constitucional, legal y legítima, no 
solo en cuanto a la forma en la que se promulgó, pues obedece a las facultades que desde la misma 
Constitución se le otorgó al Gobierno Nacional, reguladas por los criterios señalados por el Congreso 
de la República; sino que también al mismo tiempo es producto de la facultad discrecional del 
legislador, en este caso del Gobierno Nacional, de limitar o restringir el carácter salarial de una 
retribución reconocida a un servidor.  
 
En conclusión, la Fiscalía General de la Nación, está en la obligación constitucional y legal de dar 
cumplimiento estricto a las normas que se han promulgado, como las que regulan la bonificación 
judicial reconocida a los funcionarios de esta Entidad, siendo claro que es una norma que goza de 
plena validez jurídica y presunción de legalidad, tanto por la forma como por el contenido de la 
misma, sin que sobre ella pese ninguna decisión de inconstitucionalidad, ilegalidad, o derogación.  
 
Bajo este entendido, es lógico y claro que la Entidad demandada emita actos administrativos en 
cumplimiento de este deber legal, sin que se le sea dado modificar de alguna forma la norma, la 
interpretación o la aplicación de la misma, y es por ello que si en efecto la norma principal – Decreto 
0382 de 2013 – goza de legalidad, pues los actos administrativos objeto de esta demanda al ceñirse 
estrictamente a lo contemplado en este decreto,  también son plenamente validos sin que se pueda 
declarar la nulidad sobre ellos.  
 

5. COBRO DE LO NO DEBIDO:  
 

Como ya se indicó, el Decreto No. 0382 de 2013, que contempla que la bonificación judicial, es 
plenamente legal, por lo tanto dicha circunstancia permite afirmar que a la totalidad de los 
funcionarios de la Entidad, se les han venido cancelando, conforme a las normas que los regulan, 
todos sus salarios y prestaciones, que se desprenden de la relación legal y reglamentaria sostenida 
con la Entidad, por lo que resulta claro que no hay suma adicional alguna a la que tengan derecho y 
que se les deba cancelar.  
 
Se  concluye entonces que la Fiscalía General de la Nación dio aplicación a lo que en materia salarial y 
prestacional debe seguirse para los servidores de la Fiscalía General de la Nación, de acuerdo con el 
régimen vigente, y en consecuencia a la Entidad que represento no le es dable entrar a reconocer lo 
que la ley no le concede.  
 
 

 
22 Corte Constitucional, C – 312 de 1997, Ibidem, 
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6. PRESCRIPCIÓN DE LOS DERECHOS LABORALES. 
 
Es de analizarse, sin que ello signifique aceptar derecho alguno, que en el caso hipotético en el que el 
Despacho considere procedente las pretensión de inaplicar el Decreto 0382 de 2013 bajo el entendido 
que la bonificación judicial constituya base para liquidar todas las prestaciones sociales y salariales, y 
acceda a la consecuente reliquidación y pago de ciertos derechos laborales, a la par esté debe 
analizar que a la fecha parte de dichos derechos se encuentran a todas luces prescritos en virtud de lo 
dispuesto en las siguientes normas:  
 

• Art. 102 del Decreto 1848 de 1969 
• Art. 151 del Código Procesal del Trabajo  
• Art. 488 del Código Sustantivo del Trabajo 

 
Por lo anterior en el presente caso se aplica la prescripción, al considerarse que el ejercicio de un 
derecho se extingue con el solo transcurso del tiempo de acuerdo a las condiciones descritas en las 
normas que para cada situación se dicten; en particular para el caso de derechos laborales la norma 
prevé que el plazo máximo para solicitar el reconocimiento de dichos derechos es de 3 años contados 
desde su exigibilidad.  
 
Además de lo anterior se observa que la norma permite interrumpir este término de prescripción 
extintiva con el simple reclamo del trabajador al empleador, sin embargo esta interrupción solo se 
dará por una sola vez y por un término igual, como lo prevé el Art. 94 del Código General del Proceso. 
 
En virtud de la normativa citada y para el sub lite, se debe tener en cuenta que la parte demandante 
solicito mediante derecho de petición, las pretensiones que en la presente se incoan, hasta el pasado 
16 de noviembre de 2018, es solo desde mentada fecha que se deberá analizar la interrupción de la 
prescripción de los derechos laborales, es decir que solo estarán vigentes a la fecha los derechos 
laborales que se hayan causado y sean exigibles desde 3 años atrás, a saber desde 16 de noviembre 
de 2015, puesto que todo lo causado y exigible con anterioridad se encuentra prescrito de pleno 
derecho en cumplimiento de la normativa laboral y ante la omisión de presentación de reclamación 
con anterioridad.  
 
En consecuencia, es procedente que el Despacho, en el eventual caso en que considere que es 
legítima la reclamación de la parte actora, declare prescritos los derechos que se hayan causado y se 
hayan hecho exigibles con anterioridad a 16 de noviembre de 2015, pues la interrupción de la 
prescripción dada por la presentación de la reclamación administrativa solo operó para mantener 
vigentes los derechos de la parte demandante desde dicha fecha.  
 
 

7. BUENA FE.  
 

Sin que implique reconocimiento de derecho alguno en favor de la parte demandante, esta 
excepción se propone en razón a que la Fiscalía General de la Nación ha actuado siempre de buena 
fe, teniendo en cuenta las normas legales vigentes, los principios aceptados por la Doctrina y la 
Jurisprudencia, por lo tanto solicito se exonere de cualquier condena. 
 

8. LA GENÉRICA 
 
Solicito a su Señoría que, en el evento de encontrarse acreditado cualquier hecho en el proceso que 
enerve las pretensiones del demandante, sea declarada la excepción correspondiente. 
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PRUEBAS 
 
 
Solicito al Despacho que se tengan en cuenta las pruebas aportadas por la parte demandante, 
teniendo en cuenta que son los mismos antecedentes administrativos que reposan en la Entidad. Lo 
anterior, a efectos de que se dé por cumplido lo dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 175 de la Ley 
1437 de 2011, y con el objetivo de cumplir con la política de Cero Papel implementada por la Entidad, 
como un compromiso con el medio ambiente y el desarrollo sostenible del país.  
 
No obstante lo anterior, me permito informar que esta apoderada remitió solicitudes formales de 
manera interna al Departamento de Personal de la Fiscalía General de la Nación con el propósito de 
que se aporten las documentales que sean diferentes a las ya allegadas por la parte demandante.  
 
Por otro lado, de manera más respetuosa, le solicito que si considera que se deben aportar los 
mismos antecedentes administrativos que ya fueran aportados por el demandante u otros 
documentos diferentes, de forma inmediata esta defensa estará presta a atender su solicitud.  
 
Respetuosamente solicito al Despacho, se ordene oficiar al Departamento de Personal de la Fiscalía 
General de la Nación, para que certifique la fecha de ingreso, cargo, asignación básica y ubicación 
actual, valores pagados por todo concepto; así como el régimen salarial que rige al demandante. 
 

FUNDAMENTACIÓN FÁCTICA Y JURÍDICA DE LA DEFENSA 
 

• DE LA APLICACIÓN DEL DECRETO 0382 DE 2013 Y RESPECTO DE LA NIVELACIÓN 
 
Sea lo primero advertir que la aplicación del Decreto 0382 de 2013 tiene como requisitos que: i) el 
régimen salarial y prestacional de  los funcionarios sea el dispuesto en el Decreto 53 de 1993, y que 
vienen rigiéndose por el Decreto 875 de 2012, es decir que se ciñan por la normatividad dispuesta 
luego de la expedición de la Constitución de 1991 y la creación de la Fiscalía General de la Nación, 
siendo claro que no se aplicará la bonificación judicial a quienes aún se encuentran con la escala 
salarial establecida con anterioridad; y ii) Que el funcionario permanezca en el servicio.  
 
Siendo así, es viable aclarar que si bien la nivelación salarial ordenada en el parágrafo del artículo 14 
de la Ley 4ª de 1992 no estaba sujeta a ningún referente porcentual para la nivelación y ajuste de las 
asignaciones salariales de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de 
la Nación, lo cierto es que el Gobierno Nacional, al dictar en el año 1993 los decretos que 
desarrollaron dicha disposición, otorgó incrementos que superaron en muchos casos el 100% del 
salario que devengaban tales servidores en el año inmediatamente anterior.  
 
De igual manera, debe anotarse que con la expedición de estos regímenes se eliminaron las 
dispersiones de ingreso salarial mensual preexistentes en estos organismos al amparo del anterior 
régimen; con lo que se acató plenamente la disposición contenida en la Ley 4ª de 1992 respecto del 
estudio de nivelación de las remuneraciones mensuales correspondientes a empleos de igual 
naturaleza y complejidad funcional. 
 

• DE LAS NEGOCIACIONES COLECTIVAS Y LOS ACUERDOS QUE GENERARON LA 
BONIFICACIÓN JUDICIAL  

 
Es necesario resaltar que el Decreto 382 de 2013, tuvo su origen en un acuerdo de voluntades, fruto 
de las negociaciones del Gobierno Nacional con las asociaciones sindicales de la Rama Judicial y de la 
Fiscalía General de la Nación, las cuales, fueron integral y ampliamente debatidas por las distintas 
partes, como lo demuestran las más de 26 actas de las reuniones de negociación celebradas para el 
efecto, dando lugar finalmente a la expedición del Decreto debatido. 
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En torno a la viabilidad de la negociación colectiva entre el Estado y las asociaciones sindicales de 
empleados públicos, resultan reveladores los siguientes apartes de la Sentencia C-1234 de 2005, M.P: 
Dr. Alfredo Beltrán Sierra, veamos:  

 
“De conformidad con lo expuesto, a modo de resumen se tiene: (…) (iv) los empleados públicos si 
bien no gozan de los plenos derechos de asociación y convención colectiva,  como ocurre con los 
trabajadores oficiales, la Constitución y los Convenios sí les permiten participar en la 
determinación de sus condiciones de empleo, siempre y cuando se entienda que en última 
instancia, la decisión final corresponde al Congreso de la República y al Presidente, en el plano 
nacional, y a las asambleas, concejos, gobernadores y alcaldes, en el plano territorial; (v) que los 
objetivos de la negociación colectiva se centran en la concertación voluntaria y libre de las 
condiciones de trabajo, en la necesidad del diálogo encaminado a afianzar el clima de 
tranquilidad social, en la participación de todos en las decisiones que los afectan, en la defensa 
de los intereses comunes, en la garantía de ser oídos y atendidos los  representantes de las 
partes; (vi) que el concepto de empleados públicos excluidos del derecho de sindicalizarse es 
restringido.” (Negrilla fuera del texto). 
 

Con lo anterior es preciso concertar dos reflexiones, así: i) La negociación colectiva, ya sea en el plano 
privado o el público, tiene como objetivo único el de acordar mejoras en las condiciones de empleo de 
los trabajadores, por lo tanto los únicos limites a dicha negociación resultan ser los mínimos o 
máximos legales establecidos, como horas máximo de trabajo o el salario mínimo legal mensual 
vigente, lo que implica que de dicho límite en adelante se podrá pactar por las partes en conflicto lo 
que consideren prudente y de la forma en que así lo convengan, pues la negociación colectiva tiene 
como principio fundante la libertad de que cada parte exprese su voluntad y finalmente llegar a un 
acuerdo que satisfaga las dos partes; y ii) igualmente, en el ámbito exclusivo del sector público, si bien 
se reconoce el derecho a los empleados públicos de negociar colectivamente, esto no es óbice para 
que los mismos puedan afectar el funcionamiento de una entidad pública y perturbar el interés 
general, pues finalmente quien tiene la facultad de adoptar la decisión que se concerté es el legislador 
o el creador de la norma, atendiendo criterios de sostenibilidad fiscal.  
 
En este sentido, se considera importante acudir a los criterios expuestos por la OIT en el documento 
“La negociación colectiva en la administración pública, un camino a seguir”, Conferencia Internacional 
del Trabajo, 102ª, reunión, 2013, en el cual consideró el organismo internacional que:  
 

“(…) 228. La legitimidad de la negociación colectiva queda reforzada además en la medida en que 
aquellos que deben soportar las consecuencias negativas de ciertas cláusulas de los acuerdos 
colectivos las han aceptado (a través de sus representantes) en el marco de un proceso de 
concesiones recíprocas entre las partes. Al mismo tiempo, los funcionarios públicos ocupan una 
posición especial y única en la elaboración del presupuesto dado la parte importante de las 
finanzas públicas que se les destina. Además, afrontan desafíos inusuales en la formación de 
coaliciones políticas debiendo protegerse de las presiones que resultan de imperativos económicos 
reales o supuestos. Estos factores refuerzan la opinión según la cual los funcionarios públicos 
deben tener acceso a mecanismos de negociación colectiva en base a su estatuto principal de 
empleados y a su estatuto de ciudadano o votante. 
(…) 

 
- El gasto público — incluidas las remuneraciones de los funcionarios — requiere la aprobación 

previa de las secciones correspondientes del presupuesto del Estado (y de los Estados 
federales) por la asamblea legislativa; los presupuestos de los entes territoriales también son 
aprobados por órganos públicos. Por otra parte, el gasto público es controlado por órganos 
especiales de supervisión del Estado, que en caso de infracción pueden promover 
procedimientos sancionatorios. En este sentido, la negociación colectiva en la administración 
pública está condicionada por diferentes motivos por los procesos presupuestarios y su 
lógica. (…) 
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- Debido al impacto de las remuneraciones de los empleados públicos en el nivel de la deuda 

pública (por ejemplo, en 2011, en los países de la Unión Europea, las remuneraciones del sector 
público equivalían al 22,1 por ciento del gasto público total), durante el proceso de 
negociación de las remuneraciones de los funcionarios públicos, las autoridades exponen los 
lineamientos de la política económica del Gobierno y los retos macroeconómicos, en vista de 
que los ingresos del Estado no dependen principalmente de los beneficios económicos y de 
las ganancias — como en el caso de las empresas — sino de los impuestos, y de que las 
autoridades deben rendir cuentas de su gestión ante los ciudadanos.” (Negrilla fuera del 
texto) 

 
Comprendida la naturaleza de la negociación colectiva y sus límites, debe  ser claro que en el presente 
caso la bonificación judicial establecida en el Decreto 382 de 2013, norma que se solicita inaplicar, 
responde a un proceso de negociación colectiva adelantado entre el Gobierno Nacional, como 
“empleador” o “regulador del régimen salarial y prestacional de los servidores públicos”, y los 
representantes de las agremiaciones sindicales de la Fiscalía General de la Nación y la Rama Judicial, 
quienes durante el proceso de negociación colectiva y en el acuerdo final estuvieron plenamente de 
acuerdo con que la naturaleza de la bonificación judicial como factor salarial únicamente aplicara para 
la “base de cotización al sistema general de pensiones y al sistema general de seguridad social en salud”, y 
por lo tanto no es plausible que luego de llegar a la concertación final y del transcurso de algunos años 
de su aplicación se desconozcan los acuerdos logrados y se pretenda modificar por otras vías 
administrativas o judiciales un acuerdo que cuenta con plena validez legal.  
 
Es tanto así que la voluntad de los propios funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía 
General de la Nación designados para participar en la referida negociación, se plasmó en el Acta de 
Acuerdo del 6 de Noviembre de 2012, continuada mediante el Acta No. 25 del 8 de enero de 2013, 
determinando que la distribución realizada el Decreto 382 de 2013 garantizó los criterios de equidad, 
gradualidad y proporcionalidad de los ingresos totales de sus respectivos servidores, así como la 
jerarquía y complejidad funcional de los empleos. 
 
Pues se observa que a lo largo de las reuniones de la Mesa Técnica Paritaria instituida para dar 
cumplimiento al Acuerdo del 6 de noviembre de 2012, se consideraron dos alternativas a efectos de 
aplicar la nivelación salarial, así:  
 

“1. Una primera propuesta presentada, parte de la estimación los valores de ingreso adicional 
anual para cada denominación de empleos de Rama Judicial y Fiscalía General de la Nación, de 
conformidad con los parámetros genérales inicialmente previstos y tal  valor se asigna así: (…); y 
ii) a los empleados de Rama Judicial y Fiscalía General de la Nación se aplica a la asignación 
básica. Esta alternativa plantea la afectación de los recursos globales con el costo derivado de 
prestaciones y demás gastos asociados a la nómina. 
 
2. Una segunda propuesta surge como alternativa a la inicial, en la que se estiman los valores de 
ingreso adicional anual por empleo y el valor total se agrega a título complemento a todos los 
servidores de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación; esto es, funcionarios y 
empleados. Tal beneficio o complemento que aumenta el ingreso total debe ser de pago 
mensualizado, considerarse como ingreso mensual del servidor para efectos tributarios y tener 
efecto salarial para la cotización en salud y pensiones, a semejanza del beneficio otorgado a los 
Magistrados de Tribunal en relación con la bonificación de compensación.23” (Negrilla fuera del 
texto) 

 
Opciones que finalmente luego de la correspondiente concertación de la Mesa Técnica paritaria  se 
estableció en el Acta No. 25 del 8 de enero de 2013, lo siguiente: 

 
23 Mesa Técnica Paritaria para cumplimiento del Acuerdo suscrito el día 6 de noviembre de 2012, Acta No 22 de 
2012, 20 de diciembre de 2012.  
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“Esta revisión definición de valores de ingresos adicional por año, corresponde a los criterios de 
equidad, gradualidad, proporcionalidad de los ingresos totales de los servidores, la jerarquía y 
complejidad funcional de los empleos. 
 
Igualmente, se preserva que el incremento del ingreso anual de los funcionarios y empleados se 
determinará en un monto de reconocimiento adicionado anualmente progresivo durante seis (6) 
años, a título de complemento (o denominación que determinen las autoridades competentes) el 
cual tendrá un reconocimiento de carácter mensual y el cual tendrá carácter salarial sólo para 
efectos de contribución de pensiones y salud, tal como se viene aplicando a la prima especial de 
servicios para Magistrados de las Altas Cortes  y a la bonificación por compensación para 
Magistrados de Tribunal.” (Negrilla fuera del texto). 

 
Entonces, es claro que: i)  la bonificación judicial creada mediante el Decreto 0382 de 2013 es 
producto de un Acuerdo logrado mediante negociación colectiva que desarrolla los Convenios de la 
OIT y la jurisprudencia constitucional que reconoce la posibilidad de que los servidores públicos 
intervengan en la definición de sus “condiciones de empleo”, sin que se alteren los mínimos legales, 
pues en este caso lo que ocurrió fue la concesión de una retribución adicional que antes no existía; y 
ii) que dicha bonificación adicional a su vez se creó sobre la base de unos recursos específicos que 
destino el Gobierno Nacional para cubrir los efectos de dicha concertación, atendiendo el mandato 
constitucional de sostenibilidad fiscal.  
 
Por lo que se concluye que en conjunto, las autoridades y los propios representantes sindicales 
negociaron, concertaron y aprobaron la fórmula salarial finalmente plasmada en el Decreto 382 de 
2013, así como el establecimiento de que la bonificación judicial solo constituiría factor salarial para la 
“base de cotización al sistema general de pensiones y al sistema general de seguridad social en salud”, 
asegurando con ello la concertación de lo pretendido por ambas partes del conflicto laboral, por lo 
que no resulta plausible ni leal, que con el paso de los años se pretenda desconocer los acuerdos 
alcanzados en virtud de la negociación colectiva, más aún que están plasmados en una norma legal y 
con plena vigencia en la actualidad. 
 
Ahora bien, si la parte demandante considera que los negociadores designados por la Rama Judicial y 
la Fiscalía General de la Nación no cumplieron a cabalidad con sus compromisos, no es precisamente 
la acción de simple nulidad (art. 137 Ley 1437/11) o de nulidad y restablecimiento del derecho (art. 138 
Ley 1437/11) el escenario propicio o adecuado para descalificarlos, ni tampoco para pretender 
desconocer los acuerdos finalmente alcanzados, sino por el contrario se debió demandar la legalidad 
y constitucionalidad del Decreto No. 382 de 2013 mediante una Acción de Inconstitucionalidad. 
 
 
 

• EN CUANTO A LA EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
 
Para el caso del Decreto 0382 de 2013, que contiene y crea la bonificación judicial, se ha observado 
que cumple con todos los parámetros necesarios para determinar que es plenamente constitucional 
tanto el plano formal como material o sustantivo, es decir en la forma en la que fue promulgado, 
como en su contenido.  
 
Por lo tanto, es importante precisar que:  

• Sobre el Decreto 0382 de 2013 hasta la fecha no ha sido sujeto de ningún tipo de declaratoria 
de ilegalidad, de inconstitucionalidad o en el que anule su ejecutoriedad, por lo que la norma 
en mención es completamente legal y goza de plenos efectos jurídicos. Igualmente la norma, 
es totalmente clara en cuanto prevé un ámbito de acción determinado, los funcionarios que 
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beneficia, los valores que deberán ser cancelados y la restricción del carácter salarial 
constitucional, con lo que se evidencia que no se contienen vacíos jurídicos.  

• La norma estudiada atiende totalmente los parámetros constitucionales así: i) sostenibilidad 
fiscal Art. 334 de la C.P.; ii) sostenibilidad del sistema financiero Art. 48 de la C.P.; iii) contiene 
el análisis de la política económica del país; iv) responde a la prevalencia del intereses general 
del Art. 1 de la C.P.; v) al cumplimiento de los fines esenciales del Estado Art. 2 de la C.P.; y vi) 
atiende los criterios y objetivos de la Ley 4ª de 1992. Siendo así el Decreto 0382 de 2013 una 
norma ajustada  la visión general e integral de la Constitución.  

 
En conclusión tanto con las anteriores precisiones como con todos los fundamentos antes 
desarrollados y señalados, se observa que de ningún modo se puede categorizar al Decreto 0382 de 
2013 como una norma inconstitucional o ilegal, por lo que no es factible que el juzgador aplique la 
excepción de inconstitucionalidad, a toda luces improcedente. 
 
En este orden, teniendo en cuenta todos los argumentos esbozados en esta contestación, esta 
Entidad considera que las pretensiones planteadas por la parte demandante están llamadas a 
fracasar. 

ANEXOS 

Acompaño esta contestación con los documentos que se señalan a continuación:  
1.- Poder debidamente conferido.  
2.- Documentos que soportan la representación legal de la Entidad. 

NOTIFICACIONES 

Las recibiré en la Diagonal 22 B No. 52 - 01, Bloque C – Piso 3, Bogotá, Oficina Jurídica de la Fiscalía 
General de la Nación o en el siguiente correo electrónico jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co; 
erick.bluhum@fiscalia.gov.co 
 
Cordialmente,  
 

 
  
ERICK BLUHUM MONROY 
C.C. No. 80.871.367 de Bogotá  
T.P. No. 219.167 del C. S de la J.  
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DEAJALO22-7143

Bogotá D. C., 18 de julio de 2022

Doctor
Juez/Conjuez 17 Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
quintero_andressolonabogados@hotmail.com
E.S.D.

Referencia:  Expediente: 110013335017202000278-00
Naturaleza: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 
Demandante: NATALIA IVONNE PÉREZ PUYANA
Demandado: NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

Jhon F. Cortés Salazar, identificado civil y profesionalmente como aparece al pie de mi
firma, en mi condición de apoderado de la NACIÓN - RAMA JUDICIAL en el proceso de
la referencia, de conformidad con el poder conferido por la Directora de la División de
Procesos de la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de Administración
Judicial, quien tiene delegada la función de representación judicial y extrajudicial de la
entidad, la cual fue otorgada mediante Resolución No. 5393 del 16 de agosto de 2017, de
manera respetuosa me permito presentar, dentro del término legal establecido,
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, bajo los argumentos que se pasan a exponer:
 

I. A LAS PRETENSIONES
 

Me opongo a todas las declaraciones y condenas solicitadas en el líbelo de la demanda, y
solicito se absuelva de las mismas a la Entidad que represento, declarando probadas las
excepciones que se proponen en el acápite correspondiente. 
 

II. A LOS HECHOS
 
En relación con los hechos, la entidad demandada únicamente acepta los relativos a los
cargos desempeñados por la parte actora en la Rama Judicial, así como los extremos
temporales que se encuentren debidamente soportados documentalmente.  
 
Así mismo, se aceptan los relacionados con la presentación de la petición en sede
administrativa, la expedición del acto que hoy emerge como acusado, y el trámite de
conciliación prejudicial, adelantado ante la Procuraduría General de la Nación. 
 
Frente a los demás hechos presentados en la demanda, es pertinente advertir al
Despacho que se tratan de enunciaciones normativas, jurisprudenciales y apreciaciones
subjetivas de la parte actora. 

III. PROBLEMA JURÍDICO
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El problema jurídico consiste en determinar si la Bonificación Judicial del Decreto 383 de
2013, debe ser reconocida como factor salarial con las consecuencias prestacionales
incluidas las cesantías y los intereses de cesantías de la mencionada bonificación
mensual como salario; así también es pertinente reiterar si la sanción moratoria aplica en
caso de ser reconocida la mencionada Bonificación como factor salarial.

Para lo cual es claro para esta defensa, desarrollándose en el presente escrito de
contestación, que:

• A la reliquidación del auxilio de cesantías, no se le aplica sanción moratoria de
conformidad con las sentencias del Consejo de Estado, la Corte Suprema de
Justicia - Sala Laboral y el Tribunal Administrativo de Cundinamarca.

• No se debe incurrir en el error de no diferenciar el pago de la reliquidación del
auxilio de cesantías con el pago tardío de dicho auxilio de cesantía.

• la sanción moratoria, "sólo será aplicable cuando el derecho a la cesantía y los
ingredientes que lo conforman no se encuentren en litigio, es decir, cuando no
exista discusión entre las partes, pues lo que se sanciona es la negligencia de la
entidad en efectuar los trámites tendientes a la satisfacción de la obligación.
Pero si la entidad, con razones jurídicamente admisibles, argumenta la inexistencia
del derecho y, previendo el pago de sumas a las que no existe el derecho, deja a
disposición del administrado la vía judicial, no parece justo que se le impute mora
en el pago..." (Subrayas fuera del texto).

IV. RAZONES DE LA DEFENSA
 

1. RESUMEN DEL CASO

En la demanda la parte actora solicita se ordene a la Dirección Ejecutiva de
Administración Judicial reliquidar y pagar de manera retroactiva, indexada y con los
respectivos intereses moratorios y sanciones por la mora en el pago, el reajuste de la
asignación mensual y de todas las prestaciones sociales recibidas desde el año 2013
hasta que se haga el reajuste y en adelante, en virtud de la bonificación judicial mensual
reconocida mediante el Decreto No. 0383 de 6 de marzo de 2013, como remuneración
con carácter salarial, con las consecuencias prestacionales incluidas las cesantías e
intereses a las cesantías de esta bonificación mensual como salario. 
 

2. FUNDAMENTO LEGAL
 
De acuerdo con lo consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la
Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial
y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la
fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores
oficiales. 
 
En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992,
mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional, sin restricción alguna, para fijar el
régimen salarial y prestacional de los del Congreso Nacional y de la Fuerza Pública y
para la fijación de las prestaciones empleados públicos, entre estos los de la Rama
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Judicial, la Fiscalía General de la Nación, los miembros sociales de los Trabajadores
Oficiales, para lo cual debe tener en cuenta, entre otros, los siguientes objetivos y
criterios: El respeto de los derechos adquiridos tanto del régimen general, como de los
especiales; La sujeción al marco general de la política macro económica y fiscal; La
racionalización de los recursos público y su disponibilidad; El nivel de los cargos en
cuanto a la naturaleza de las funciones, sus responsabilidades y las calidades exigidas
para su desempeño.   
 
De manera que es en virtud de la Constitución Política de 1991 y lo establecido en la
citada Ley que la potestad para fijar los estipendios salariales y prestacionales de los
servidores públicos radica única y exclusivamente en el Gobierno Nacional. 
 
Así pues, nace el Decreto 0383 del 6 de marzo de 2012, “Por el cual se crea una
bonificación judicial para los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal
Militar y se dictan otras disposiciones”, normativa que estableció lo siguiente: 
 

“…ARTÍCULO 1. Créase para los servidores de la Rama Judicial y de la Justicia Penal
Militar a quienes se les aplica el régimen salarial y prestacional establecido en los Decretos
57 y 110 de 1993, 106 de 1994, 43 de 1995 y que vienen rigiéndose por el decreto 874 de
2012 y las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación judicial, la cual
se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor salarial para la base de
cotización al Sistema General de Pensiones y al Sistema General de Seguridad
Social en Salud.”(Se destaca) 

En iguales términos fue regulado por el Decreto 384 de 2013 “por el cual se crea una
bonificación judicial para los servidores públicos de la Dirección Ejecutiva de
Administración Judicial y las Direcciones Seccionales de la Rama Judicial y se dictan
otras disposiciones”, y por los Decretos 1269 de 2015 y 246 de 2016.

La bonificación judicial se reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá
mensualmente, mientras el servidor público permanezca en el servicio. 
 
Los Decretos 383 de 2013, 384 de 2013, 1269 de 2015 y 246 de 2016 instituyeron
también, cada uno en su respectivo artículo 3º, la siguiente previsión legal: 
 

“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o
prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo
establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición en contrario
carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. …” (Subrayas propias). 

 
Consecuencia de las normas precitadas, es que por expreso mandato legal la
Bonificación Judicial constituye  factor  salarial  únicamente  para  efectos  de 
constituir  la  base de cotización al  Sistema  General  de  Pensiones  y  al  Sistema 
General  de  Seguridad  Social  en Salud, a lo que se agrega que la modificación, ajuste
o variación de las normas que consagran  dicho concepto es de la exclusiva competencia
de Gobierno Nacional, como lo evidencian los decretos expedidos por el Ejecutivo para
ajustar el monto de la referida Bonificación en las vigencias 2015 y 2016, quedando por lo
tanto resuelta de plano la pretensión del interesado concerniente a “…ajustes
equivalentes al IPC del 02%…”.  
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3. PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES DE LEGALIDAD Y DE

CONSTITUCIONALIDAD QUE AVALAN EMOLUMENTOS LABORALES SIN
CARÁCTER SALARIAL

El Consejo de Estado en sentencia del 19 de  junio de 2008, Radicación número: 11001-
03-25-000-2006-00043-00 (0867-06), Actor: PABLO J. CACERES CORRALES,
Consejero ponente: Dr. JAIME MORENO GARCIA, ratificó el carácter NO SALARIAL de
la Bonificación de Actividad Judicial creada por el Decreto No. 3131 del 08 de septiembre
de 2005, para Jueces de la República y otros funcionarios, providencia en la que se indicó
que las normas que fueron acusadas en el momento en que señalaron que dicha
bonificación al señalar que no tendría carácter salarial ni prestacional, no desconocieron
ningún derecho adquirido ni violaron las disposiciones constitucionales y legales, que
sustentó el demandante en la demanda, ya que precisamente fue creada como una suma
adicional al salario, por lo que en ningún momento existió una desmejora del mismo.
 
Es así que, el legislador está facultado por la propia Constitución para fijar los estipendios
salariales y prestacionales de los servidores públicos, puesto que tiene libertad para
disponer qué determinados emolumentos se liquiden sin consideración al monto total del
salario del servidor judicial, es decir, que cierta parte del salario no constituya factor para
liquidar algunos conceptos de salario, resultando en consecuencia que bajo ese
presupuesto el ordenamiento que instituyó la Bonificación Judicial de ninguna manera
podría considerarse como inconstitucional, ilegal o violatorio de pactos internacionales. 
 
Por su parte, La Corte Constitucional, máximo intérprete de la Constitución en sentencia
C-279 de 1996 declaró exequible el artículo 14 de la Ley 4° de 1992 en su redacción
original, que determinaba que la prima especial allí creada no tendría carácter salarial
para ningún efecto, en razón de la libertad de configuración del legislador. Para el efecto
tuvo en cuenta la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 12 de febrero de 1993
(radicación 5481), cuando al referirse a la interpretación de los arts. 127 y 128 del Código
Sustantivo del Trabajo, en vigencia de la Ley 50 de 1990, expuso que aun cuando
habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular prestaciones e
indemnizaciones, ello no impide que el legislador disponga que alguna prestación social o
indemnización se liquide sin el monto total del salario del trabajador, es decir, que se
incluyan ciertos factores. Y, concluyó en la providencia que el legislador al determinar que
algunas primas no tengan carácter salarial, en ningún momento lesiona los derechos del
trabajador.
 
Al año siguiente, en la sentencia C-444 de 1997 la Corte Constitucional declaró exequible
que la Ley 332 de 1996 al modificar el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, le diera efecto a
dicha prima exclusivamente para liquidar la pensión y que se excluyera a quienes ya
estaban pensionados. 
 
Seis años después, en la sentencia C-681 de 2003 la Corte Constitucional declaró
inexequible la expresión "sin carácter salarial" del artículo 15 de la Ley 4 de 1992, por
violación del principio de igualdad de los funcionarios del artículo 15 con los funcionarios
del artículo 14, a quienes se les tiene en cuenta para cotizaciones y liquidación de la
pensión por la modificación que en tal sentido introdujo la Ley 332 de 1996 al artículo
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14, pero de ningún modo porque se haya considerado que existe el derecho
constitucional a que todo pago salarial sea base de liquidación de prestaciones. 

Igualmente, y más recientemente, la Corte Constitucional en sentencia SU-395 de 2017,
reiteró: “…no existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que
rigen la materia o en la recta razón, que impida al legislador disponer que
determinada prestación social o indemnización se liquide sin consideración al
monto total del salario del trabajador, esto es, que se excluyan determinados
factores no obstante su naturaleza salarial, y sin que pierdan por ello tal carácter…
Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido que “el legislador conserva una cierta
libertad para establecer, que componentes constituyen, o no salario, así como la de definir
y desarrollar el concepto de salario, pues es de su competencia desarrollar la
Constitución.”
Igualmente y en lo relacionado a la vulneración de los derechos adquiridos, la Corte
Constitucional en la sentencia No. C-410-97 del 28 de agosto de 1997, Magistrado
Ponente, doctor HERNANDO HERRERA VERGARA, expresó, entre otros que los
derechos adquiridos son aquellas situaciones individuales y subjetivas que se han
consolidado y definido bajo la vigencia de la ley, por lo tanto, se encuentran garantizados,
de tal manera que no pueden ser desconocidos por situaciones futuras; sin embargo, las
simples expectativas son diferentes al derecho adquirido, ya que se tratan de aquellas
probabilidades o esperanza de obtener algún día un derecho, por lo que pueden ser
modificadas por el legislador.
  
Así las cosas y teniendo en cuenta lo expresado por la H. Corte Constitucional en la
sentencia citada en precedencia, y la filosofía del legislador con la expedición de los
Decretos 383 y 384 del 6 de marzo de 2013, claramente expuesta por el Alto Tribunal
Constitucional, se tiene que a la parte demandante no se le ha vulnerado derecho
adquirido alguno, en consideración a que el derecho que reclama, ha sido creado por el
Gobierno Nacional hasta en los Decretos en cita, razón por la que no hacía parte de su
patrimonio antes de la expedición del mismo, por lo tanto, no le ha sido arrebatado o
vulnerado, pues es a partir de la creación de este concepto salarial y seguidos los
lineamientos del ejecutivo como órgano competente en su expedición, que se entró a
liquidar y a devengar este concepto. Hasta allí era una expectativa y empezó a formar
parte de su patrimonio como lo previó el legislador, sin carácter de factor de salario para
liquidar sus prestaciones sociales, así nació y así lo concertaron las partes, Rama
Judicial, ASONAL y el ejecutivo, luego entonces, no se violó algún derecho adquirido y no
hay lugar a cancelar diferencia prestacional alguna a título de Bonificación Judicial al
funcionario judicial. 
 
Es por ello que el Gobierno Nacional no desconoce o lesiona los derechos reclamados,
pues los derechos adquiridos son intangibles, y para el caso en estudio, la Bonificación
Judicial creada en los Decretos 383 y 384 de 2013, fue el producto de una reclamación
salarial a través del paro judicial, que hasta ese momento, era una mera expectativa o
esperanza de obtener un derecho, susceptible de ser modificada discrecionalmente por el
Gobierno Nacional y que a la postre, se configuró con la expedición de la norma
precitada.   
 

4. DE LA EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
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La parte actora en la demanda, solicita sea declarada la excepción de
inconstitucionalidad, la cual, constituye un mecanismo otorgado a los funcionarios
públicos y a la jurisdicción, para amparar tanto a la Constitución como a los particulares,
cuando se ven comprometidos sus derechos fundamentales o constitucionales por la
aplicabilidad de una norma legal vigente, pero como la norma no señala cual es el juez
competente para conocer de los procesos en los que se propone dicha excepción.

La Corte Constitucional en la Sentencia de tutela T-006 del 17 de enero de 1994,
Expediente No. T-20850, Magistrado Ponente: VLADIMIRO NARANJO MESA, frente a la
excepción de inconstitucionalidad expresó que, si el Juez encuentra fundada “la demanda
de inconstitucionalidad, dejará de aplicar la ley, pero únicamente para quien lo solicitó.  Al
contrario de lo que sucede en la acción de inconstitucionalidad, la ley conserva su eficacia jurídica,
es decir, no se anula, y por consiguiente podrá ser aplicada posteriormente, siempre  que  no  se 
le  oponga  la  excepción  de  inconstitucionalidad. El  objeto  de  la excepción no es pues
la anulación,  sino la no aplicación de la ley en el proceso establecido.” Y, agregó: la excepción
sólo puede  imponerla la parte interesada dentro del litigio, y no produce efectos sino respecto de
ella, es decir, individuales. Por otra parte, a diferencia de la acción, la excepción de
inconstitucionalidad no requiere de tribunales especiales, sino que puede ser conocida por los
tribunales ordinarios.” 
 
Esta posición jurisprudencial la reafirmó la Corte Constitucional en la sentencia de tutela
T-150 de 19951. 
En consecuencia, se deduce, que la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y sus
Seccionales, como autoridades administrativas, agentes del Estado y garantes del
principio de legalidad, están sometidas al imperio de la ley y obligadas a aplicar el
derecho vigente al tenor literal de su redacción, dándole estricto cumplimiento, pues no
tiene facultad para interpretar las leyes e inaplicarlas, en razón a que son los Jueces en
sus respectivos fueros, a través de sus sentencias, los que tienen esa potestad.  
 
Corolario de lo anterior y teniendo en cuenta lo preceptuado por el Art. 3° del Decreto 383
de 2013, por medio de la cual se adujo: 
 

“…ARTÍCULO 3o. Ninguna autoridad podrá establecer o modificar el régimen salarial o
prestacional estatuido por las normas del presente decreto, en concordancia con lo
establecido en el artículo 10 de la Ley 4ª de 1992. Cualquier disposición en contrario
carecerá de todo efecto y no creará derechos adquiridos. …” (Subrayas propias). 

En los mismos términos está regulado en el artículo 2 del Decreto 384 de 2013.

Tampoco le es dable a la Administración acceder a la inaplicación por
inconstitucionalidad, pues al realizarlo se modificaría el régimen salarial y prestacional de
los servidores beneficiarios del Decreto 0383 de 2013 o del Decreto 0384 de 2013,
competencia atribuible única y exclusivamente al Gobierno Nacional. 
1 “…La Corte ha tenido oportunidad de referirse al tema y sobre el particular, ha manifestado:
"El artículo 4º de la Constitución consagra, con mayor amplitud que el derogado artículo 215 de la codificación anterior, la
aplicación preferente de las reglas constitucionales sobre cualquier otra norma jurídica. Ello tiene lugar en casos concretos y
con efectos únicamente referidos a éstos, cuando quiera que se establezca la incompatibilidad entre la norma de que se
trata y la preceptiva constitucional. Aquí no está de por medio la definición por vía general acerca del ajuste de un precepto
a la Constitución -lo cual es propio de la providencia que adopte el tribunal competente al decidir sobre el proceso iniciado
como consecuencia de acción pública- sino la aplicación de una norma legal o de otro orden a un caso singular.”
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Sumado a lo anterior, no se avizora vicio de constitucionalidad alguno en la disposición en
cita que regula la Bonificación Judicial, toca vez que, como se indicó en el acápite
anterior, variada y reiterada jurisprudencia de la Corte Constitucional ha admitido que
resulta ajustado a la Constitución Nacional el que el Gobierno Nacional establezca que
ciertos emolumentos salariales no tengan carácter salarial, pues ello es válido dentro de
su libertad de configuración, máxime porque las condiciones en que fue creada tal
Bonificación surgieron a partir de un acuerdo colectivo que el Gobierno hizo con las
organizaciones sindicales de la Rama Judicial.
 
De manera que no hay lugar a inaplicar por inconstitucional la expresión “constituirá
únicamente factor salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y
al Sistema General de Seguridad Social en Salud.", contenida en el artículo primero de
los Decretos N° 0383 y 0384 de 2013, en el entendido de que la bonificación judicial debe
constituirse en factor salarial para todas las consecuencias legales que comporte, se
debe destacar que la Administración Judicial ha venido aplicando correctamente el
contenido del Decreto 383 de 2013 y del Decreto 384 de 2013, en cumplimiento además
de la formalidad consagrada en su artículo 3º y 2º, respectivamente, citado textualmente
en párrafos anteriores, razón por la que solicito señor Conjuez, niegue las pretensiones
de la demanda y confirme la legalidad de los actos administrativos enjuiciados, proferidos
por la Dirección Seccional de Bogotá y Ejecutiva de Administración Judicial, de lo
contrario estaría desacatando el ordenamiento legal vigente. 
 
Por otra parte, en la sentencia SU-132 de 2013, la Corte Constitucional señaló que la
inaplicación por inconstitucionalidad es una herramienta se usa con el fin de proteger, en
un caso concreto y con efecto ínter partes, los derechos fundamentales que se vean en
riesgo por la aplicación de una norma de inferior jerarquía que, de forma clara y evidente,
contraría las normas contenidas dentro de la Constitución Política.  
 
Por tanto, la única posibilidad que tiene la administración de apartarse de las normas es
cuando no son claras y abiertamente inconstitucionales, situación que no ocurre en
el presente caso, como quiera que los Decretos 383 y 384 de 2013, que crearon la
Bonificación Judicial y regulan su liquidación están vigentes, y es en virtud del principio de
legalidad contemplado en el artículo 6 de la Carta Política, que como autoridad
debe acatarlos y cumplirlos, hasta tanto no haya sido anulada o suspendida estas normas
en sus efectos por la Jurisdicción en lo Contencioso Administrativo, máxime cuando de su
lectura no se genera duda con respecto a la interpretación y alcance del mismo.    
 
En tal virtud, solicito no acceder a  las pretensiones de la demanda en el sentido de incluir
en la liquidación de las prestaciones sociales de los beneficiarios de la Bonificación
Judicial el valor por ésta reconocido como factor de salario (y la cual sólo se debe tomar
para los aportes a los sistemas de salud y pensión) y que hoy surgen de la interpretación
errada que el servidor judicial tiene de la norma, pues como autoridad administrativa y
guardadora del principio de legalidad, a la Administración Judicial le corresponde acatar
estrictamente el ordenamiento legal vigente, sin que le sea posible interpretarlo
o inaplicarlo, en razón a que son los Jueces en sus respectivos fueros a través de sus
sentencias los que tienen tal potestad 
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Por lo anterior, no hay lugar a acceder a las pretensiones formuladas por la parte
demandante, toda vez que al hacerlo, comportaría la modificación del régimen salarial ya
establecido en la ley por la autoridad competente, facultad que no nos está dada. 
 

5. NATURALEZA DE LA SANCIÓN MORATORIA – CONSIGNACIÓN DEFICIENTE DE
LAS CESANTÍAS – NUMERAL 3RO. ARTÍCULO 99 LEY 50 DE 1990

 Carácter indemnizatorio o sancionador

Es importante diferenciar que se habla de indemnización cuando son perjuicios causados
al afectado, y de sanción cuando se impone un castigo a quien incumple un mandato legal
o una obligación.

Inicialmente la figura de salarios caídos fue consagrada en el Código Sustantivo del
Trabajo en su artículo 65, como una indemnización por falta de pago, sin limitación
temporal alguna, articulo que señala que “Si a la terminación del contrato, el empleador no
paga al trabajador los salarios y prestaciones debidos, salvo los casos de retención autorizados por
la ley o convenidos por las partes, debe pagar al asalariado, como indemnización, una suma igual
al último salario diario por cada día de retardo”.

Con la expedición de la ley 50 de 1990, norma que acusa violada el actor, se estableció en
el numeral 3º del artículo 99:

3a. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del
año siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el
mismo elija. El empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario
por cada día de retardo.

Posteriormente la Ley 789 de 2002, en su artículo 29, introdujo serías modificaciones al
artículo 65 del C.S.T. limitando el término máximo de sanción a 24 meses para quienes
ganaban más de un salario:

1. Si a la terminación del contrato, el empleador no paga al trabajador los salarios y
prestaciones debidas, salvo los casos de retención autorizados por la ley o
convenidos por las partes, debe pagar al asalariado, como indemnización, una suma
igual al último salario diario por cada día de retardo, hasta por veinticuatro (24)
meses, o hasta cuando el pago se verifique si el período es menor. Si transcurridos
veinticuatro (24) meses contados desde la fecha de terminación del contrato, el
trabajador no ha iniciado su reclamación por la vía ordinaria o si presentara la
demanda, no ha habido pronunciamiento judicial, el empleador deberá pagar al
trabajador intereses moratorios a la tasa máxima de créditos de libre asignación
certificados por la Superintendencia Bancaria, a partir de la iniciación del mes
veinticinco (25) hasta cuando el pago se verifique.

Dichos intereses los pagará el empleador sobre las sumas adeudadas al
trabajador por concepto de salarios y prestaciones en dinero.
(…)
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Al pronunciarse sobre la exequibilidad del artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo, la
Corte Constitucional en Sentencia C-781 de 20032, señaló:

…una medida tendiente a prevenir y reprimir la conducta del empleador que a la
terminación del contrato de trabajo no paga al trabajador los salarios y prestaciones
sociales que le corresponden, el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo (en adelante
CST) consagra el pago de una indemnización de carácter moratorio mediante la cual se
pretende reparar de alguna manera el daño que tal comportamiento le ha podido ocasionar
a sus derechos.

Adicional a lo anterior, es necesario igualmente tener en cuenta el componente de
responsabilidad objetiva o presunción de culpa.

El parágrafo del Artículo 5°de Ley 1071 de 2006, indica que para ordenar el pago de la
sanción moratoria solo bastará acreditar la no cancelación dentro del término previsto en
este artículo.

Dicha frase podría llevar a considerar una responsabilidad objetiva de manera automática,
sin embargo, ésta es una posibilidad proscrita por la Constitución Política en materia de
derecho sancionatorio y por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, de ahí, que
resulte importante la segunda parte de la norma en cuanto prescribe “Sin embargo, la
entidad podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago
se produjo por culpa imputable a este.”

Para el proceso, ese inciso no debe generar de manera automática efectos de presunción
de mala fe respecto del empleador, de la manera en que lo interpretó la Corte
Constitucional al analizar el contenido del artículo 29 de la Ley 789 de 2002 y la ha
reiterado la Corte Suprema de Justicia frente al artículo 65 del C.S.T.3:

Es pertinente anotar que esta Sala ha dicho de manera reiterada y constante que los
artículos 65 del C. S. T. y 99 de la Ley 50 de 1990 no son de aplicación automática sino
que es obligación del juez al momento de imponer la sanción allí prevista analizar la
conducta del empleador con el fin de determinar si la misma estuvo revestida de buena
juez (sic). Para el efecto, cabe rememorar lo dicho en sentencia de 21 de abril de 2009,
radicado 35414:

“... en lo referente a estas dos clases de indemnizaciones moratorias, por la no
consignación al fondo de cesantías consagrada en el numeral 3° del artículo 99 de
la Ley 50 de 1990 y la causada a la terminación de la relación laboral por el no
pago oportuno de salarios y prestaciones sociales debidas dispuesta en el
artículo 65 del Código Sustantivo de Trabajo, como lo pone de presente la censura,
que es criterio de la Sala que ambas por tener su origen en el incumplimiento del
empleador de ciertas obligaciones, gozan de una naturaleza eminentemente
sancionatoria y como tal su imposición está condicionada al examen, análisis o
apreciación de los elementos subjetivos relativos a la buena o mala fe que guiaron
la conducta del empleador.

2 Corte Constitucional - C-781 del 10 de septiembre de 2003 - Magistrada Ponente Clara Inés Vargas H.
3 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral - Sentencia SL8077-2015, Radicación n° 50930 del 24 de junio de
2015 – Magistrado Ponente Jorge Mauricio Burgos Ruíz
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Para tal efecto, en sentencia del 21 de abril de 2004 con radicación 22448, que reiteró lo
dicho en decisión del 11 de julio de 2000 radicado 13.467, en cuanto a esta temática la
Corte sostuvo:

(....) Ahora bien, aún entendiendo que la acusación denuncia la infracción directa
de los citados preceptos, en cuanto al artículo 99 de la Ley 50 de 1990, es lo cierto
que el Tribunal no pudo ignorar la disposición por cuanto fue la que le sirvió de
apoyo al Juzgado para fulminar la condena por indemnización moratoria, ni
tampoco se rebeló contra su contenido, sino que estimó conforme a jurisprudencia
de la Sala, que su aplicación no podía ser automática y que era necesario
analizar la conducta del empleador para establecer si la presunción de mala fe
quedaba o no desvirtuada; entonces, apoyándose en pruebas del expediente y
luego de examinar las razones de la empresa demandada, -lo que de paso
desvirtúa la afirmación inicial del recurrente de que el Tribunal no realizó análisis
probatorio, descartó la existencia de mala fe y no le hizo producir efectos a la
norma acusada.
(…)

Lo anterior significa, que como de tiempo atrás se ha venido sosteniendo, la aplicación de
la indemnización moratoria para cualquiera de los dos eventos que ocupan la atención a la
Sala, no es automática ni inexorable, y por ende en cada asunto a juzgar el sentenciador
debe analizar si la conducta remisa del empleador estuvo o no justificada con argumentos
que pese a no resultar viables o jurídicamente acertados, sí puedan considerarse
atendibles y justificables, en la medida que razonablemente lo hubiese llevado al
convencimiento de que nada adeudaba por salarios o derechos sociales, lo cual de
acreditarse conlleva a ubicar el actuar del obligado en el terreno de la buena fe, y en
este caso no procedería la sanción prevista en los preceptos legales referidos.

Igual tesis sostuvo la C.S.J. Sala de Casación Laboral en la Sentencia SL11436-2016,
Radicación No.45566 del 29 de junio de 2016.

5.1. Del precedente vertical vinculante sobre la no configuración de la sanción
moratoria

Respecto del asunto subjudice, tenemos que el Consejo de Estado en diversos
pronunciamientos, entre ellos el contenido en la providencia de fecha 12 de abril de 20184,
ha tenido una postura clara en cuanto a que la sanción moratoria no procede en las
reliquidaciones de cesantías, señalando:

Lo anterior quiere decir que la indemnización moratoria que se pretende en la demanda, no
tiene como fundamento el pago tardío del auxilio de cesantías como tal, sino de la
diferencia de valor que se generó como consecuencia del reajuste de esa prestación que
se ordenó tardíamente por la administración.

En torno a lo anterior, es imprescindible precisar que la Sala, en reiteradas ocasiones ha
sostenido que la sanción moratoria por la inoportuna consignación de cesantías no procede
respecto de las diferencias de valor de tal prestación que se originen a causa de una
diferencia de esa prestación que surja como consecuencia de su reliquidación. Así ha
discurrido:

4 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda – Sentencia del 12 de abril de 2018 –
Radicado Interno 2017-15 – Consejero Ponente Rafael Francisco Suarez Vargas
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En el caso analizado, la entidad demandada sí reconoció oportunamente las
prestaciones y cesantías definitivas del demandante al momento de su
desvinculación5; sin embargo, con ocasión de la expedición de la sentencia
C- 1433 de 2000 y del Decreto 2720 de diciembre 27 de 2000, se causó una
diferencia en la liquidación de las mismas, pero el pago inoportuno de esa
diferencia no puede considerarse mora en la consignación de tal prestación, que
tenga la magnitud de generar la sanción a que alude la norma trascrita.6 (Se
resalta).

En similares términos se señaló en sentencia7 cuyo aparte se transcribe:

[…]En tal sentido, si bien se causó una diferencia en la liquidación de las
cesantías definitivas, la cancelación pago inoportuna de esa diferencia no puede
considerarse mora en el pago de tal prestación, que tenga la magnitud de
generar la sanción a que alude la norma señalada.
[…]

La Sección Segunda del Consejo de Estado, ha sostenido que la finalidad del
legislador con la norma aludida, fue determinar el término perentorio para el
reconocimiento y pago de las cesantías definitivas de los servidores públicos, sin
que una diferencia en la liquidación de la prestación social, conlleve a la
autoridad judicial a imponer la sanción frente a una circunstancia fáctica que
no se encuentra prevista en la ley8. (Negrilla fuera de texto).

Con fundamento en lo anterior, la Sala concluye que el pago inoportuno de la diferencia
que surgió como consecuencia de la reliquidación de las cesantías del demandante no
configura el derecho a la sanción moratoria, pues no implica que la prestación,
propiamente dicha, se hubiera pagado en forma inoportuna.

Siguiendo la misma línea, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, superior jerárquico
del despacho, que en todas sus 6 subsecciones se ha pronunciado en asuntos similares
jurídicamente, en atención a que se refieren a las normas que regulan a los empleados de
la rama judicial y a las cesantías anualizadas, y fácticamente, al tratarse de procesos en
los cuales se reconocieron las cesantías sobre el último periodo laborado y que
posteriormente fue reliquidado a solicitud de parte, el periodo restante como cesantía
parcial, han determinado que no procede la sanción moratoria, entre otros tantos:

La subsección E del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en decisión de fecha 23 de
agosto de 20199, dispuso:

Por consiguiente, y en la medida en que, tal y cómo lo ha reseñado la jurisprudencia del
máximo tribunal de lo contencioso administrativo, la sanción moratoria prevista en el

5 Cita propia del texto transcrito: Folios 14 a 16.
6 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, sentencia del 9 de abril de 2014, radicación 13001-23-31-000-2007-
00225-01, número interno 1483-13. M.P. Luis Rafael Vergara Quintero.
7 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia de 17 de octubre de 2017, radicación 08001-23-33-000-
2012-000171-01, número interno: 2839-14, M.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez.
8 Cita propia del texto transcrito: Al respecto: Subsección A. Sentencia de 9 de abril de 2014. Rad. 13001-23-31-000-2007-
00225-01(1483-13). C.P. Luis Rafael Vergara Quintero.; Subsección B. Sentencia de 8 de septiembre de 2017. Rad.
08001233300020140035501. C.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez. En el mismo sentido, sentencias de 17 de agosto de 2017.
Rad. 08001233300020140035501; Sentencia de 18 de mayo de 2017. Rad. 66001233300020130021301.
9 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección E – Sentencia del 23 de agosto de 2019 – Rad.
25000234200020180218800 – Magistrada Ponente Patricia Victoria Manjarres
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artículo 99 de la Ley 50 de 1990 no es aplicable a los casos en los cuales se presentan
diferencias frente al valor de la liquidación de las cesantías, pues el supuesto de hecho de
la norma es la ausencia total de pago en la cuenta individual del trabajador después del
término legal –esto es, el 15 de febrero del año siguiente a la causación de la prestación-,
considera la Sala que las suplicas de la demanda no están llamadas a prosperar.

Por su parte, la subsección C en decisión del 29 de enero de 202010, dispuso:

La sanción moratoria ha sido delimitada claramente por la Ley. La interpretación
jurisprudencial de este gravamen, lo es para determinar con precisión el alcance de la
norma en la práctica en cuanto a los días de plazo para la consignación y la prescripción
en caso de no reclamación en tiempo, en una interpretación armónica con las normas que
establecen la prescripción. Pero no tiene el alcance que quiere darle la parte actora para
extenderla a los eventos en que hubo lugar a un reajuste de las cesantías por
inconsistencia en el monto liquidado o discutido al tiempo de liquidación. Recuérdese que
ese nuevo valor que corresponde a la reliquidación, estaba en discusión con anuencia de la
parte titular del derecho.

Distinto sería que se haya determinado un periodo igual no pagado y se reclame el pago
de la mora por ausencia absoluta de la liquidación de un periodo. Eso no ha ocurrido en el
caso de autos, donde el nuevo monto que se aceptó pagar por la entidad responde a la
prosperidad de los recursos elevados en sede administrativa como se ha demostrado, que
había omitido un mes liquidable por la interpretación que hiciera la entidad ante el cambio
de cargo en el periodo liquidable.

Igualmente, la subsección D en providencia de fecha 28 de febrero de 202011, señaló:

La Sala luego de hacer una lectura integral del escrito de la demanda, deduce que lo que
pretende el demandante es que se reconozca la sanción moratoria por el pago tardío de la
diferencia de las cesantías o la reliquidación de éstas, que en el caso concreto fue el valor
de $1.193.982, de acuerdo con la Resolución No. 6510 de 23 de octubre de 2017,
transcrita líneas atrás, sin embargo, la sanción por mora que pide el actor no es dable
aplicar para este tipo de asuntos, ya que como lo sostuvo la propia entidad demandada
“No existe la obligación de pagar sanción moratoria por el pago inoportuno de una
diferencia de cesantías o de reliquidación de las mismas.

En cuanto a la subsección F del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en providencia
del 19 de marzo de 202012, indicó:

Finalmente, el Consejo de Estado concluyó en reciente pronunciamiento que el pago de la
diferencia originada por un reajuste salarial no configura el derecho a la sanción moratoria,
pues ello no implica que la prestación se hubiese pagado en forma inoportuna. En dicha
sentencia se señaló:

“En este orden de ideas, se concluye que el pago de la diferencia originada por el
reajuste salarial del que fuera objeto el demandante, que evidentemente incide en

10 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección C – Sentencia del 29 de enero de 2020 – Rad.
25000234200020180169300 – Magistrado Ponente Amparo Oviedo Pinto
11 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección D – Sentencia del 28 de febrero de 2020 – Rad.
25000234200020180169400 – Magistrado Ponente Israel Soler Pedroza
12 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección F – Sentencia del 19 de marzo de 2020 – Rad.
25000234200020170524800 – Magistrada Ponente Patricia Salamanca Gallo
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la liquidación de las cesantías reconocidas en un primer momento, no configura el
derecho a la sanción moratoria pretendida en la demanda, pues ello no implica que
la prestación se hubiese pagado en forma inoportuna, como tampoco se enmarca
dentro de los presupuestos que la norma regula. Además, por hacer parte del
derecho sancionatorio, en el que las penalidades deben ser expresamente
previstas en la ley, no se puede extender o aplicar la analogía a supuestos de
hecho o de derecho diferentes a los que la norma prevé.

Así las cosas, como no se logró comprobar que el pago de las cesantías se
hubiese realizado en forma extemporánea, sino lo que se alega es que la mora se
refiere a una diferencia que surgió por el reajuste salarial realizado con
posterioridad, que incide en la base con la que se liquidaron, se advierte que dicho
pago no se enmarca en la normativa que consagra el término perentorio del pago
de la prestación y, como consecuencia de ello, no resulta procedente la sanción
moratoria pretendida por el demandante” 14.

Así las cosas, en atención a lo dispuesto en forma pacífica por la jurisprudencia, la Sala
concluye que en el presente caso no procede el reconocimiento de la sanción por mora
que reclama la demandante, pues es claro que si bien se generaron unas diferencias en el
monto de las cesantías a que tenía derecho, ello no permite afirmar que existió negligencia
o falta de consignación oportuna de la prestación.

La subsección A del Tribunal Administrativo de Cundinamarca en decisión del 8 de
octubre de 202013, señaló:

…La Sala concluye que en el presente caso no procede el reconocimiento de la sanción
por mora reclamada por el demandante, pues es claro que si bien se generaron unas
diferencias en el monto de las cesantías a que tenía derecho, ello no permite afirmar que
existió negligencia o falta de consignación oportuna de la prestación, ya que no es posible
extender la sanción cuando se presenta una discusión sobre su monto. Y si ese reajuste
prospera por las inconsistencias en la liquidación, la aceptación por la entidad empleadora
que se surte con respecto del derecho reclamado, a complementar el monto de la cesantía
inicialmente liquidada, no genera mora en el pago, la que si genera por la ausencia de
pago el 15 de febrero del año siguiente al periodo liquidado.

Recientemente, tenemos que la subsección A de la sección segunda del Consejo de
Estado en providencia del 3 de febrero de 2022 con ponencia del consejero William
Hernández Gómez14, siendo sujeto pasivo la Rama Judicial – DEAJ, dispuso:

¿Procede la sanción moratoria consagrada en la Ley 50 de 1990 cuando se paga tardíamente una
diferencia en la liquidación de las cesantías anualizadas?

Al respecto, la Sala sostendrá la siguiente tesis: la sanción moratoria consagrada en Ley 50 de 1990
no procede cuando lo que existe es una controversia sobre el valor pagado, sino solo cuando el pago
fue tardío, esto es, con incumplimiento de los términos señalados en el numeral 3.° del artículo 99
ibidem.

Esta Corporación ha sostenido en reiteradas ocasiones que la sanción moratoria por el pago tardío
de las cesantías consagrada en la ley referida no procede cuando lo que sucede es la inoportuna

13 Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección A – Sentencia del 8 de febrero de 2020 de 2020
– Rad. 25000234200020180086800– Magistrado Ponente Néstor Javier Calvo Chaves
14 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A – Sentencia del 3 de febrero
de 2022 – Radicado Interno 6664-2019 – Consejero Ponente William Hernandez Gómez
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cancelación de una diferencia en la liquidación que debió pagarse. Al respecto se ha pronunciado en
el siguiente sentido15:

«En tal sentido, si bien se causó una diferencia en la liquidación de las cesantías definitivas,
la cancelación pago (sic) inoportuna de esa diferencia no puede considerarse mora en
el pago de tal prestación, que tenga la magnitud de generar la sanción a que alude la
norma señalada.
[…]
La Sección Segunda del Consejo de Estado, ha sostenido que la finalidad del legislador con
la norma aludida, fue determinar el término perentorio para el reconocimiento y pago de las
cesantías definitivas de los servidores públicos, sin que una diferencia en la liquidación
de la prestación social, conlleve a la autoridad judicial a imponer la sanción frente a
una circunstancia fáctica que no se encuentra prevista en la ley. […]» (Resalta la Sala)

Dicha posición fue reiterada recientemente por esta Subsección, en sentencia del 17 de septiembre
de 202016, cuando indicó que «[…] al pagar la entidad las cesantías definitivas y sus intereses dentro
del término consagrado en el artículo 2. ° de la Ley 244 de 1995, no se causa la sanción moratoria,
aun cuando con posterioridad se alegue que faltó el pago de una parte de la prestación, dado que el
pago parcial no es un supuesto regulado en el parágrafo 2.° ibidem para que se produzca la mora.»

Así mismo, en providencia del 15 de julio de 2021, esta Sala también tuvo la oportunidad de
pronunciarse en un caso de similares aristas a las aquí controvertidas, en la cual se indicó lo
siguiente:

«[…] no se encuentran fundados los motivos de la apelación contra la sentencia apelada,
teniendo en cuenta que: i) la sanción moratoria consagrada en la Ley 50 de 1990 no se
causa por el pago inoportuno de reajustes salariales o prestacionales, ii) dicho reajuste no
hace que se predique incompleto el pago del auxilio de cesantías efectuado con
anterioridad, y iii) la diferencia en el monto de la liquidación de la prestación social no
genera el derecho a reclamar el pago de la sanción moratoria correspondiente, pues se trata
de un supuesto fáctico que la norma (la Ley 50 de 1990 en este caso) no contempla,
razones que imponen concluir que el acto administrativo demandado se encuentra ajustado
a derecho y en tal sentido se procederá a confirmar la sentencia apelada.»17

De las citas de la decisión del Consejo de Estado, se tiene que para resolver la
controversia se acudió a uno de los mismos antecedentes usados por el Tribunal
Administrativo de Cundinamarca en sus decisiones y que el apoderado de la parte actora
calificaba como inaplicable para los casos de la Dirección Ejecutiva de Administración
Judicial.

La anterior no es una decisión aislada, porque también la subsección B de la sección
segunda del Consejo de Estado también se ha pronunciado en los asuntos donde es parte
la DEAJ y que comparten las mismas características fácticas y jurídicas del asunto aquí
en discusión, esta vez en fallo del 10 de febrero de 2022 con ponencia de la consejera
Sandra Lisset Ibarra Vélez18, donde se indicó:
15 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia de 17 de octubre de 2017, radicación 08001-23-33-000-
2012-000171-01, número interno: 2839-14, M.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez. Cita propia del texto transcrito: Al respecto:
Subsección A. Sentencia de 9 de abril de 2014. Rad. 13001-23-31-000-2007-00225-01(1483-13). C.P. Luis Rafael Vergara
Quintero.; Subsección B. Sentencia de 8 de septiembre de 2017. Rad. 08001233300020140035501. C.P. Sandra Lisset
Ibarra Vélez. En el mismo sentido, sentencias de 17 de agosto de 2017. Rad. 08001233300020140035501; Sentencia de 18
de mayo de 2017. Rad. 66001233300020130021301.
16 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección A, sentencia del 17 de septiembre de 2020, C.P. Rafael Francisco
Suárez Vergara, exp. 11001-03-25-000-2013-00890-00 (1921-2013).
17 Providencia proferida en el proceso con radicación 68001-23-33-000-2015-01238-01 (5257-2018). Mario Andrés Reyes
Barbosa contra la Nación, Rama Judicial, Consejo superior de la Judicatura, Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.
18 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B – Sentencia del 10 de
febrero de 2022 – Radicado Interno 0612-2021 – Consejera Ponente Sandra Lisset Ibarra Vélez
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Ahora bien, como se extrae del tenor literal de la norma, la reclamación de la sanción
moratoria surge ante el incumplimiento del empleador al deber de consignar las cesantías
anualizadas al servidor en la fecha determinada por la ley, por cada periodo anual servido,
que como se vio, es a más tardar el 14 de febrero del año siguiente al liquidado. Este
supuesto fáctico no se configura en el presente caso, ya que no se presentó tal
incumplimiento, pues la entidad demandada consignó las cesantías de la actora el 14 de
febrero de 2017, por la suma de $ 1.144.980, monto que fue modificado por la Resolución
No. 6447 del 17 de octubre de 2017, por la suma de $ 5.325.649, el 20 de diciembre de
20171.

23. Si bien la entidad demandada incurrió en error al realizar el cálculo y liquidación de las
cesantías de la demandante para el año 2016, porque no liquidó diez meses servidos que
corresponden a los meses de enero a octubre del mismo año, no puede confundirse la
situación fáctica que genera la sanción moratoria establecida por la ley, con el pago de
reliquidación después de desatar la discusión sobre el monto consignado. La sanción
moratoria es una penalidad para el Estado – empleador, por su incumplimiento en la
consignación de las cesantías en el respectivo fondo, en tiempo oportuno, consistente en el
pago de un dia de salario por cada día de retardo; de manera que solo la ausencia en el
pago de las cesantías es la castigada con la mora. Por consiguiente, no puede extenderse
la sanción cuando se presenta una discusión sobre ese monto que puede, a su turno,
generar o no un reajuste.

24. En ese sentido, no es posible crear una segunda regla de derecho para decir que
cuando hay discusión sobre el monto liquidado, si el recurso prospera, ello indica mora en
el pago; dicha mora se ha fijado por el legislador para castigar o sancionar a la entidad que
omitió el pago, no para el caso inconsistente en la liquidación. Recuérdese que esta es una
sanción pecuniaria de reserva legal, de modo que por vía de interpretación no puede
extenderse la sanción moratoria a los valores complementarios de la liquidación inicial que
fue satisfecha en tiempo.

25. Dilucidado lo anterior, la sanción moratoria no tiene el alcance que pretende endilgarle
la actora para extenderla a los eventos en que hubo lugar a un reajuste de las cesantías
por inconsistencia en el monto liquidado o discutido al tiempo de liquidación. De igual
forma, el nuevo valor correspondiente a la reliquidación se genera con ocasión de la
controversia que la actora provocó al punto que le fue modificado por la administración el
acto de reconocimiento aceptando sus argumentos, pero sin que ello encuadre en la
descripción de la norma que regula la penalidad.

Sobre el precedente y su carácter vinculante, la Corte Constitucional en sentencia de
Unificación SU-354 de 2017 al tratar sobre este asunto, señaló que:

Se puede clasificar el precedente en dos categorías: (i) el precedente horizontal, el cual
hace referencia a las decisiones proferidas por autoridades del mismo nivel jerárquico o,
incluso, por el mismo funcionario; y (ii) el precedente vertical, que se refiere a las
decisiones adoptadas por el superior jerárquico o la autoridad encargada de unificar la
jurisprudencia. El precedente horizontal tiene fuerza vinculante, atendiendo no solo a los
principios de buena fe, seguridad jurídica y confianza legítima, sino al derecho a la igualdad
que rige en nuestra Constitución. Asimismo, el precedente vertical, al provenir de la
autoridad encargada de unificar la jurisprudencia dentro de cada una de las jurisdicciones,
limita la autonomía judicial del juez, en tanto debe respetar la postura del superior, ya sea de
las altas cortes o de los tribunales. (Subrayado y negrillas fuera de texto)
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Es así que si bien existe autonomía, la misma se ve limitada por el precedente de sus
superiores jerárquicos, el cual para estos eventos es unánime en el sentido de que la
sanción moratoria solo procede cuando no se efectúa pago alguno, caso distinto al aquí
estudiado, donde al ser una reliquidación, esta no se causa, por lo que de no estar de
acuerdo con el precedente vertical, puede apartarse sustentando su posiciones,
argumentos que se echan de menos en la decisión apelada, pues la decisión se toma
basado en una providencia tomada en apartes descontextualizados y sin hacer análisis de
la conducta de la entidad, recordando que la sanción moratoria de la Ley 50 de 1990 no
contempla una responsabilidad objetiva.

V. EXCEPCIONES
 

1. DE LA VIOLACIÓN DE NORMAS PRESUPUESTALES DE RECONOCERSE
LAS PRETENSIONES DE LA PARTE DEMANDANTE - BONIFICACIÓN
JUDICIAL DECRETO 383 DE 2013

 
Es menester indicar que la Bonificación Judicial fue regulada sin carácter salarial para
efectos prestacionales y que a la fecha los decretos que la reglamentan no han sido
declarados nulos, es decir, siguen gozando de presunción de legalidad, por lo tanto es
deber de la Dirección Ejecutiva y sus Direcciones Seccionales acatar sus regulaciones,
pues, de llegar a reconocerse su carácter salarial para todos los efectos, como lo pretende
la parte actora, no solo se desconocerían tales decretos, sino que también se iría en
directa contravía de las disposiciones de presupuesto, especialmente, de la prohibición
contenida en el artículo 71 del Decreto 111 de 19961, compilatorio del artículo 86 de la Ley
38 de 1989, que prevé: 
 

“ARTICULO 71. Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones
presupuestales deberán contar con certificados de disponibilidad previos que
garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos.  
 
Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los
recursos con él financiados no sean desviados a ningún otro fin.  
 
En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que
haya lugar. Esta operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos
administrativos.  
 
En consecuencia, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones
inexistentes, o en exceso del saldo disponible, o sin la autorización previa del Confis o
por quien éste delegue, para comprometer vigencias futuras y la adquisición de
compromisos con cargo a los recursos del crédito autorizados.  
 
Para las modificaciones a las plantas de personal de los órganos que conforman el
Presupuesto General de la Nación, que impliquen incremento en los costos actuales, será
requisito esencial y previo la obtención de un certificado de viabilidad presupuestal, expedido
por la Dirección General del Presupuesto Nacional en que se garantice la posibilidad de
atender estas modificaciones.  
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Cualquier compromiso que se adquiera con violación de estos preceptos creará
responsabilidad personal y pecuniaria a cargo de quien asuma estas obligaciones (Ley
38/89, artículo 86, Ley 179/94, artículo 49).”  (Se resalta) 

 
Igualmente, podría desconocerse lo previsto en el Decreto 1068 de 20152, en su artículo
2.8.3.2.1. que establece: 
 

“Artículo 2.8.3.2.1. Disponibilidad y Registro Presupuestal Todos los actos administrativos
que afecten las apropiaciones presupuestales, deberán contar con los certificados de
disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente para
atender estos gastos. 
 
Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los
recursos no sean desviados a ningún otro fin. En este registro se deberá indicar claramente
el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar. Esta operación es un requisito de
perfeccionamiento de estos actos administrativos. 
 
En consecuencia, no se podrán contraer obligaciones sobre apropiaciones
inexistentes, o en exceso del saldo disponible, con anticipación a la apertura del crédito
adicional correspondiente. o con cargo a recursos del crédito cuyos contratos no se
encuentren perfeccionados, o sin que cuenten con el concepto de la Dirección General de
Crédito Público y Tesoro Nacional para comprometerlos antes de su perfeccionamiento, o
sin la autorización para comprometer vigencias futuras por el Consejo Superior de Política
Fiscal, CONFIS o quien éste delegue. El funcionario que lo haga responderá personal y
pecuniariamente de las obligaciones que se originen.” (se destaca) 

Lo anterior por cuanto no están incluidos en el presupuesto de la Rama Judicial los
dineros que se requerirían para el pago de lo pretendido por la parte actora, lo cual
obedece a que el rubro de gastos de personal está planeado y calculado, teniendo en
cuenta las regulaciones vigentes que regulan los salarios, prestaciones y acreencias
laborales de los empleados de la Rama Judicial, por lo que de ninguna manera pueden
incluirse allí mayores costos para reconocer lo pretendido por la parte actora, en tanto, no
resulta acorde con las previsiones de los Decretos 383 y 384 de 2013, que establecieron
el carácter salarial de la Bonificación Judicial únicamente para efectos de aportes de
Seguridad Social en pensiones y salud.
 
Al respecto, la Corte Constitucional con ponencia del Magistrado Dr. Vladimiro Naranjo
Mesa, en la sentencia C-337 de agosto 19 de 1993, sostuvo que: “las normas orgánicas del
presupuesto regulan y limitan la actividad de las diferentes entidades y órganos del Estado, tanto
en los actos que pueden realizar en el ejercicio de sus funciones que conllevan ejecución
presupuestal, como en las formalidades y requisitos que deben cumplir. De tal suerte que todos los
actos  administrativos que afecten el presupuesto respectivo, tendrán que contar con el certificado
de disponibilidad presupuestal en los términos de la Ley 38 de 1989 y 179 de 1994 orgánicas de
presupuesto.” (Subrayas fuera de texto). 
 
Adicionalmente, reconocer las pretensiones que reclama la parte actora sin la autorización
presupuestal requerida, implicaría que el ordenador del gasto estuviera inmerso en

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0179_1994.html#49


Hoja No.18

Calle 72 No. 7 - 96 Conmutador - 3127011 www.ramajudicial.gov.co

actuaciones de tipo disciplinario como las consagradas en la Ley 734 de febrero 5 de
2002, que en sus artículos 22 y 2319. 

2. INTEGRACIÓN DE LITIS CONSORCIO NECESARIO 
 
El Artículo 61 del C.G.P. determina:  
 

“... Litisconsorcio necesario e integración del contradictorio. Cuando el proceso verse sobre
relaciones o actos jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, haya de
resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la comparecencia de las
personas que sean sujetos de tales relaciones o que intervinieron en dichos actos, la demanda deberá
formularse por todas o dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la
demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para integrar el contradictorio, en la
forma y con el término de comparecencia dispuestos para el demandado. 
 En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez dispondrá la citación de
las mencionadas personas, de oficio o a petición de parte, mientras no se haya dictado sentencia de
primera instancia, y concederá a los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso se
suspenderá durante dicho término. 
  
Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el juez resolverá sobre ellas
y si las decreta fijará audiencia para practicarlas. 
 
Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a los demás. Sin
embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en litigio solo tendrán eficacia si emanan de
todos. 
 
Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la demanda, podrá
pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho litisconsorcio.” 

 
Concordante con lo anterior, es necesario anotar, que en materia de competencia,
conforme está consagrado en el artículo 150, numeral 19, literales E) y F) de la
Constitución Política, le corresponde al Congreso de la República fijar el régimen salarial
y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la
fuerza pública y regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores
oficiales. 
 
En ejercicio de dicha facultad el Legislativo expidió la Ley 4ª del 18 de mayo de 1992,
mediante la cual autoriza al Gobierno Nacional para fijar el régimen salarial y prestacional
de los empleados públicos, entre estos los de la Rama Judicial.
 
De manera que es en virtud de lo establecido en la citada Ley, que la potestad para fijar
los estipendios salariales y prestacionales de los servidores públicos radica única y
exclusivamente en el Gobierno Nacional, es decir que es éste, basado en la Constitución
19“ARTÍCULO 22. GARANTÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. El sujeto disciplinable, para salvaguardar la moralidad pública,
transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía,
neutralidad, eficacia y eficiencia que debe observar en el desempeño de su empleo, cargo o función, ejercerá los derechos,
cumplirá los deberes, respetará las prohibiciones y estará sometido al régimen de inhabilidades, incompatibilidades,
impedimentos y conflictos de intereses, establecidos en la Constitución Política y en las leyes.   
ARTÍCULO 23. LA FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de
la sanción correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en este código que
conlleve incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del
régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de
las causales de exclusión de responsabilidad contempladas en el artículo 28 del presente ordenamiento (…)”. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2002/ley_0734_2002.html#28
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y la Ley, es quien determina dichas asignaciones, sin que la Rama Judicial tome parte
funcional en este proceso y sobre cuya expedición no tiene injerencia la Rama Judicial del
Poder Público -  Consejo Superior de la Judicatura, pues solo cumple sobre estos actos
administrativos una vez expedidos por la autoridad competente, una función ejecutora, de
acatamiento y de aplicación frente a los servidores judiciales destinatarios de los pagos
de salarios y prestaciones sociales en los términos y valores establecidos de manera
anual en cada tabla de salarios.  Por lo dicho se estima que la defensa de legalidad de
estos actos hoy demandados está en cabeza del ejecutivo. 
 
Adicional a lo anterior, cabe destacar que a pesar de que no se demandan los Decretos
que regularon la Bonificación Judicial y que de plano el Conjuez podría negar la
vinculación del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y las demás entidades
mencionadas, debido a que los actos sobre los cuales se va a ejercer control de legalidad
fueron expedidos por la Dirección Ejecutiva o Dirección Seccional de Administración
Judicial, en caso de una eventual condena, se debe tener en cuenta la imposibilidad
material de la Nación – Rama Judicial de reconocer los derechos ahora reclamados,
como se indicó en el anterior numeral, pues debe considerarse que en atención a lo
dispuesto por el artículo 71 del Decreto 111 de 1996, compilatorio del artículo 86 de la Ley
38 de 1989, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones atribuibles al presupuesto de
gasto sobre apropiaciones inexistentes, lo que significa que en el caso de acceder a las
pretensiones de la demanda si está vinculada la Nación – Ministerio de Hacienda y
Crédito Público, de paso se daría la orden a dicha cartera para que se hiciera la
apropiación a favor de la Rama Judicial y así pagar la condena correspondiente sin que a
futuro se puedan iniciar procesos ejecutivos por la falta de pago debido a que dicho
Ministerio no hace el giro de los dineros suficientes para el rubro de sentencias y de
gastos de personal.

Adicionalmente, resulta necesario tener en cuenta el auto proferido por el Tribunal
Administrativo de Nariño – Sala de Conjueces, Exp. 2016-00375, Dte: Leonel Díaz Mora,
en audiencia inicial celebrada el 27 de julio de 2018, en el cual aceptó el llamamiento en
garantía de la Nación – Presidencia de la República, Nación – Ministerio de Hacienda y
Crédito Público y el Departamento Administrativo de la Función Pública, bajo el
argumento que estas entidades podrían eventualmente verse perjudicadas o beneficiadas
con la decisión que se tomara en el caso correspondiente a las reclamaciones salariales
allí pretendidas. 
 
Así las cosas, nótese señor Conjuez la necesidad de vincular a las entidades solicitadas. 
 
Por ende, de manera cordial, le solicito a su señoría se sirva llamar como LITIS
CONSORTE NECESARIO a la NACIÓN - PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA,
representada por el Dr. IVAN DUQUE MÁRQUEZ, a la NACIÓN - MINISTRO DE
HACIENDA, representada por el doctor ALBERTO CARRASQUILLA y al
DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA FUNCIÓN PÚBLICA, representado por el
doctor FERNANDO ANTONIO GRILLO RUBIANO, Director. 
 

3. AUSENCIA DE CAUSA PETENDI. 
 
Por mandato expreso de los Decretos 383 y 384 de 2013, la bonificación judicial no
tiene carácter salarial para efectos prestacionales, sino únicamente para Seguridad
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Social en salud y pensiones, lo que significa que dicho emolumento no constituye factor
de salario para la liquidación y pago de las primas de servicios, navidad, vacaciones,
auxilio de cesantía y bonificación por servicios prestados, y en ese sentido, a la actora no
le asiste causa para reclamar por vía judicial las declaraciones planteadas en el libelo
introductorio. 
 
La Dirección Ejecutiva de Administración Judicial se encuentra ceñida al ordenamiento
jurídico y viene dando estricto cumplimiento a las normas que rigen al interior del
Régimen Salarial y prestacional de los servidores públicos, con el único propósito de
generar certeza y seguridad jurídica dentro del sistema normativo, por tanto, no es posible
producir efectos jurídicos de carácter particular contrariando disposiciones vigentes que
regulan la materia objeto de controversia.

4. AUSENCIA DE CAUSACIÓN DE LA INDEMNIZACIÓN MORATORIA
RECLAMADA

El numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, prevé:

ARTÍCULO 99.- Reglamentado por el Decreto 1176 de 1991. El nuevo régimen especial de
auxilio de cesantía, tendrá las siguientes características: (…) 3ª. El valor liquidado por
concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año siguiente, en
cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el mismo elija. El
empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada
retardo.

Como se observa, el imperativo de la norma es la CONSIGNACIÓN DEL VALOR
LIQUIDADO antes del 15 de febrero del año siguiente en el fondo al que esté afiliado el
servidor público, so pena de operar la sanción moratoria, consistente en un día de salario
por cada día de retardo.

Como se observa, al analizar los ingredientes normativos de la previsión en cita, establece
la sanción únicamente ante la MORA en la consignación antes del 15 de febrero del valor
LIQUIDADO, más no dispone la norma tal consecuencia sancionatoria ante la
RELIQUIDACIÓN o REAJUSTE de CESANTÍAS como sucedió en este caso.

En efecto, el supuesto fáctico que genera como consecuencia jurídica la sanción
moratoria, es la NO CONSIGNACIÓN de valor alguno liquidado por concepto de
cesantías. Por manera que no puede incluirse dentro de la hipótesis normativa en el
evento de reliquidación o reajuste de las cesantías.

Teniendo en cuenta que al actor ya se le han venido consignando las cesantías
correspondientes, es claro que en estos eventos no procede la indemnización moratoria,
posición que ha sido acogida jurisprudencialmente por los distintos órganos de la
jurisdicción de lo contencioso administrativo.

5. PRESCRIPCIÓN 
 
En relación con la prescripción de los derechos prestacionales, el artículo 41 del Decreto
3135 de 1968, dispone: “Las prestaciones que emanen de los derechos consagrados en
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este decreto prescribirán en tres años contados desde que la respectiva obligación se
haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad
competente sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la
prescripción, pero solo por un lapso igual.” 
 
En el presente caso ha operado la prescripción trienal de los derechos laborales
pretendidos por la parte actora, que no fueron reclamados oportunamente, para tal efecto
debe tenerse en cuenta que la parte demandante radicó la petición ante la entidad el 05
de marzo de 2019, razón por la cual, las sumas reclamadas con anterioridad al 05 de
marzo de 2016, se encuentran prescritas. 
 
Se debe indicar que se debe aplicar la prescripción trienal sobre las sumas de dinero que
reclama la parte actora, pues se tratan de sumas de dinero que se causan sucesivamente,
situación que por la inactividad de la parte demandante no deba afectar a la Rama
Judicial, sino que por el contrario se sanciona haber dejado transcurrir dicho tiempo no
solo de la petición del pago de la prima especial como factor salarial, sino de la
presentación de la demanda. Por lo tanto, solicito honorable Juez declare probada esta
excepción.   
 

6. INNOMINADA: Prevista en el inciso segundo del artículo 187 del C.P.A.C.A., esto
es, “sobre cualquiera otra que el fallador encuentra probada”. 

VI. PRUEBAS
 

Comedidamente solicito al Honorable Conjuez, decretar las pruebas de oficio que
considere pertinentes y útiles en el proceso y tener en cuenta los antecedentes
administrativos adjuntos con el escrito demandatorio, que son: copia del derecho de
petición, el acto administrativo enjuiciado, la constancia que incluye los tiempos de
servicios de la parte demandante; razón por la cual, considero no es necesario allegarlos
nuevamente, sin que se imponga sanción alguna, toda vez que lo que se pretende a
través de lo allí dispuesto es la incorporación del expediente administrativo a fin de que el
Juez de conocimiento, pueda examinar la génesis de la actuación administrativa
impugnada. 
 
Adicionalmente, resulta necesario indicar que los antecedentes administrativos ya obran
dentro del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, se reitera, fueron allegados
por la parte actora con la demanda y, por lo tanto, se solicita que en el momento procesal
oportuno se le otorgue el valor probatorio correspondiente conforme a la ley, sin que se
considere que existe una desatención a lo ordenado en el admisorio de la demanda. 

VII. NOTIFICACIONES
 

1. Las recibiré en la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de
Administración Judicial, Calle 72 No.7-96, piso 8, Tel 5553939 Ext. 1078, celular
3163981547 e-mails: jcortess@deaj.ramajudicial.gov.co
deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co

2. Al Litis consorcio necesario, NACIÓN - PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA en la
CARRERA 7 No. 6 – 54 de Bogotá, notificacionesjudiciales@presidencia.gov.co 

mailto:jcortess@deaj.ramajudicial.gov.co
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mailto:notificacionesjudiciales@presidencia.gov.co?subject=Notificaci%C3%B3n%20Judicial


Hoja No.22

Calle 72 No. 7 - 96 Conmutador - 3127011 www.ramajudicial.gov.co

 
3. Al Litis consorcio necesario, NACIÓN - MINISTERIO DE HACIENDA, en la carrera

8 No.  6 – 64 de Bogotá, notificacionesjudiciales@minhacienda.gov.co
 

4. Al Litis consorcio necesario, DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE LA
FUNCIÓN PÚBLICA, en la Carrera 6 # 12-62 en Bogotá,
notificacionesjudiciales@mininterior.gov.co  

Del señor Juez/Conjuez, cordialmente, 
 
 

JHON F. CORTÉS SALAZAR
C.C. 80.013.362 de Bogotá
T.P. 305.261 del C. S. de la J.   
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